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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

Concurrieron, además, los Ministros de Justicia, señor Teodoro Ribera Neumann, y de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Errázuriz Domínguez. Asimismo, estuvo presente la Subsecretaria de Transportes, señora Gloria Hutt Hesse.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 20 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.



Se suspende la sesión por cinco minutos, para celebrar una reunión de Comités.

)---------------(



--Se suspendió a las 16:22.



--Se reanudó a las 16:31.

)-------------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Continúa la sesión.
III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 85ª y 86ª, ordinarias, en 3 y 4 de enero del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:
Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, para el despacho del proyecto de ley sobre reprogramación de créditos universitarios (boletín N° 7.874-04).



Con el siguiente retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para el despacho de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que regula la venta y arriendo de videojuegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige el control parental de consolas (boletín N° 5.579-03).



2.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior (boletín Nº 8.041-04).



3.- Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06).



4.- Proyecto de ley que establece el “Día de la adopción y del que está por nacer” (boletín N° 7.254-07).



5.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo entre la República de Chile y la Organización para la Prohibición de las Armas Químicas (OPAQ), sobre los privilegios e inmunidades de la OPAQ”, suscrito en La Haya el 30 de octubre de 2007 (boletín N° 7.685-10).



6.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Emiratos Árabes Unidos sobre Servicios Aéreos”, suscrito en Santiago el 13 de diciembre de 2010 (boletín Nº 7.884-10).



7.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo en materia de Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Kuwait y su Anexo”, suscrito en Santiago el 27 de julio de 2010 (boletín Nº 7.885-10).



8.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo de Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Popular China”, suscrito en Singapur el 13 de noviembre de 2009 (boletín Nº 7.919-10).



9.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo de Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Malasia y su Anexo”, suscrito en Kuala Lumpur, Malasia, el 14 de abril de 2010 (boletín Nº 7.920-10).



10.- Proyecto que modifica el DFL N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, a fin de incorporar la presunción de declaración y no pago de cotizaciones de salud al sistema de Isapres, y homologar el interés penal y la multa por no pago de aquellas a los contemplados en el DL N° 3.500 y en la ley N° 17.322 (boletín N° 6.312-11).



11.- Proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas (boletín N° 7.487-12).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Informes



De las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley sobre reprogramación de créditos universitarios (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 7.874-04) (Véanse en los Anexos, documentos 1 y 2).



--Quedan para tabla.
El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Tiene la palabra el señor Secretario General.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Incorporar en la tabla de Fácil Despacho de esta sesión el proyecto que figura en el número 2 del Orden del Día, que modifica plazos sobre muerte presunta y establece normas sobre comprobación judicial de muerte, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (boletín N° 7.973-07).



2.- Agregar también a esa tabla la iniciativa sobre reprogramación de créditos universitarios, con informe de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda, de que se acaba de dar cuenta (boletín N° 7.874-04).



3.- Incorporar en la presente tabla de Fácil Despacho el proyecto de acuerdo que modifica el artículo 57 del Reglamento del Senado para abrir las sesiones en nombre de Dios y de la Patria, autorizándose la rendición verbal del informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (boletín N° S 1.277-09).

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para que ingrese la señora Gloria Hutt Hesse, Subsecretaria de Transportes.



--Se accede.

)-----------(
El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se me olvidó informar a sus Señorías que en el caso del proyecto sobre reprogramación de créditos universitarios, se acordó que podrá hacer uso de la palabra, por cinco minutos, un representante de cada Comité.

El señor GIRARDI (Presidente).- Respecto de las demás iniciativas agregadas a la tabla de Fácil Despacho, se resolvió que hablaran dos Senadores, por tres minutos cada uno.

V. FÁCIL DESPACHO

EXTENSIÓN DE PLAZO PARA ADECUACIÓN DE SERVICIOS DE RADIODIFUSIÓN COMUNITARIA A NORMATIVA EN MATERIA DE CONCESIONES

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que extiende los plazos de los servicios de radiodifusión comunitaria para adecuarse a la normativa en materia de concesiones, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (8031-19) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 82ª, en 20 de diciembre de 2011.


Informe de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 87ª, en 10 de enero de 2012.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es ampliar los plazos para efectuar la adecuación normativa de los servicios de radiodifusión comunitaria a los requisitos establecidos por la ley N° 20.433, que creó los Servicios Comunitarios y Ciudadanos de Libre Recepción, y regula su concesión, modificación y funcionamiento.



La Comisión de...

El señor GIRARDI (Presidente).- Perdón, señor Secretario. Les pido a los señores Senadores que escuchen la relación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Decía que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió este proyecto en general y en particular por constar de artículo único, y le dio aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Kuschel, Novoa y Prokurica, en los mismos términos en que lo despachó la Cámara de Diputados.

El señor TUMA.- Solicito que se abra la votación.

El señor GIRARDI (Presidente).- Es de Fácil Despacho, Su Señoría. 



Según lo acordado, les ofreceremos la palabra a dos Senadores y, si nadie hace uso de ella, lo pondremos en votación.

La señora ALLENDE.- Que se anuncie bien la iniciativa, señor Presidente.

El señor TUMA.- Sí.

El señor GIRARDI (Presidente).- Le pido al señor Secretario que repita la relación para que les quede clara a todos los señores Senadores y señoras Senadoras.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En la tabla de Fácil Despacho que Sus Señorías tienen a la vista figura el proyecto que extiende los plazos de los servicios de radiodifusión comunitaria para adecuarlos a la normativa en materia de concesiones, con urgencia calificada de “suma”.



El objetivo de la iniciativa es, justamente, efectuar la adecuación normativa a la ley N° 20.433, que creó los Servicios Comunitarios y Ciudadanos de Libre Recepción.



La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones la discutió en general y en particular por tener artículo único y la aprobó por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadores señores Kuschel, Novoa y Prokurica, en los mismos términos en que la despachó la Cámara de Diputados.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (27 votos a favor) y, por no haberse presentado indicaciones, queda aprobado también en particular y despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte y Walker (don Ignacio).

MODIFICACIÓN DE REGLAMENTO DEL SENADO EN MATERIA DE APERTURA DE SESIÓN

El señor GIRARDI (Presidente).- A continuación, en conformidad a los acuerdos de Comités,

Corresponde analizar también en Fácil Despacho el proyecto de acuerdo, iniciado en moción de los Senadores señoras Alvear y Allende y señores Letelier, Cantero y el ex Senador señor Chadwick, que modifica el Reglamento del Senado en materia de apertura de la sesión.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1277-09) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 38ª, en 3 de agosto de 2010.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (verbal): sesión 89ª, en 11 de enero de 2012.

El señor GIRARDI (Presidente).- Hago presente a los señores Senadores que los Comités autorizaron que, respecto de esta iniciativa, el informe pudiera ser verbal.



En discusión.



Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, se trata de una modificación reglamentaria muy simple, aprobada esta mañana por unanimidad en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, cuya finalidad es realizar una enmienda en el artículo 57 del Reglamento del Senado con el objeto de que el Presidente de la Corporación pueda abrir la sesión después de pronunciar la frase “En el nombre de Dios y de la Patria,...”. Actualmente, solo dice “En el nombre de Dios,...”. 



Este cambio es consonante con lo que dispone el artículo 94 del Reglamento de la Cámara de Diputados.



Además, de acuerdo al artículo 4° de nuestra normativa reglamentaria, antes de asumir el cargo de Senador de  la República, se consulta a cada uno de nosotros con arreglo a la siguiente fórmula: “¿Juráis o prometéis (...)?”, a la cual debimos responder  “Sí, juro”, después de lo cual el Presidente agrega: “Si así lo hiciereis, Dios os ayude, y si no, Él y la Patria os hagan cargo”, o “Sí, prometo”, en cuyo caso quien preside añade: “Si así lo hiciereis la Patria os lo agradezca y si no que ella os lo demande”.



En consecuencia, ahora el artículo 57 obligaría a abrir la sesión según la fórmula “En el nombre de Dios y de la Patria,...”, lo que concuerda -reitero- con lo establecido por el artículo 4° del Reglamento en relación con el juramento que cada Senador debe prestar al asumir su responsabilidad.



Es todo, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, la Honorable señora Alvear ha explicado la modificación con mucha claridad.



Presentamos esta moción porque nos pareció que debíamos ser concordantes con la disposición reglamentaria de la Cámara de Diputados, que ordena abrir la sesión “En nombre de Dios y de la Patria,...”, y porque consideramos que el mencionarla no solo es coherente con lo que se demanda al Senador entrante cuando se le toma el juramento o promesa de rigor, sino también por tratarse de una expresión que alude tanto al territorio del cual somos parte como a nuestros vínculos afectivos, a nuestra cultura y a todo lo que nos une.





Recordemos que desde hace más de cien años, con la Constitución de 1925, se produjo la separación del Estado y la Iglesia. Pero, más allá de eso, estimo que la modificación se aviene con la norma reglamentaria de la Cámara de Diputados y con el juramento o promesa que debemos efectuar al tomar posesión de nuestros cargos. Además, constituye un símbolo de respeto a la diversidad que el Senado ha de reconocer. 



El término “patria” nos incorpora a todos, porque incluye al territorio, así como los lazos afectivos, culturales, tradicionales, etcétera.



Por consiguiente, de aquí en adelante -espero que el proyecto se apruebe en forma unánime-, el Senado, cada vez que abra sus sesiones, deberá hacerlo conforme a la expresión  “En el nombre de Dios y de la Patria,...”.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (30 votos a favor, una abstención y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Escalona, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio). 



Se abstuvo el señor Rossi.



No votó, por estar pareado, el señor Espina.

MODIFICACIÓN DE PLAZOS PARA DECLARACIÓN DE MUERTE PRESUNTA Y ESTABLECIMIENTO DE COMPROBACIÓN JUDICIAL DE MUERTE

El señor GIRARDI (Presidente).- Asimismo, en conformidad a lo acordado, corresponde considerar a continuación el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica plazos sobre muerte presunta y establece normas de comprobación judicial de muerte, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7973-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 63ª, en 18 de octubre de 2011.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 88ª, en 11 de enero de 2012.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los objetivos de la iniciativa son tres:


-Permitir la inscripción de una defunción en virtud de una resolución judicial en los casos que la ley lo determine;



-Reducir los plazos que establece el Código Civil para la declaración de muerte presunta de personas cuyos cuerpos no hayan sido encontrados como consecuencia de la pérdida de una nave o aeronave, de un sismo o de una catástrofe; e



-Incorporar en el Código Civil la figura jurídica de la comprobación judicial de la muerte.



La Comisión discutió el proyecto en general y en particular en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, y le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Alvear y señores Hernán Larraín, Orpis y Patricio Walker.



En cuanto a la discusión particular, realizó diversas enmiendas, todas las cuales aprobó por unanimidad.



Cabe tener presente que el artículo 95, contenido en la letra b) del artículo 2° del proyecto, tiene carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación el voto favorable de 20 señores Senadores.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que consigna, en la tercera columna, las modificaciones propuestas por la Comisión; en la cuarta, el texto del proyecto de ley como quedaría, y en la última, la redacción tentativa de los cuerpos legales modificados por las enmiendas que se introducen.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión.



El acuerdo es ofrecer la palabra por 3 minutos a cada Comité.



Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente,  este proyecto de ley tiene origen en un mensaje, y en sus fundamentos están presentes los hechos lamentables que ocurrieron en septiembre de 2011, con ocasión del trágico accidente en el archipiélago Juan Fernández y el fallecimiento de personas que volaban hacia dicho lugar, cuyos cuerpos, en algunos casos, no han sido encontrados, desgraciadamente, hasta el día de hoy.



Frente a este tipo de situaciones, nuestra legislación ha establecido diversas reglas para declarar la muerte presunta de una persona y ha dispuesto plazos que, muchas veces, tratándose de circunstancias en que la muerte es evidente, resultan excesivos, por lo cual se hace necesario acortarlos, de manera que los familiares puedan realizar las acciones civiles que la ley exige con motivo del fallecimiento de algún pariente.



Los objetivos de la iniciativa son permitir la inscripción de una defunción en virtud de una resolución judicial en los casos en que la ley lo determine. En segundo lugar, reducir los plazos que establece el Código Civil y, finalmente, incorporar en este la figura jurídica de la comprobación judicial de la muerte.



Después de escuchar al Ejecutivo y a raíz de una inquietud surgida en la Comisión, se invitó al Instituto Nacional de Derechos Humanos y a abogados especialistas en el tema para que, en caso de ser aprobada la normativa -así ocurrió-, no quedase duda de que los plazos y la prescripción se aplican solo para efectos civiles y no penales.



Por ende, junto con los invitados, se redactó una norma especial para dejar expresamente consignado y fuera de toda interpretación por algún juez en  cuanto a que esta comprobación solo tiene consecuencias civiles y no afecta de manera alguna la situación -digámoslo tal cual es- de los detenidos desaparecidos durante la dictadura militar en el país.



Por ello, la Comisión agregó un artículo 3º al proyecto con el objeto de precisar que la comprobación judicial de la muerte consagrada en el artículo 2º de la iniciativa no tendrá efecto alguno “en los casos regulados por la ley Nº 20.377, sobre Declaración de Ausencia por Desaparición Forzada de Personas.”.



Vale decir, agregamos el nuevo artículo con la finalidad de dejar completamente excluidos los casos de detenidos desaparecidos, haciendo especial mención de ello.



En estos términos, señor Presidente, queda completamente claro el asunto. Y, junto con otros Senadores a los cuales nos surgió la inquietud, la dejamos completamente superada. Incluso, contamos con la presencia del Instituto de Derechos Humanos para que quedase clarísima la situación. 



Entonces, se acortarán de 6 a 3 meses los plazos para la declaración de la presunción de muerte, en el caso de tragedias como la que ocurrió en Juan Fernández. Y en cuanto a situaciones tan dramáticas como el maremoto y el terremoto del 27 de febrero, el plazo también se reducirá de un año a 6 meses, con el objeto de que quienes hayan sufrido esa desgracia o sus familiares cuenten con un plazo más corto para iniciar los trámites civiles.



Este es el proyecto aprobado por unanimidad en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (28 votos favorables); y, por no haberse presentado indicaciones, queda aprobado también en particular, dejándose constancia de que se cumplió el quórum constitucional requerido y quedando despachado en este trámite.


Votaron las señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte y Walker (don Ignacio).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Justicia.

El señor RIBERA (Ministro de Justicia).- Señor Presidente, quiero agradecer al Senado por la aprobación de esta iniciativa y a la Comisión por su pronto despacho.



Como señaló la Presidenta de dicho órgano, se trata de una modificación de carácter estructural al Código Civil, la cual, si bien fue motivada por lo sucedido en Juan Fernández, tiene dos elementos esenciales: uno referido a la reducción de los plazos para la declaración de muerte presunta, y otro relativo a establecer un nuevo procedimiento de comprobación judicial de la muerte cuando, por las circunstancias de una tragedia, no pueda sino presumirse que la persona no ha sobrevivido.



Agradezco nuevamente, esperando que este proyecto quede definitivamente convertido en ley.

REPROGRAMACIÓN DE CRÉDITOS UNIVERSITARIOS

El señor GIRARDI (Presidente).- En la tabla de Fácil Despacho, corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre reprogramación de créditos universitarios, con informes de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7874-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 45ª, en 17 de agosto de 2011.


Informes de Comisión:


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 89ª, en 11 de enero de 2012.


Hacienda: sesión 89ª, en 11 de enero de 2012.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es permitir la reprogramación de las deudas morosas del crédito solidario como una medida adecuada para facilitar el pago y mejorar los índices de recuperación, de manera de simplificar el acceso de las nuevas generaciones a la educación superior.



La Comisión de Educación discutió este proyecto solo en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Navarro, Quintana y Walker (don Ignacio).



Por su parte, la de Hacienda también lo discutió solo en general, prestando su aprobación a la idea de legislar con los votos de los Senadores señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.



Sus Señorías tienen a disposición un boletín comparado en que se transcribe el texto aprobado en general.



Hago presente que, de conformidad con el acuerdo de los Comités, cada uno de ellos puede nombrar a un Senador para que haga uso de la palabra por 3 minutos.

El señor GIRARDI (Presidente).- En la discusión general, tiene la palabra el Senador señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, como señaló el señor Secretario, esta iniciativa fue aprobada en general por la Comisión de Educación. 



En el día de ayer se calificó su urgencia de “discusión inmediata”, razón por la cual la Comisión de Hacienda debía analizarlo esta mañana en general y en particular.



Como estaba presente el señor Subsecretario, se le solicitó que retirara la urgencia, a fin de que pudiéramos aprobar la idea de legislar y fijar plazo para presentar indicaciones hasta el lunes próximo, de manera que el día martes sesionaran las Comisiones de Hacienda y de Educación para la aprobación en particular.



Seguramente entonces el Ejecutivo va a reponer la urgencia.



En la Comisión aprobamos en general la iniciativa por 4 votos favorables, y solicitamos a la Sala hacer lo mismo, fijando plazo para formular indicaciones hasta el lunes a mediodía, de manera que el martes en la mañana se cite a las Comisiones de Hacienda y de Educación para que la Sala lo pudiese tratar el mismo día en la tarde.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, deseo entregar un muy breve informe del proyecto. Pero antes debo decir que me parece que los criterios planteados por el Senador Frei y la Comisión de Hacienda nos permiten avanzar con celeridad para despachar en particular la iniciativa la próxima semana.



Me referiré brevemente al informe, sin perjuicio de que después emita algunas opiniones personales.



En primer término, los objetivos del proyecto son: permitir la reprogramación de las deudas morosas del crédito solidario, como una medida adecuada para facilitar el pago y mejorar los índices de recuperación, propiciando el acceso de las nuevas generaciones a la educación superior. Además, la iniciativa propone perfeccionar las herramientas de administración del Fondo Solidario, con miras a mejorar la gestión de los recursos públicos y a flexibilizar las modalidades de pago de los deudores.



El proyecto consta de tres artículos permanentes, cada uno de los cuales contiene diversas disposiciones, y un artículo transitorio.



El ARTÍCULO PRIMERO contiene la nueva Ley de Reprogramación de Créditos Universitarios, que establece las condiciones y los beneficios a los cuales podrán acogerse los deudores de los Fondos Solidarios de Crédito Universitario, crédito universitario y crédito fiscal universitario, establecidos en las leyes Nos 19.287 y 18.591, y en el decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, respectivamente, que se encontraren en mora al 30 de junio de 2011 y que no se hubieren acogido a ninguna reprogramación anterior.



Subrayo ese punto porque probablemente será objeto de indicaciones, según me plantearon algunos señores Senadores.



El ARTÍCULO SEGUNDO enmienda la ley N° 19.287, que a su vez modifica la ley N° 18.591, y establece normas sobre Fondos Solidarios de Crédito Universitario.



Finalmente, el ARTÍCULO TERCERO reforma el artículo 71 bis de la ley N° 18.591, el cual señala que el Fondo Solidario de Crédito universitario de cada institución de educación superior estará constituido por los siguientes componentes: 



“a) Los recursos que anualmente consulte la Ley de Presupuestos para estos efectos; 



“b) Los aportes voluntarios que efectúen los profesionales y ex-alumnos provenientes de la institución respectiva, y 



“c) Otras donaciones.”.



Además, precisa que los recursos provenientes de la Ley de Presupuestos “serán distribuidos entre los distintos fondos considerando la composición socioeconómica del alumnado de la institución y la proporción de estudiantes del país pertenecientes al grupo de menores ingresos que atiende. La distribución se hará mediante decreto del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda.


“Los aportes voluntarios y las donaciones referidos en las letras b) y c) precedentes, estarán liberados del trámite de insinuación y quedarán exentos del impuesto que grava las herencias y donaciones.”.



La enmienda que propone el ARTÍCULO TERCERO establece lo siguiente: “Sin perjuicio de lo anterior, se considerará en dicha distribución un aporte a cada institución, calculado sobre la base del volumen total de créditos a recuperar, los montos efectivamente recuperados y la variación anual de los mismos. Este aporte no podrá exceder para cada institución del 5% del total de los recursos recuperados por la misma durante el año anterior.”.



Es todo cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, yo respaldo en general el proyecto. 



Sin embargo, aborda de manera parcial el problema. El Ejecutivo debiese considerar otras alternativas, especialmente ahora que hay un nuevo Ministro de Educación. Le señalamos este punto de vista a su antecesor, al señor Felipe Bulnes, pero no nos escuchó.



La mayor y mejor experiencia con relación a iniciativas de reprogramación de deudas fue la tramitada durante el Gobierno del Presidente Patricio Aylwin, la que posibilitó que prácticamente dos tercios de las personas endeudadas resolvieran su situación.



Ese proyecto se hizo sobre la base de una reprogramación mucho más profunda, estructural. Se llevó a cabo la consolidación de las deudas a un número de años (hasta 8), con una cuota mensual, por supuesto dividida en bimensualidades, de acuerdo con el caso, la que no iba más allá del 5 por ciento de los ingresos de cada persona. Además, se eliminaba el grupo de menores ingresos. Es decir, se trataba de un conjunto de disposiciones que sí eran generosas y que posibilitaban que la gente concurriera a la repactación.



Dicho de otra manera, creo que no es posible un proyecto exitoso en esta materia sino sobre la base de una generosidad.



El Estado, si aspira a recuperar una cantidad significativa de dinero, debe abrirse a alternativas y soluciones efectivas y profundas. De lo contrario, la iniciativa no va a cumplir sus propósitos: recuperar recursos para el Fisco y, al mismo tiempo, generar una solución de fondo para las familias y personas endeudadas.



En la Comisión de Educación -no formo parte de ella, pero concurrí a las sesiones en su oportunidad-, nosotros le expresamos estos puntos de vista a don Felipe Bulnes. Lamento que él hiciera caso omiso de las ideas que le presentamos. Pero no pierdo la esperanza de que el nuevo Ministro, don Harald Beyer, sí las escuche. Están todos los materiales y antecedentes a su disposición. Él, además, es una persona con una larga trayectoria en el estudio de los asuntos educacionales.



En consecuencia, espero que la aprobación de la idea de legislar sirva para introducir en la discusión en particular eficaces cambios a la iniciativa que nos propone el Ejecutivo.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, participé en el estudio de este proyecto en la Comisión de Educación. 



Todos sabemos, dado el debate que hubo durante el año pasado y principios de este, que una de las problemáticas planteadas con mayor fuerza fue el sobreendeudamiento de las familias chilenas para pagar la educación superior de sus hijos.



La materia que nos ocupa se inserta dentro de una gran cantidad de iniciativas presentadas por el Ejecutivo, tendientes no solo a mejorar la fiscalización, sino también la transparencia del sistema de educación superior. Además, el Ministro nos señaló ayer que luego se enviarán proyectos destinados a perfeccionar la calidad de ella.



Uno de los objetivos importantes es aliviar el sobreendeudamiento de las familias chilenas que han estado pagando la educación superior de sus hijos con la ayuda del Estado, pero que necesitan aún más de nuestro apoyo.



Actualmente, el Fondo Solidario entrega crédito a los estudiantes de las 25 universidades del Consejo de Rectores. De ellos, hoy existen alrededor de 110 mil deudores morosos. Estas personas esperan que les ayudemos a salir del círculo vicioso en el que se encuentran.



Una de las principales causas de esta morosidad son los altos intereses penales asociados al incumplimiento en el pago de las cuotas estipuladas, las que, al acumularse, incrementan sustancialmente la deuda, por lo que se torna aún más difícil el pago para el deudor.



Conversamos este punto en la Comisión de Educación. Se trata de personas que están trabajando y que luego pierden el empleo, razón por la cual no pueden pagar su crédito, caen en DICOM y se convierten en deudores morosos. Por esa causa, finalmente, no encuentran otra fuente laboral. De ese modo, entran en un círculo vicioso que consideramos sumamente importante romper.



En tal sentido, el proyecto de ley busca permitir la reprogramación de las deudas morosas del Crédito Solidario, como una medida para facilitar el pago y mejorar -esto es muy relevante- los índices de recuperación del Fondo Solidario (hoy día solo llegamos a un 38 por ciento anual). Con esto último, estaremos facilitando el acceso de las nuevas generaciones a la educación superior.



Estimamos esencial aprobar la iniciativa en debate, adicionalmente porque perfecciona, en el largo plazo, las herramientas de administración del Fondo Solidario, con miras a mejorar la gestión de los recursos y a flexibilizar las modalidades de pago de los deudores.



Invito a las señoras y los señores Senadores a aprobar la idea de legislar, porque los deudores morosos están esperando una solución, al igual que los rectores y las universidades.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (27 votos a favor) y se fija como plazo para presentar indicaciones el lunes 16 de enero, a las 12.



Votaron las señoras Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma y Uriarte.

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminado el Fácil Despacho.

VI. ORDEN DEL DÍA

AUMENTO DE SANCIONES PARA MANEJO EN ESTADO DE EBRIEDAD Y BAJO LA INFLUENCIA DEL ALCOHOL O DE SUSTANCIAS ESTUPEFACIENTES O SICOTRÓPICAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.290, para aumentar las sanciones por manejo en estado de ebriedad, bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas y bajo la influencia del alcohol, con segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7652-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 51ª, en 7 de septiembre de 2011.


Informes de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 61ª, en 11 de octubre de 2011.


Transportes y Telecomunicaciones (segundo): sesión 87ª, en 10 de enero de 2012.


Discusión:



Sesión 62ª, en 12 de octubre de 2011 (se aprueba en general)
El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión particular.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, es un hecho público y notorio en nuestro país que los accidentes de tránsito constituyen una verdadera plaga en el día a día.



Las cifras resultan elocuentes. Tales accidentes son la segunda causa de muerte de jóvenes en Chile. En el 30 a 50 por ciento de los casos con víctimas fatales, las personas manejaban bajo la influencia del alcohol o de estupefacientes.



Los efectos del alcohol sobre la capacidad de conducción son negados por muchas personas. Algunos, incluso, invocan la cultura popular y plantean que cuando se toman unos tragos manejan mejor. Pero el Servicio Médico Legal y las organizaciones científicas citadas a la Comisión de Transportes del Senado nos señalaron otra cosa: “Los efectos del alcohol sobre el organismo humano se conocen bien. El alcohol produce una depresión no selectiva del sistema nervioso central, deteriorando la función psicomotora, la percepción sensorial (vista y oído), modifica el comportamiento de la persona, etc. En general, los efectos del alcohol son directamente proporcionales a su concentración en la sangre”.



Por lo tanto, no es verdad que tomarse un pisco sour o una cerveza no perjudica la capacidad de conducir un vehículo. 



Se dice que los efectos del alcohol varían de acuerdo a las personas. Es cierto. Con todo, un litro de cerveza equivale a 0,9 gramos por mil de alcohol en la sangre; medio litro de vino, a 1 gramo -eso es manejo en estado de ebriedad-; medio litro de champaña, a 1,2 gramos; dos vasos de combinado, a 1 gramo. O sea, hay pruebas científicas que demuestran que manejar y beber son acciones que no se compatibilizan.



Con el envío del presente proyecto de ley por parte del Gobierno del Presidente Piñera, que recoge el contenido de una moción de los Senadores señores Cantero y Gómez, no se pretende que seamos puristas ni que la gente no consuma alcohol. Lo que se persigue es algo muy simple: que quien beba no maneje y que quien maneje no beba. ¡Así de simple! Aquí nadie se está transformando en monje o talibán que no quiere que la gente consuma alcohol. Esa es otra discusión.



Señor Presidente, si uno analiza las medidas adoptadas sobre la materia por otros países del mundo -especialmente nuestros referentes en la OCDE: España y otras naciones europeas-, se percata de que ellas se orientan precisamente a bajar los niveles permitidos de alcohol en la sangre para poder conducir un vehículo.



Y eso hace el proyecto de ley que nos ocupa.



En nuestra legislación, en una situación que estimo curiosa, existen dos figuras penales: manejo bajo la influencia del alcohol, cuando se registra entre 1 y 0,5 gramos de alcohol por litro de sangre, y manejo en estado de ebriedad -aquí corresponde una sanción más grave-, cuando se comprueba sobre 1 gramo.



La iniciativa rebaja tales índices: manejo en estado de ebriedad, de 1 a 0,8 gramos por mil, y manejo bajo la influencia del alcohol, de 0,5 a 0,3. Hace unos días un señor Senador me preguntó por qué se disminuye a 0,3 y no a 0,0. Se debe a que el consumo de cualquier fruta o producto que contenga azúcar puede dar falso positivo. Por tanto, con un 0,3 -y esto lo confirmó el Servicio Médico Legal- se busca evitar dicho resultado.



Otro aspecto relevante del proyecto guarda relación con el control de las personas procesadas por participar en un accidente ocasionado por manejo en estado de ebriedad. Lo que se plantea -los Senadores señores Gómez y Cantero lo propusieron en su moción, que el Gobierno recogió- es que los imputados no puedan conducir hasta el término del juicio. 



Hoy día la opinión pública reclama. A quien genera un accidente de tránsito -incluso con resultado de muerte, con una víctima-  se le da un permiso provisorio, mientras dura el proceso. Ante ello, la gente protesta: “¡Cómo esa persona está manejando si causó tal daño!”. 



En el proyecto en estudio no hay sanciones penales. Todas las indicaciones referidas a ellas se sacaron, como asimismo el procedimiento judicial que se proponía, a fin de que tales materias se analicen en una modificación legal posterior, que se examinará en la Comisión de Constitución.



La iniciativa implica ponerse a tono con la realidad que está viviendo el país y el resto del mundo. 



Felicito a sus autores: al Gobierno y a los parlamentarios que presentaron mociones en esta línea. 



En todo caso, el señor Ministro de Transportes, quien nos ha acompañado en las distintas etapas de la tramitación, ha planteado que esto tiene tres “patas”.



Implica un control más severo. 



Hoy día, cuando Carabineros controla el consumo de alcohol o drogas, debe llevar al hospital al conductor que presume bajo la influencia del alcohol o en estado de ebriedad. En ese momento, se termina ese punto de fiscalización. Ahora se está implementando, por lo menos en las ciudades más grandes, un programa para realizar el examen in situ: se sacarán las muestras de sangre en una ambulancia equipada para el efecto.



Además, se contempla una campaña de prevención del consumo de alcohol y drogas al manejar un vehículo. Es indispensable incorporar tal aspecto. 



La Senadora señora Lily Pérez formuló una indicación sobre la materia, que luego retiró. Entiendo que presentará un proyecto en ese sentido. Pienso que ello apunta en la línea correcta, pues es importante impulsar en los colegios, en las universidades y en todas las áreas, un plan para corregir el rumbo que hoy se evidencia en nuestro país.



Vuelvo a repetir: la segunda causa de muerte de los jóvenes en Chile son los accidentes de tránsito. No hay una razón mayor que esta para sancionar, para exigir, para establecer nuevas normas.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, tiendo a compartir -¡me voy a empezar a preocupar...!- la intervención del Senador señor Prokurica. Porque este proyecto, que a mi juicio es fundamental desde el punto de vista de la salud de las personas, no busca meterse en la vida privada ni violentar la autonomía o el ejercicio de la voluntad de cada chileno o chilena. En efecto, no estamos planteando que el Estado prohíba el consumo de alcohol.



Esto es bien parecido a lo que pasa con el control de las armas. Resulta evidente que un vehículo puede transformarse en un arma con tremendas consecuencias para terceros si es manejado por alguien que ha bebido. El Honorable colega Prokurica ya enumeró los efectos que provoca el alcohol en las personas, y particularmente en un conductor. Hay estudios que demuestran que es decenas de veces mayor la posibilidad de sufrir un accidente de tránsito si se consume alcohol. Las cifras están ahí. Prácticamente la mitad de los accidentes de tránsito con resultado de muerte tienen como causa la ingesta de alcohol, ya sea por parte del chofer o muchas veces del peatón, quien asume conductas imprudentes.



Está claro que la primera causa de muerte en Chile en menores de 35 años es el trauma. Y dentro de este, los accidentes automovilísticos ocupan un lugar tremendamente relevante. Y una vez más el alcohol aparece en todas las estadísticas como un factor gatillante, determinante.



Por ende, resulta fundamental avanzar en la línea que se plantea.



Insisto: esta iniciativa no tiene como objetivo disminuir el consumo de alcohol, especialmente en menores. Hay otro proyecto que busca aquello. La finalidad del que ahora nos ocupa es que la gente no beba cuando conduzca. 



Como nos encontramos en la discusión particular, quiero formular algunas observaciones, muy breves.



Comparto el aumento de la penalidad. Creo que ello es importante.



Hemos visto que las sanciones para una persona que, conduciendo en estado de ebriedad, provocaba un accidente con resultado de muerte eran sencillamente irrisorias. La pena generaba al final una sensación de impunidad en la ciudadanía.



Un caso que se aborda en el proyecto tiene que ver justamente con las licencias transitorias otorgadas durante el proceso, que producían más aún aquella sensación. Por lo demás, este tipo de sanción no ejerce el efecto inhibitorio de determinada conducta que se busca a través de una pena. Lo que se persigue con una sanción es que, ojalá, la persona no incurra en esa acción, en parte por temor a ser castigada. Si la penalidad es tan leve como la que rige en la actualidad, evidentemente a la gente no le hace mucho sentido modificar su conducta, con todas las consecuencias que ello implica.



Sin embargo, considero que tenemos que revisar un tema que dice relación con la modificación al artículo 88. Respecto del actual artículo 87, se había eliminado la prohibición a los conductores para admitir individuos ebrios. Ello me parece bien, porque si lo que se busca es que quien ha bebido no regrese a su casa manejando su vehículo, sino que tome locomoción colectiva, obviamente se le debe permitir subir.



Pero el texto final del artículo 88 quedaría así: “Este último -se refiere al conductor- tendrá la facultad de no admitir a personas que puedan causar problemas o desórdenes al interior del vehículo o que se encuentren en manifiesto estado de ebriedad”. No es copulativo.

El señor PROKURICA.- No.

El señor ROSSI.- Esto resulta contradictorio. Porque una persona en estado de ebriedad que esté provocando problemas evidentemente tendrá que ser bajada. Sin embargo, en el texto no dice “y”, sino “o”. Por lo tanto, basta que “se encuentre en manifiesto estado de ebriedad”. Lo que yo deseo, a lo que aspiro, es a que esa persona se suba a ese taxibus, taxi colectivo o taxi básico para evitar que conduzca su vehículo.



Por eso es contradictorio este aspecto...

El señor GIRARDI (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.

El señor ROSSI.- ¿Me concede un minuto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Puede terminar, Su Señoría.

El señor ROSSI.- Decía que es contradictorio este aspecto con lo que se hizo, muy bien me parece, en el artículo 87, en orden a poder admitir individuos ebrios. Pienso que hay que introducir una modificación en el artículo 88 propuesto y colocar una “y” copulativa. Entiendo que el Senador Prokurica quiere hacer un comentario. No tengo ningún inconveniente. Pero la cosa es muy clara. La “o” significa que basta -el Senador Espina, que sabe mucho de Derecho, me mira y seguramente debe de estar de acuerdo- que una persona se encuentre en estado de ebriedad para que un conductor pueda bajarla o no admitirla en un taxibus, por ejemplo.



Gracias, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, a mi juicio, lo que está en discusión no es si conducir bajo la influencia del alcohol es bueno o es malo, no es si deben aumentarse sanciones frente a ciertas prácticas.



Sin duda, puedo relatar lo que les pasó al padre y al cuñado de un concejal de Pumanque, quienes murieron por causa de un conductor que hoy, a menos de un mes de dichas muertes, se encuentra manejando antes de que termine el juicio. Creo que hay que revisar esas normas. Eso no está en discusión.



La dificultad que tengo con este proyecto es la siguiente.



Actualmente, entre el 30 y el 50 por ciento de los accidentes se produce cuando las personas se hallan bajo la influencia del alcohol. Y con la modificación propuesta esa cifra aumentará a 70, 80 por ciento. Porque hay quienes creen, erróneamente a mi parecer, que con una iniciativa como esta se cambian conductas. Esa es la premisa básica.



Y yo pienso, disculpen -sé que quizás voy a ser el Llanero Solitario en este tema-, que el no prohibir la publicidad del alcohol, que el no establecer que el deporte no puede ser patrocinado por aquel, que el no ser consistente con una política nacional para reducir el consumo de alcohol y estupefacientes transforma esto en una campaña propagandística poco eficaz, poco práctica, es un engaño.



Aquí se van a terminar bajando los niveles para considerar si uno está curado o se encuentra bajo la influencia del alcohol. Y va a aumentar la cantidad de personas que estarán conduciendo en esas condiciones si esta medida no va aparejada de una política nacional para reducir el consumo de alcohol.



Esto de decir: “Queremos que la gente no maneje si toma”. ¡Llevamos 30 o 50 años en esa campaña! Hasta las compañías de cerveza instalan tremendos letreros en la carretera: “Pase las llaves”. Pero, a la vez, son las mismas que publicitan en la televisión que uno es más masculino, más entretenido, más atractivo, más viril si toma. Si uno bebe cerveza Cristal u otra, va a tener amigas muy bonitas que lo van a acompañar en la playa y en otros lugares.

El señor LAGOS.- ¡Uno cree que son bonitas...!

El señor LETELIER.- Me parece que este es un típico proyecto reactivo. Porque, frente a accidentes que son dramáticos y atroces, se piensa que simplemente aumentando penas o bajando los niveles para considerar que uno se encuentra bajo la influencia del alcohol o en estado de ebriedad vamos a cambiar un problema social de envergadura.



No está en discusión que nos duele que esta sea una de las principales causas de muerte en el país, y, sin duda, la más importante entre los jóvenes. Estamos todos de acuerdo en eso. Ese no es el tema de debate. Este radica en si la iniciativa es eficaz.



Yo no tengo problemas con aumentar las penas. Pero -y disculpen, no quiero ofender a nadie con el concepto que voy a usar- considero un poquito hipócrita estar bajando los niveles para determinar el consumo -es decir, una persona que se toma un vaso de vino puede ser condenada a las penas del infierno-, mientras simultáneamente no contamos con políticas consistentes para reducir la ingesta de alcohol.



Ese es el problema que yo tengo con este proyecto.



Yo soy partidario de que contemos con una política nacional para disminuir el consumo de alcohol. Creo que en Chile en general se toma mucho más de lo que se debe. Me parece que la industria es uno de nuestros tremendos contradictores en esta materia.



Pero siento que este proyecto encierra una contradicción tremenda.



No se hace nada para reducir la publicidad. Yo recuerdo cuando vimos el asunto relativo a la publicidad de alcohol en el deporte, cómo algunos rasgaron vestiduras y dijeron que los deportes profesionales, o los equipos de futbol, se iban a quedar sin financiamiento. 



Señor Presidente, si fuese Comité pediría segunda discusión. Me gustaría que hiciéramos una reflexión más profunda. Pero sé que eso no es compartido. 



Sin embargo, quiero dejar constancia de que difiero del camino planteado. Desconozco los datos científicos que demuestran que con la reducción de los niveles propuesta acá habría un cambio de comportamiento. 



En definitiva, considero que a esta iniciativa le falta para poder aprobarla. 



He dicho. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán. 

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, este proyecto de ley, respecto del cual hemos analizado las diversas indicaciones que se presentaron a su articulado, constituye una señal muy potente para reducir y, de ser posible, erradicar definitivamente los múltiples accidentes vehiculares que a diario se producen en nuestro país con motivo de la ingesta de alcohol o por estar bajo la influencia de sustancias psicotrópicas. 



Se trata de un hecho público, por completo indesmentible, en el que lamentablemente muchas de las víctimas de estos accidentes son jóvenes que participaron en eventos recreativos durante los fines de semana, o bien en días en que se celebran diversas fiestas masivas. Si bien el alcohol ingerido en exceso es pernicioso para la salud, no estamos proponiendo la eliminación de su consumo, porque ello sería un atentado contra la libertad de las personas, pero sí consideramos que quien consume bebidas alcohólicas o drogas no puede ni debe conducir vehículos motorizados por ningún motivo. 



En el último tiempo, en especial durante las fiestas de fin de año, se aplicó una política de “tolerancia cero” con las personas que conducían en estado de ebriedad o bajo la influencia del alcohol, lo que permitió una reducción considerable de accidentes vehiculares en comparación con los índices de siniestros similares ocurridos en años anteriores.



En este proyecto, cuyas indicaciones estudiamos acuciosamente para efectos de la penalidad, se han delimitado con claridad las conductas, esto es, si constituyen un delito abstracto, vale decir, que no causa daños o lesiones, o si como consecuencia de dicha conducción se ocasionan daños, lesiones de carácter leve, grave o con resultado de muerte de una persona. 



De igual modo, se ha reducido el umbral que hasta ahora se había establecido para considerar estado de ebriedad: de 1,0 gramos por mil de alcohol en la sangre a 0,8, con lo cual estimamos que ello también contribuirá a disminuir dichas conductas tan temerarias. 



Asimismo, ya no se considerará conducción bajo la influencia del alcohol hacerlo con una dosificación fluctuante entre 0,5 y menos de 1,0 gramos por mil de alcohol en la sangre, sino entre 0,3 y menos de 0,8.



En cuanto a la suspensión de la licencia de conductor, tal medida se aplicará desde la primera audiencia judicial, sin que exista posibilidad de obtener permisos provisorios. Y entre las penas aplicables a estos delitos, atendidas la gravedad de su resultado y la reincidencia, los jueces podrán inhabilitar temporalmente o en forma perpetua para la conducción de vehículos motorizados. 



Me parece importante recalcar que en cuanto a esta política de “tolerancia cero” impulsada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, y en particular también por la Subsecretaria -a quien aprovecho de saludar, por su intermedio, señor Presidente-, se determinó que el límite fuera 0,3 -tal como señaló el Senador señor Prokurica- para evitar los falsos positivos, y, en definitiva, tener fiabilidad y certeza respecto del procedimiento utilizado. Así se acreditó a través de las exposiciones realizadas ante la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones por el Servicio Médico Legal. 



En todo caso, hemos procurado que esta normativa resguarde plenamente los principios de un justo y racional procedimiento, y, asimismo, que no existan discriminaciones de ninguna especie en las penas a aplicar, estableciendo como alternativa los trabajos comunitarios, bajo la supervigilancia de las respectivas municipalidades. 



Todas estas modificaciones, de ser aprobadas, dejarán a nuestro país al mismo nivel de naciones desarrolladas, en las que este tipo de ilícitos se castigan con gran drasticidad, pero que les han permitido disminuir en forma importante las muertes o lesiones graves asociadas a la conducción de vehículos en estado de ebriedad o bajo la influencia del alcohol. 



Por lo anterior, pido a los colegas que presten su aprobación al proyecto, y expreso mi voto favorable, para que se convierta a la mayor brevedad en ley de la República. 



Antes de terminar, quiero felicitar la disposición que ha tenido el Gobierno del Presidente Piñera para enfrentar este problema, y, en ese contexto, aprovecho también de congratular al Ministro de Transportes y a la Subsecretaria por los avances logrados en esta materia, tan largamente ansiados por la comunidad. 



He dicho. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Solicito autorización de la Sala para que el Honorable señor Rossi me reemplace en la testera, pues deseo intervenir en el debate. 



--Pasa a presidir la sesión el Senador señor Rossi, en calidad de Presidente accidental.

El señor ROSSI (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi. 

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, al parecer, algunos de los aquí presentes desean que continúen los accidentes de tránsito.



Sin embargo, me parece muy interesante que esta iniciativa sea del Gobierno y reciba un apoyo transversal, porque hay muchos mitos y leyendas al respecto, que creo sería bueno aclarar. 



En primer lugar, esta política es de salud pública, y se halla en implementación a nivel mundial. Hay una pandemia no solo chilena, sino que afecta a todos los países del planeta en el sentido de que la mayor parte de las muertes y los lesionados por accidentes de tránsito ocurren cuando se conduce bajo la influencia del alcohol. 



Si uno mide alcoholemia, puede que tal vez el porcentaje sea más bajo en tal caso. Pero cuando en las autopsias se sacan muestras de sangre se descubre la presencia de alcohol en 80 por ciento de los atropellados. Y el porcentaje de lesionados atribuibles al alcohol también es altísimo. 



¿De qué estamos hablando? De que cada año hay entre mil 600 y 2 mil muertes y 50 mil lesionados. 



¿Qué han demostrado todos los estudios? Que cuando se toman medidas legales como esta, que responden a una política universal promovida por la Organización Mundial de la Salud -algunos quieren mostrar, de nuevo, igual como ocurrió con el tabaco, que no es así-, compartida por la globalidad de los países que tienen una larga experiencia en la materia y validada en toda Europa -hace poco tiempo Brasil también implementó una disposición semejante-, finalmente también sirven para educar. 



Estoy seguro de que desde el momento en que se implemente esta norma de tolerancia cero, y que además se imparta -como planteamos nosotros en el proyecto- educación en los colegios y cada carabinero cuente con un aparato de alcotest -apuesto que a nadie de los presentes le han hecho alguna vez un alcotest, porque prácticamente no existen tales instrumentos, solo hay 200 en todo Chile-, al aumentar la probabilidad de ser sometido a dicho examen en la noche, las personas pensarán dos veces si conducen bajo la influencia del alcohol. 



Eso hoy día no ocurre. Basta ver lo que sucede en cualquier reunión social en la que uno participa, para darse cuenta de que muchas personas consumen más de lo permitido y de lo que ahora, bajo esta nueva legislación, arrojará un resultado positivo.



Lo propuesto tiene que ver con la seguridad de los conductores, de su propia familia, de sus propios hijos y de terceros. Por eso hay que generar conciencia. No existe problema alguno con beber alcohol. Sin embargo, a diferencia de lo que acontece con el tabaco, que cualquier dosis provoca daño, con el alcohol no es así, el perjuicio depende de la cantidad ingerida.



El problema es el siguiente. Las personas pueden sentirse aparentemente bien para conversar, socializar, caminar, pero, desde el punto de vista neurológico, sus capacidades de reacción, de alerta, de respuesta medular, medidas en estudios fidedignos, aparecen absolutamente enlentecidas y disminuidas. Por lo tanto, frente a un evento fortuito, como siempre ocurre en los accidentes, las reacciones se hallan disminuidas y la gente no lo nota. 



Eso es cierto. Con dos vasos de vino, a lo mejor, uno se siente en perfectas condiciones para relacionarse socialmente. No obstante, el problema es que la capacidad de reacción se halla por completo enlentecida. Y lo mismo pasa con el consumo de droga. 



Por lo tanto, el proyecto en análisis apunta a una materia esencial. Y uno espera que este Parlamento ponga las cosas en su lugar y priorice lo importante. Aquí, a nadie se le prohíbe tomar alcohol. Lo único que se señala es que el que va a conducir sea responsable con su propia vida y la de los demás. 



Además, las penas no se incrementan tanto. Solo se aumenta la sanción del retiro de la licencia de conducir, para que haya un desincentivo real. 



Pero la manera de educar es que la persona tenga la certeza de que hay alta probabilidad de que deba pasar por una prueba de alcotest. Estamos seguros de que eso va a constituir un desincentivo real.



Ahora, estas políticas son globales. Y se ha demostrado que cuando se implementan y se fiscaliza efectivamente -el Ministerio de Transportes y el del Interior se comprometieron a dotar a Carabineros de la facultad respectiva- los muertos en accidentes de tránsito disminuyen en 20 por ciento, y los lesionados, en igual porcentaje.



Los resultados son evidentes. Podría evitarse que todos los años perecieran cerca de 400 personas -la mayoría, jóvenes- y que quedaran lesionadas alrededor de 10 mil, muchas de ellas con secuelas de por vida y con costos altísimos para el país.



Entonces, ¡cómo no va a ser posible que el Congreso apruebe unánimemente, tal cual lo hizo la Comisión de Transportes, un proyecto de esta importancia! 



A nadie se le está diciendo “No tome”. Lo único que se hace es apelar a una mínima responsabilidad ciudadana consigo mismo, con la familia y con el prójimo.



Por eso nos parece tan relevante que la iniciativa en debate se apruebe y que ello sea una señal del Parlamento al país.



Se trata, como expresé, de políticas universales.



Yo valoro el trabajo de los Senadores Cantero, Gómez y Chahuán y el de muchos otros parlamentarios, como el Diputado Moreira, quienes han venido impulsando este proyecto. ¿Por qué? Porque apunta a un bien común, compartido, de la sociedad.



La iniciativa de los colegas Cantero y Gómez era mucho más dura. Pero nosotros logramos un consenso con el Ejecutivo para tener una ley luego. Así podremos contribuir a impedir muertes y lesiones evitables. Porque ellas son evitables. Las personas no están condenadas a morir o a lesionarse a causa de accidentes del tránsito dependiendo de si manejan o no bajo la influencia del alcohol.

El señor ROSSI (Presidente accidental).- Perdón señor Senador, pero concluyó su tiempo.



Tiene un nuevo minuto adicional, para redondear la idea.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, finalizo reiterando que las normas propuestas por los colegas mencionados eran mucho más duras. Y nosotros construimos un acuerdo al objeto de aprobar la iniciativa del Ejecutivo, que, aunque según muchos no consigna todo lo que queremos, al menos contiene un mínimo común para avanzar en el desafío que tenemos.



He dicho.

El señor ROSSI (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Ministro de Transportes.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, solo deseo hacer dos comentarios con relación a lo que se ha dicho, y en general, agradecer el apoyo mayoritario a la iniciativa que ocupa al Senado, porque creo que con ella podremos prevenir muertes del todo evitables y que son fruto de la imprudencia y de conductas inadecuadas.



En primer término, respecto a la facultad que se propone otorgar al conductor de un vehículo de locomoción colectiva para hacer bajar de él a personas que se encuentren en estado de ebriedad y no guarden debida compostura, debo manifestar que la Ley de Tránsito hoy día prohíbe transportarlas.



Tal prohibición se elimina. Por lo tanto, a contar de la dictación de la ley en proyecto se permitirá transportar a personas en estado de ebriedad. No obstante, se faculta al conductor para, si incomodan o molestan al resto de los pasajeros, bajarlas del vehículo.



En segundo lugar, comparto muchos de los comentarios del Senador Letelier en el sentido de que lo contemplado en el proyecto no basta para resolver el problema. Pero es un paso muy relevante. 



En la CONASET estamos trabajando en varios ejes más: en el de la educación; en el comunicacional, y, sobre todo, en el de la fiscalización. Porque es cierto que hoy es casi como sacarse la Lotería que a uno le toque un examen de sangre. A nadie le toca.

El señor LAGOS.- Sería al revés.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Claro. La probabilidad es bajísima.



Eso tiene que cambiar. Y las conductas se modifican mediante un proceso de fiscalización lento, continuo, pero insistente.



Este proyecto es fundamental, y creo que por eso contamos con el apoyo de los señores Senadores.



Muchas gracias.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¿Puede abrir la votación, señor Presidente?

El señor PIZARRO.- Todavía no. Estamos discutiendo la iniciativa.

El señor QUINTANA.- Exacto. No ha finalizado el debate.

El señor GIRARDI (Presidente).- No hay acuerdo.



Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, tal vez pueda abrir la votación después de que intervenga el colega Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, si hay algo que no podemos hacer en esta Sala es autoengañarnos con los argumentos que aquí se dan. 



Pensar que porque bajamos la graduación de 1 a 0,8 gramos por mil de alcohol en la sangre los jóvenes no van a consumir más alcohol es una falacia (para decirlo en buen castellano).



Pensar que nuestros jóvenes están pendientes de lo que  aprobemos acá para el fin de semana no salir a carretear si van a manejar (porque cuando carretean igual manejan) es otra falacia.



Pensar que con la ley en proyecto vamos a garantizar -como han dicho algunos Senadores, con un poquito de entusiasmo y con voluntarismo excesivo- que disminuirán porque sí los accidentes me parece fuera de toda realidad.



Plantear que esta iniciativa obedece a una política de salud pública universal, global, es -lo digo francamente- una exageración.



Como expresó un señor Senador -creo que fue el colega  Chahuán-, los accidentes disminuyeron durante las recientes fiestas de fin de año porque en esa línea hubo fiscalización, control, publicidad, prevención y educación.



Sin control y sin fiscalización no avanzamos nada.



¡Por favor, señor Ministro! Esta materia la tratamos ya en el otro debate que tuvimos acá; lo hemos conversado en la Comisión.



Este proyecto no soluciona lo que usted quiere conseguir: bajar las tasas de accidentes.



Se estima que con eso estamos listos.



Tal vez usted pueda justificarlo diciendo que es un apoyo comunicacional. Sí. 



Quizá es una señal en determinada línea. Sí. 



Pero la cuestión de fondo reside en que, si buscamos reducir las tasas de accidentes, debemos encarar derechamente la entrega de licencias de conducir: a quiénes y cómo.



Ese es el problema central, señor Ministro.



Si en países europeos -según se ha señalado acá- hay mayor conciencia a ese respecto es porque allí no se entrega licencia de conducir a cualquier persona. Ella se otorga después de un proceso de profesionalización y de preparación técnica, teórica y práctica. O sea, solo una vez que la persona demuestra, mediante exámenes con estándares altísimos, que está capacitada para conducir y tomar decisiones, antes y en el momento de hacerlo, le entregan el documento pertinente.



En naciones como Bélgica, por ejemplo, la gente va 6, 7, 8 y hasta 10 veces para que le den su licencia.



¿Cuál es la realidad de Chile? Al revés: en algunos municipios se exige demasiado, y en otros -muchos, lamentablemente-, nada. Y la licencia se le otorga a cualquiera.



Entonces, el problema no es el consumo de alcohol.



No lo fue hace algunos días, en la autopista Kennedy, de Santiago, cuando un publicista chocó y se mató debido a que algo ocurrió en la pasada por debajo de un puente. Tal fue la información que se publicó. Pero, en definitiva, el accidente se produjo porque esa persona iba a ¡177 kilómetros por hora! Y un conductor responsable sabe que en una autopista no puede circular a tal velocidad.



Entonces, no tergiversemos los objetivos reales.



Señor Ministro -repito-, si esto es parte de su campaña comunicacional, está bien; se la podemos respaldar. Pero no vengan aquí a vendernos la pomada o a contarnos el cuento de que con esto se va a arreglar el problema de la accidentabilidad o evitaremos que mueran más jóvenes por manejar después de consumir alcohol.



Ese no es el tema de fondo.



La cuestión central -reitero- estriba en cómo encaramos la entrega de licencias de conducir; cómo generamos cultura; cómo educamos; cómo prevenimos; cómo fiscalizamos; cómo controlamos. Y para concretar tales esfuerzos no se requiere ley.



Usted tiene todas las facultades. Y, de hecho, cada vez que se fiscaliza y se hacen campañas disminuyen los accidentes. Pero esto tiene que ser parte de una política permanente.



La verdad es que para enfrentar el asunto más de fondo y bajar la accidentabilidad debemos ir derechamente al estudio, de una vez por todas, de la licencia de conducir con puntaje, estableciendo de modo claro la forma de entregarla y el profesionalismo que han de tener los conductores que aspiren a obtenerla. Además, deberá consignarse que quienes incurran en faltas menos graves, graves o gravísimas irán perdiendo puntaje y, cuando se les acabe la cuenta corriente, lisa y llanamente se quedarán sin licencia.



Por consiguiente, respecto a esta propuesta específica, la sanción vinculada con la suspensión de la licencia es absolutamente transitoria. Y así se reconoció cuando lo planteé durante el debate.



Ya se ingresaron las indicaciones a que hace un año y medio se comprometió el Ejecutivo en cuanto a las licencias de conducir.



Entonces, hay que ponerle “discusión inmediata” al proyecto de ley respectivo, porque él sí apunta al fondo del problema.



Señor Presidente, si vamos a pronunciarnos ahora, quiero pedir votación separada en las modificaciones al artículo 111 de la Ley de Tránsito. Me parece que reducir a 0,3 gramos por mil está fuera de toda lógica. Es una exageración. Y, además, no cumple ningún objetivo. Los propios Senadores han planteado acá que hay que dejar el 0,3 por ¡si de repente se ingiere una manzana que fermenta y da positivo...!



Prefiero que quede el 0,5. Y si se desea dar una señal, que sea haciendo un esfuerzo...

El señor GIRARDI (Presidente).- Perdón, Su Señoría, pero se le acabó el tiempo.

El señor PIZARRO.- Creo, señor Presidente, que hay que esforzarse por generar en el país mayor cultura en materia de conducción. 



Es cierto: la mayoría de los accidentes ocurren por fallas humanas. Y no siempre es por ingesta de alcohol, sino también por descuido. Manejamos mientras hablamos por celular; nos preocupamos de la guagua que va al lado sin protección alguna, en fin. Y esas causas son tan cuantiosas o más que la de los jóvenes que, lamentablemente, chocan luego de consumir alcohol en exceso.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, yo había pensado pedir segunda discusión -no lo voy a hacer, por respeto a algunos miembros de mi bancada que sobre esta materia tienen una opinión diferente de la mía; es el caso del Senador Girardi, quien se declaró partidario de aprobar el proyecto del Gobierno tal como viene-, principalmente porque me hacen mucho sentido ciertos aspectos expuestos por distintos colegas.



El Senador Rossi, por ejemplo, planteó lo que puede ocurrir con el artículo 88: si alguien, consciente de que bebió, acata al pie de la letra la ley en proyecto y entrega la llave, probablemente no va a tener transporte público para irse a su casa.



Y podemos citar muchos casos.



Por ejemplo, el del sacerdote que maneja, quien no podrá celebrar dos misas: para hacerlo deberá contratar a un chofer.



Quien salga a comer deberá tomar CocaCola. Finalmente, ¡esto va a ser promoción para algún refresco gaseoso...!



Me preocupa también que no se aborden otros problemas de gran relevancia. Entre ellos, el de la licencia de conducir (lo señaló el colega Pizarro). Hoy se otorga este documento a cualquiera sin mayor rigurosidad.



Esta mañana la Comisión de Educación se reunió para analizar un proyecto de ley presentado por el Senador Orpis, quien lleva un año intentando que el Gobierno patrocine una indicación que busca precisamente lo que estamos planteando acá: la transversalidad del currículum -no quiero entrar a discutir lo que está pasando hoy en la Unidad de Currículum y Evaluación del Ministerio de Educación porque se trata de otra materia- al objeto de que se incorpore, ojalá en los primeros años del sistema escolar, la prevención del consumo de drogas y de la ingesta de alcohol. Pero no ha habido voluntad para ello.



Entonces, decimos que hay tolerancia cero para algunas cosas y, sin embargo, tenemos manga ancha, tolerancia máxima, para las botillerías, las patentes de alcoholes, la Ley de Alcoholes, donde la prevención no existe, es un chiste.



Por eso, percibo que se debería discutir con mayor profundidad este proyecto. No me convence la afirmación de que responde a una política mundial de salud pública. Ni siquiera desde el punto de vista de las estadísticas sobre accidentabilidad comparto lo que se ha dicho. Porque parte importante de los accidentes de tránsito habidos durante las festividades o en los fines de semana largos se registran en caminos rurales, en vías secundarias, y muchas veces tienen que ver con lo que manifestaba el colega Pizarro: personas que, sin hallarse bajo la influencia del alcohol, carecen de la idoneidad suficiente para conducir y no saben enfrentar los problemas surgidos en la ruta.



Naturalmente, va a haber más pega para los abogados, pues aumentarán las formalizaciones. Numerosas personas desfilarán por los tribunales para su formalización, por lo fácil que será incurrir en los ilícitos pertinentes.



Por último, creo que debe existir menos tolerancia. Está bien. Porque para la comisión del ilícito se considerará un registro de 0,8 gramos por mil. No hay mucha diferencia de ahí a 1 gramo por mil. Estamos hablando de tres combinados; o sea, de más alcohol.



Donde creo que esta iniciativa yerra y se convierte en una medida efectista pero no efectiva es con relación al 0,3, a la falta consistente en la conducción bajo la influencia del alcohol.



Al respecto, no actuemos con eufemismos, seamos claros.



Lo decía recién el Senador Rossi: este proyecto no busca disminuir el consumo de alcohol en los menores.



Porque a veces tenemos la sensación de legislar pensando un poquito en las redes sociales, en la galería, en las imágenes, en ganar un punto de opinión pública. Pero yo creo que el Senado, como han dicho varios colegas, tiene también la misión de analizar estas materias con profundidad.



A mi entender, la iniciativa que nos ocupa no cumplirá nada de aquello. Lo que se busca con ella -lo han sostenido aquí diversos Senadores- es que quien beba no conduzca. Así de sencillo. Y eso hay que tenerlo superclaro.



No traten de pasar gato por liebre, porque no es otro el propósito de este proyecto.



Yo dificulto que con él vayamos a disminuir la cantidad de muertes por accidentes de tránsito.



Esta iniciativa representa el pasado, lo punitivo, lo represivo. En ella no hay la posibilidad de discutir cuestiones de futuro, como los bloqueadores de la puesta en marcha de los vehículos, dispositivos que existen en otras partes del mundo.



Así como en 1985, en el marco de la anterior Ley de Tránsito, se discutía, a propósito de las medidas de seguridad, en torno al cinturón de tres puntas, al apoyacabeza, en fin, considero que hoy deberíamos pensar en una legislación más de futuro que permitiera reducir las tasas de muerte como consecuencia de accidentes de tránsito por ingesta de alcohol.



Hay en el mercado diversos dispositivos de protección. Podríamos plantear que la reincidencia fuera sancionada con la obligación de implementarlos para su utilización en los vehículos antes de manejar.



Esta iniciativa, en mi concepto, no logra el propósito que se fijó; y eso lo comprobaremos en las próximas festividades.



Por lo tanto, no le presto mi apoyo.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, pese a no tener la misma relación de amistad que usted mantiene con el Senador Quintana, yo por lo menos comparto el criterio de Su Señoría respecto a este proyecto de ley y le agradezco por haberme dado la palabra,...

El señor CHAHUÁN.- El apoyo.

El señor LAGOS.- ... el apoyo.

El señor PROKURICA.- ¡Muñoz Barra era bastante más fiel...!

El señor LAGOS.- Quiero decir que a esta iniciativa le están pidiendo algo que no he escuchado del Ministro, ni de ninguno de los que la presentaron, ni de quienes la patrocinaron: que va a solucionar el problema de los accidentes de tránsito como consecuencia de la conducción en estado de ebriedad.



Si tal se dijera, no se calificaría para Ministro y los Senadores tendrían que dedicarse a otra cosa. Porque no se persigue aquello, sino lograr un pequeño avance en un asunto importante.



Me extraña el cariz que toma la conversación, señor Presidente.



Desde hacía treinta años en Chile no se hablaba del cinturón de tres puntas. Tampoco, de que a los infantes se los ubicaba en cualquier sector del auto; hoy día hay que colocarlos en la parte de atrás.



Eso tiene que ver con cultura. Pero, al mismo tiempo, existe una regla que establece ciertos criterios mínimos. Por ejemplo, debe haber en el automóvil una silla para las guagüitas. Y si el papá no la pone, es un problema cultural. Pero tiene que existir una sanción.



Hoy día eso no se discute. Porque en la sociedad chilena hay un cambio en todos los planos.



¿Alguien diría que se puede subir a un avión un piloto que tiene 0,5 gramos por mil de alcohol en la sangre? ¡No! ¡Ello no es aceptado!



Entonces, lo que se está planteando acá es que si alguien bebe no puede conducir. Y punto.



Podemos discutir si es adecuado el 0,3 o el 0,5. Yo no soy experto.



El Senador Quintana no lo dijo aquí; pero yo se lo escuché antes, y le encontré algo de razón, aunque parezca jocoso: si alguien ingiere ciertas comidas fermentadas, ¿quedará con alcohol en la sangre?



¿Podrá conducir el cura que oficia tres misas diarias? La respuesta es negativa. ¡Pero puede celebrarlas! ¡Si esa es toda la cuestión!



Entonces, lo que quiero decir es que no nos perdamos acerca de lo que estamos tratando.



Ahora, si alguien me señala que faltan cosas, coincido con todos los que han formulado críticas. Quiero más fiscalización.



Tratándose de una campaña en serio, cabe recordar que todos nosotros tomamos la ruta 68 -cuando vamos a Santiago los que vivimos acá o vienen los que viven allá-, al lado de la cual funciona una discoteca llamada “Broadway”. No sé si la policía se sitúa a la salida los jueves, viernes y sábados. ¡Cuántos accidentes se han registrado allí!



O sea, también tiene que existir una voluntad de la autoridad de “comprarse” un conflicto con algunos establecimientos comerciales y fiscalizarlos.



Es el caso, asimismo, de los jóvenes que concurren a lugares de ese tipo en el Barrio Alto, en Santiago. ¡Es preciso poner policías afuera y 200 alcotests se van a hacer pocos! Y se instala una presencia.



Entonces, falta más. Así es.



Que se requiere mejorar la educación en cuanto a la licencia de conducir y los puntajes es obvio. Voy a dar un ejemplo. Y créanme que no exagero. Porque la forma en que se otorgan estos documentos ha mejorado, pero el caso es real. Un compañero de curso, en uno de los diez colegios en que estuve, nació en los años sesenta y fue hijo de la talidomida. A Pablo Tapia le faltan los brazos. Pues bien, cuando trabajé en la OIT, me fue a ver y llegó manejando un vehículo adaptado. Nunca entendí si una persona con esa limitación podía hacerlo, mas le dieron licencia de conducir a alguien sin manos.



Me parece, por lo tanto, que existe una cuestión por perfeccionar en relación con los requisitos.



Mejoremos la fiscalización, la cultura.



Pero el proyecto en debate persigue algo bien sencillo. El mensaje es: “Si usted va a tomar, no puede conducir”. Y ese es un aspecto cultural.



En los países que son democracias más sofisticadas, en sociedades con más conciencia y en otras con no tanto, ello se ha establecido en esa forma categórica. Y es algo que va creando también una cultura y una educación.



De lo contrario, seguiremos siendo chabacanos y actuando como si consumir alcohol no provocara consecuencias. Por último, la persona podría beber e infligirse a sí misma el daño o quitarse la vida, pero involucra a terceros y tales casos se presentan todos los días.



En consecuencia, tomo en serio el proyecto, como dice mi Honorable colega Quintana. Voy a apoyarlo. Quiero fiscalización, en efecto. Discutamos lo relacionado con el deporte, con la cerveza Cristal, pero no por eso voy a rechazarlo. Realmente encuentro que estamos dando una mala señal en ese sentido. Y esto no es ser puritano. Al contrario, se pasa mucho mejor cuando se toma un taxi o se sube a un micro.



Y, finalmente, eso de que el artículo 88 dispone que el conductor podrá negarse a admitir a alguien en manifiesto estado de ebriedad por hacer escándalo en la vía pública...

El señor ROSSI.- No es copulativo.

El señor LAGOS.- Lo que está diciendo la norma es que le da a un conductor del transporte público la facultad de bajar a una persona que hace escándalo, esté o no borracha. ¡Si esa es la cuestión!

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, ¿cuándo va a seguir el orden que registra la pantalla?

El señor COLOMA.- Señor Presidente, voy a ser breve para que el Senador señor Gómez pueda exponer su posición. Tiene todo el derecho a hacerlo.



Quiero hacer presente simplemente que esta es la discusión particular, no la de la idea de legislar, como pareciera derivarse de distintas intervenciones. Y voy a tratar de ceñirme precisamente a su naturaleza, dejando por lo menos constancia de que no participé en la otra, pero comparto varios de los planteamientos críticos formulados por algunos señores Senadores.



Para contestar lo planteado por el Honorable señor Lagos, quien ha expuesto una reflexión interesante, deseo expresar que nadie pretende que el texto sea la panacea, pero que se ha planteado como si determinara un antes y un después. Y no estimo que sea así. Será una forma de mejorar o no un elemento determinado.



Sé que parlamentarios por quienes siento un especial aprecio han expuesto la situación en esa línea, pero el aprecio no puede confundir la mente. Y creo que en eso se requiere claridad.



En lo personal, comparto muchas de las inquietudes en la materia. Por eso, he pedido votación separada de la letra b) del número 4), la cual reemplaza, en el inciso tercero del artículo 111, la frase “superior a 0,5 e inferior a 1,0 gramos por mil” por “superior a 0,3 e inferior a 0,8 gramos por mil”.



Honestamente, señor Presidente, he estudiado el asunto en estos días, he pedido una investigación científica, he leído las actas de la Comisión, y no observo ningún argumento de fondo, sólido, para generar la lógica -y quizás voy a decir algo que podrá parecer una herejía, pero que siento de verdad- de que, mientras más prohibiciones se dispongan, más actitudes monacales se asuman, más se apriete el cogote, las personas van a actuar en mejor forma. Da la impresión de que el Gran Hermano, personaje de Orwell, va a aparecer en cualquier momento: ya no se puede fumar, el cura no puede oficiar misa, etcétera.



No creo en un criterio de esa naturaleza, sino mucho más en la prevención. He escuchado hoy día cuatro veces al Senador señor Pizarro, encontrándome en una profunda contradicción con Su Señoría en tres de ellas. Pero estoy de acuerdo con que el punto tiene que ver más con dicho factor, con la forma de entregar los documentos, con los exámenes que se rinden, con formación.



Pero no pensemos que la que nos ocupa es la solución. No creo que sea la panacea ni que determine el olvido de los problemas. Así que he pedido votación separada, porque voy a votar en contra de ese cambio.



Voy a solicitar otro tanto, por un aspecto técnico, respecto del número 11), que agrega el artículo 197 ter, porque no me parece consistente. La norma dispone que las condenas por los artículos 192, 193, 196, 198 bis y 209 bis “deberán contemplar la participación en actividades determinadas a beneficio de la comunidad, con acuerdo del infractor” -ello es bastante raro, porque no sé lo que ocurrirá si este se encuentra en desacuerdo- “y la asistencia a charlas sobre la conducción bajo los efectos del alcohol o estupefacientes”.



¿Cuál es el problema? Que el artículo 192, según lo que pude leer, se refiere a la falsificación de la licencia. No tiene nada que ver con la cuestión de si se conduce o no bajo los efectos del alcohol.



Entonces, no sé cuál es la lógica de incorporar dentro de la sanción el que, con acuerdo del infractor, sea preciso asistir a cursos sobre lo que significa manejar en esas condiciones. Creo que ahí se incurre en un error, desde un punto de vista técnico, que no condice con el resto de la medida.



Quiero consignar, por lo menos, que no hay un texto sustitutivo.



A diferencia de lo que dispone la Ley de Tránsito, que sabiamente distinguió determinadas velocidades, se ha hecho un gran saco -el que toma dos botellas de vino frente al que puede tomar un vaso y medio- en función de los resultados. Y no me parece que esa sea una buena forma de legislar.



Así que hago presente que aquí se cometió un error, a mi juicio. Como no hay -repito- un texto sustitutivo, no puedo plantear un cambio. Pero, ¡ojo!, tenemos otro problema en relación con la iniciativa.



He dicho.

)--------------------(

MODIFICACIÓN DE LÍMITES INTERCOMUNALES EN REGIONES

DE COQUIMBO, LOS LAGOS, LA ARAUCANÍA Y METROPOLITANA

El señor GIRARDI (Presidente).- El proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica límites intercomunales entre Combarbalá y Punitaqui, en la Región de Coquimbo, y entre Puerto Varas y Puerto Montt, en la Región de Los Lagos, no fue objeto de indicaciones.

--Los antecedentes sobre el proyecto (6733-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 52ª, en 13 de septiembre de 2011.


Informe de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 85ª, en 3 de enero de 2012.


Hacienda: sesión 85ª, en 3 de enero de 2012.


Discusión:



Sesión 87ª, en 10 de enero de 2012 (se aprueba en general).



--Queda aprobado en particular el proyecto, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que emiten pronunciamiento favorable 20 señores Senadores.

)--------------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Puede intervenir la Honorable señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, pedí la palabra por ser autora de una indicación al proyecto que nos ocupa, que modifica la ley Nº 18.290 y aumenta las sanciones por manejo en estado de ebriedad. El propósito era incorporar un artículo 2° para modificar la Ley General de Educación, en el sentido de que las bases curriculares que se determinaran en conformidad con su artículo 31 y los programas a que ellas dieran lugar contemplasen un plan de estudios cuya duración se extendería durante todo el nivel de la enseñanza media y que instruiría sobre el consumo de alcohol y sustancias psicotrópicas y el manejo bajo su influencia. La idea era generar una conciencia de las consecuencias tanto personales como sociales que esa conducta provoca en el aspecto humano y el ámbito legal.



La indicación contó con una apreciación favorable de los miembros presentes de la Comisión de Transportes en la sesión del día 4 del mes en curso, Senadores señores Prokurica, Presidente, y señores Pizarro, Gómez, García-Huidobro, Girardi y Chahuán, sin perjuicio de lo cual se consideró que correspondía a una materia de la iniciativa exclusiva del Primer Mandatario.



Con el ánimo de favorecer la pronta tramitación de la iniciativa, quiero coincidir con quienes estiman de una premura total el sacarla adelante.



Felicito al Gobierno, que se hace presente esta tarde con el señor Ministro de Transportes y la Subsecretaria del ramo, señora Gloria Hutt. Tanto esta última como el Subsecretario de Educación, señor Fernando Rojas, han firmado un protocolo mediante el cual se acuerda:



a) Durante 2012, se editará y distribuirá el libro de actividades Seguridad de tránsito y el manual Acercando a los párvulos a la educación de tránsito, desarrollados en 2011 en la CONASET y la JUNJI.



b) En el año en curso se implementarán las bases curriculares con objetivos de aprendizaje de seguridad vial para los niveles de 1° a 6° básicos, desarrolladas por la Unidad de Currículum y Evaluación del Ministerio de Educación, con el apoyo de la CONASET, y ya aprobadas por el Consejo Nacional de Educación, además del material didáctico y de apoyo pedagógico correspondiente.



c) Durante el presente año, la CONASET y la Unidad de Currículum y Evaluación desarrollarán los objetivos de aprendizaje de educación vial para la enseñanza media en los niveles pertinentes.



Y, por último, existiendo dentro de la programación legislativa del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para 2012 un nuevo proyecto de ley sobre incremento de sanciones por conducir en estado de ebriedad o bajo la influencia del alcohol o de sustancias psicotrópicas, en el cual será abordado el régimen penal y procesal asociado a tales conductas, se incluirá en dicha iniciativa un articulado referido a la materia que expuse en mi calidad de autora de la indicación.



Quiero agradecer al Gobierno por su apoyo y por haber firmado el protocolo la Subsecretaria de Transportes, que nos acompaña esta tarde, y el Subsecretario de Educación.



Creo que es realmente muy relevante en estos aspectos -y aquí finalizo mi intervención- comenzar la labor en la educación prebásica y adquirir conciencia de que se trata de temas culturales, básicamente pedagógicos, y que generan consecuencias en la salud, lo penal y lo conductual.



Por tal razón, estimo que este es un gran proyecto de ley, que constituye un notable adelanto. 



Estas iniciativas provocan siempre efectos no conocidos de inmediato, sino más bien en el mediano y el largo plazos. Por ello, me parece que tal vez no todos los señores Senadores le dan a la que nos ocupa la importancia que merece. Pero estoy completamente convencida de que es de aquellas con fuerza moral en sus contenidos y que implican un cambio cultural y educacional muy significativo en la conducta de las personas.



Así que muchas gracias al Gobierno, al que le dirijo todas mis felicitaciones.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Ahora sí que puede intervenir el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, usted está para dirigir, y, por favor, hágalo de acuerdo con el orden en que se pide la palabra y no como se le ocurre.



En relación con el proyecto, mi aproximación a su contenido obedece a una petición formal planteada en la Región de Antofagasta, debido a una cantidad de accidentes y situaciones muy graves registrados en ella. La organización de un equipo a través del programa llamado “Aún te Espero” nos solicitó a mi Honorable colega Cantero y al Senador que habla la presentación de una iniciativa legal acerca del manejo bajo la influencia del alcohol o en estado de ebriedad. Y lo hicimos siete meses antes que el Gobierno, pero, como este cuenta con el mecanismo de las urgencias, logró sacar con anterioridad su normativa, bastante más tolerante que la nuestra.



Nos parece, en todo caso, que si la persona va a manejar no debe tomar. Eso es lo razonable. Porque, cuando se ponen algunas condiciones particulares, ello entra a generar la posibilidad de causar un accidente habiendo bebido, en circunstancias de que los hechos que conocemos son muy graves.



Cuando escucho el debate, conociendo tanto la pérdida de niños y parientes sufrida por algunas familias de Antofagasta como el caso de Kevin, difundido por los medios de comunicación, al igual que la situación de una señora inválida cuya hija murió asimismo a consecuencia de un manejo en estado de ebriedad, concluyo que todo resulta ajeno a cualquier realidad desde el punto de vista lógico. Porque lo único que hace el proyecto en discusión es modificar el artículo 193, referido al manejo bajo la influencia del alcohol, y el artículo 196, relativo a la conducción en estado de ebriedad. También baja los niveles de tolerancia.



Diría que existen bastantes antecedentes técnicos y científicos -y así lo explicó la gente del Servicio Médico Legal- de que 0,3 gramos por mil es una tolerancia suficiente para resolver lo de la copita de vino que preocupa a muchos Senadores por la posibilidad de enfrentar problemas. Lo razonable es no manejar en ese caso.



Esto último es lo que perseguía nuestro proyecto.



Una situación tan grave como la de manejar en estado de ebriedad y matar a una familia completa ha significado cuatro años de suspensión de la licencia de conducir y una multa equis. Lo que se tiene que hacer en esos casos es quitar el documento de por vida.



Afortunadamente, eso lo acogió el Gobierno. Porque este contemplaba la llamada “segunda oportunidad”, esto es, “Mate a una familia y luego a otra y ahí lo privamos de la licencia”. Ello se cambió y se considera ahora la primera oportunidad, como corresponde.



Entonces, conforme a esa lógica, me parece que lo razonable no es cuestión de una prohibición o no.



No veo a mi Honorable colega Coloma, señor Presidente. Una de las cosas que me dijo el Diputado señor Moreira es que, como al señor Senador no le gustan las prohibiciones, le planteara que no se le impida discutir sobre el sistema binominal. Porque es importante analizar ese asunto en la Cámara, pero existe una prohibición directa del Presidente de su Partido.

El señor COLOMA.- ¡No es verdad...!

El señor GÓMEZ.- La educación -otro asunto del que también conversamos con el señor Ministro- resulta fundamental. El Senador señor Quintana hizo presente que el Presidente de la República le dio su patrocinio a un texto y que hasta la fecha no se cuenta con la firma, el cual se refiere a la enseñanza en estas materias y al control de drogas.



En consecuencia, el proyecto es bastante pequeño, desde el punto de vista de lo que debiera abordar realmente, pero es importante aprobarlo. Es relevante que exista la convicción en la ciudadanía de que, si se maneja en las condiciones que nos ocupan y se causa un accidente de la magnitud del que ocurrió en Antofagasta, la persona quedará sin licencia y recibirá las sanciones correspondientes.



Algo interesante como la realización de trabajos para la comunidad se ha contemplado en numerosos cuerpos legales. No es una novedad. Y, por supuesto, tienen que mediar condiciones especiales.



Pero afirmar que la iniciativa no tiene ningún sentido y que hay otras cosas más importantes me parece que no es correcto, porque, en verdad, creo que implica un paso de trascendencia.



Y, sin duda, es necesario preocuparse, como dijo el Honorable señor Pizarro, de lo relativo a los puntajes de las licencias de conducir; de muchas cosas.



Voy a repetir algo que mencioné antes: en este país se distorsiona lo que sucede. Cuando los cantantes cometen actos de esta naturaleza, se pone como chiste; cuando ocurre una serie de accidentes graves, se transforma en algo normal. Incluso, se ha señalado que se maneja mejor curado.



Eso hay que terminarlo. Porque debemos preocuparnos por las víctimas, quienes, de alguna manera, se van a sentir protegidas con esto. Y ojalá que proyectos como el que nos ocupa sean bien publicitados para que finalmente signifiquen una disminución del manejo en estado de ebriedad.

  

¡Por último, le pido al Ejecutivo que le entregue una comisión al Senador Chahuán...! Porque él le agradece todas las cosas que han pasado últimamente en Chile, cuando en realidad se trata de cuestiones compartidas, no solo de obras del Gobierno.

El señor PIZARRO.- ¡Votemos, señor Presidente!

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.



No se encuentra en la Sala.



Tiene la palabra el Senador señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, llama la atención la forma como se califica una iniciativa de esta naturaleza, a veces bastante soezmente, diría yo. Y, además, que se le pida mucho más de lo que pretende hacer.



Nadie dice que los otros proyectos a que se ha hecho referencia no son importantes y que no deben ser tratados porque este va a solucionar mágicamente el problema de los accidentes ocasionados por manejar bajo la influencia del alcohol.



El único propósito de la iniciativa en debate es poner de relieve que el alcohol es un mal aliado de la conducción, y que existe una fuerte correlación entre accidentes de tránsito y su consumo.



¿Cuáles son las cifras? A partir de la presencia de 0,2 gramos de alcohol por litro de sangre se producen problemas en las funciones psicomotoras; el riesgo de accidente se dispara. Para ser más concreto, el hígado metaboliza de 7 a 10 gramos de alcohol por hora (el equivalente a 0,1 gramos de alcohol en la sangre); por lo tanto, el requerimiento metabólico es de varias horas. 



Lo que se persigue aquí es relevar el peligro que representa el consumo de alcohol.



Entrego algunas cifras: conducir con un nivel de alcohol de 80 mg/100 ml en la sangre, en jóvenes entre 18 y 19 años, eleva 70 veces el riesgo de sufrir un accidente mortal. 



Y esto es lo que se pretende: poner en evidencia la fuerte relación existente entre el consumo de alcohol y la accidentabilidad; sus efectos sobre la función psicomotora, que afecta gravemente las capacidades de conducción; sus consecuencias sobre la visión, que también terminan dañando con gravedad las capacidades de manejo en la vía pública.



Hay efectos, además, sobre el comportamiento de la persona que conduce un vehículo. Esto también es un tema importante.



De otra parte, existe gran cantidad de mitos en torno a esta materia. Por ejemplo, se afirma que “no hay peligro si estoy bajo el límite legal”. Está acreditado que efectivamente hay un altísimo riesgo; y, además, el metabolismo no es igual en todas las personas; va cambiando.



Otro aspecto relevante apunta a que, en general, hemos querido establecer que se registran dificultades psicomotoras vinculadas con esta práctica. En tal sentido, entendemos claramente que toda problemática de orden psicosocial tiene una multicausalidad y, en consecuencia, siempre se encuentra en una interacción relacional; es decir, hay muchos elementos que interactúan coetáneamente y que pueden determinar la causa basal de un accidente.



Lo importante es -como aquí se ha señalado- que no estamos en contra de que se consuma alcohol: se puede beber y emborracharse hasta los zapatos. El punto es que no se conduzca luego de ello. Ese es todo el problema. Si quiere hacer misa, haga diez al día y tómese dos litros de vino. Da lo mismo. Pero si lo hace, no maneje. 



Esa es la única intencionalidad del proyecto que presentamos, y sentimos que el Gobierno la ha recogido bastante bien en su iniciativa, aunque, como ya se manifestó, con un poco más de flexibilidad.



Por lo tanto, votaré a favor de este proyecto, y espero que amplios sectores de la Sala aprueben esta señal clara, dado que los niveles de accidentabilidad en la población joven, con causa de muerte por el consumo de alcohol, particularmente en días específicos vinculados a fines de semana y fiestas, constituyen un hecho real, que golpea duramente la conciencia de nuestro país.



Anuncio mi respaldo a esta iniciativa.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, no puedo votar este proyecto, porque estoy pareado con el Senador Andrés Zaldívar. Me pronuncié en otros pues creo que teníamos coincidencias, y se lo pregunté a colegas de su bancada. Pero en este mantenemos una diferencia. No puedo votar, pues él es contrario a la iniciativa -según me han dicho-, y yo soy partidario de ella.



A mi juicio, esta materia pasa por una cuestión de decisión política. Lo que ocurre es que los países toman decisiones de tal tipo.



Algunos consideran que se puede consumir alcohol en un límite bajo; que eso es tolerable y que bastaría con una sola política de prevención. Porque sería irreal suponer que una persona no va a beber nunca alcohol, sobre todo cuando va a comer a restoranes, o en ocasiones como el 18 de septiembre.



Sin embargo, otras naciones han determinado adoptar una decisión política: definitivamente, alguien que conduce un vehículo no puede tomar alcohol.



Entonces, los argumentos a favor o en contra más bien dicen relación con la decisión que toman los países en determinados momentos. ¿Y por qué lo hacen? Por la gravedad que representa esta situación dentro de su territorio.



Y nosotros, señor Presidente, siempre creemos que el consumo de drogas -que en Chile es muy grave- es más perjudicial que el de alcohol. Considero que no es así. En mi opinión, tenemos un tremendo problema con la ingesta de alcohol, particularmente en los jóvenes. 



Cualquiera que recorra la mayoría de las ciudades de nuestro país los días viernes y sábados, se encontrará con una cantidad enorme de niños y jóvenes en las calles, en las plazas, a la salida de las discotecas, tirados en el suelo, en estado de ebriedad, y cuyas conductas muchas veces los hacen verse envueltos en violentos enfrentamientos entre grupos. Y no hemos logrado abordar a fondo este fenómeno social.



Por lo tanto, lo concerniente al alcohol requiere realmente de una política de Estado más amplia que lo que dispone este proyecto. Sin embargo, ello no implica que no apunte en la dirección correcta, en cuanto a que el Estado, la sociedad chilena, tome la determinación de que si se quiere manejar, no se puede consumir trago. Y fíjense que se han adoptado medidas de esa naturaleza que no han despertado tanta controversia. 



El artículo 75 de la Ley de Tránsito señala: “Se prohíbe el traslado de menores de ocho años en los asientos delanteros en automóviles, camionetas, camiones y similares, excepto en aquellos de cabina simple”.



Esa es una prohibición total, porque se tomó la decisión de que no es posible. Alguien podría decir: “Pero, mire, hay circunstancias en que una persona va apurada, no tiene una silla y puede llevar adelante al niño”. Sin embargo, la ley no contempla excepciones; expresa que no se puede.



Entonces, en legislaciones como estas hay que adoptar decisiones de fondo. Y la que se está tomando en este caso, como bien dijeron el Senador Prokurica y otros colegas que me antecedieron, es clara: “Definitivamente, si se maneja, no se puede tomar alcohol”.



Hay muchas naciones que tienen esa regla. Hay otras que no. Bueno, aquí existe una mayoría que estima que ese es un paso importante, aunque no el único, pues sería absurdo pensar que esa sola medida va a resolver el problema de la conducción en estado de ebriedad.



Por lo tanto, soy partidario de esa norma. Me parece que hay que tomar una decisión de país al respecto. No creo que sea represiva, porque una persona perfectamente puede beber alcohol y pedirle a alguien que no lo haya hecho que maneje su vehículo. Es un hábito que se debe formar, y las leyes ayudan a hacerlo.



De otro lado, quiero destacar la indicación de la Senadora Lily Pérez, pues considero que nosotros, en este Gobierno y en el anterior, hemos tenido un problema.



Recuerdo que cuando analizamos la Ley del Deporte formulé, creo que con el Senador Pizarro, una proposición para que las horas mínimas de deporte obligatorio fueran cuatro, lo cual no significa nada en comparación a las exigidas en otros países. Se nos dijo que no, porque eso había que determinarlo después junto con la malla curricular. Han pasado ocho años; seguimos siendo un país sedentario; la malla curricular continúa esperando, y nos mantenemos con dos horas de deporte. Siempre aquella requiere perfeccionarse. Pero no se hizo.



Ahora la Senadora Lily Pérez y el Senador Orpis han presentado indicaciones -entiendo que este último lo ha hecho en numerosas oportunidades- que apuntan al tema de fondo. Si nosotros no imponemos la obligación de que en la educación escolar se impartan clases donde se les enseñe a los niños a no beber alcohol en forma imprudente y que las drogas hacen mal, si el país no realiza una campaña en ese nivel, gastaremos la plata que queramos en represión, en...

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.

El señor ESPINA.- Le pido 30 segundos, para terminar.

El señor GIRARDI (Presidente).- Puede continuar.

El señor ESPINA.- Entonces, señor Presidente, pienso que en este punto se precisan medidas complementarias.



Este proyecto -no puedo votarlo, porque, como ya expresé, estoy pareado- me parece positivo. Pero otro asunto esencial es que alguna vez las indicaciones que presentan los parlamentarios en este ámbito se tienen que aprobar. Podemos pasar años discutiendo la malla curricular. Y deseo que quede constancia de este día, pues me parece que va a transcurrir el tiempo y nunca vamos a incorporar estas materias. Prefiero que un niño sepa menos historia, a veces menos lenguaje, a veces menos matemáticas, pero que de verdad sepa bien educación cívica, que de verdad sepa que el alcohol hace mal, que de verdad sepa que es necesario practicar deporte, porque creo que eso va formando una sociedad más sana.



He intervenido, señor Presidente -a pesar de que no puedo votar-, para pedirle que se oficie al Gobierno, en nombre de la Senadora Lily Pérez y los demás colegas que lo soliciten, a fin de que el protocolo que se firmó se transforme en realidad lo antes posible.

El señor GIRARDI (Presidente).- Seguramente, se trata de algo compartido por todos, así que, si le parece a la Sala, se enviará el oficio solicitado.

El señor ROSSI.- Conforme.



--Así se acuerda.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra, para una moción de orden, el Senador Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, quiero plantearle si la votación particular puede llevarse a cabo sin debate, pues en realidad todos los temas vinculados a las normas de la iniciativa ya fueron traídos a colación.



Entonces, ¿será posible recabar el asentimiento de la Sala en tal sentido?

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acoger la sugerencia del Senador Patricio Walker?



Acordado.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, mi planteamiento va en una línea similar.



Aquí prácticamente se ha sostenido una discusión en general, que es muy interesante, pero ya la llevamos a cabo cuando se aprobó la idea de legislar.



Ahora tenemos que pronunciarnos sobre normas específicas. Y, como todos los señores Senadores y señoras Senadoras ya se desahogaron, sugiero proceder a votar sin más debate.

El señor GIRARDI (Presidente).- Así se hará, Su Señoría, de tal manera que le voy a ceder la palabra al señor Secretario General, a fin de que indique las disposiciones que se deben votar, lo que haremos sin debate.



Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Primero quiero dar a conocer que el proyecto fue aprobado en general por el Senado en octubre del año recién pasado.



Para los efectos reglamentarios, los artículos 111 y 209, contenidos en los numerales 2) y 9) del artículo único, respectivamente, no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que, salvo acuerdo unánime en contrario, deben darse por aprobados.



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En cuanto a las modificaciones efectuadas por la Comisión de Transportes, ellas fueron acordadas por unanimidad, razón por la cual también correspondería darlas por aprobadas,...

El señor NOVOA.- ¡No! Eso hay que votarlo.

El señor LABBÉ (Secretario General).-...salvo que algún señor Senador solicite su discusión.



Ahora bien, la Comisión de Transportes deja constancia en su informe de que el Honorable señor Gómez retiró las indicaciones que había formulado, relativas a procedimiento y penas.

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En todo caso, todo lo que he dicho es con excepción de las votaciones separadas que han pedido los Senadores señores Coloma y Pizarro. La primera se refiere al número 4), letra b), y la segunda al número 11).



Adicionalmente, debo señalar que la Secretaría tiene dudas en cuanto a la fórmula que se utiliza en el número 2) para incorporar, como artículo 87 bis de la Ley de Tránsito, en su texto refundido, el artículo 91 bis, que está en otra normativa. Y voy a explicar por qué.



El texto refundido de dicho cuerpo legal se dictó en determinada fecha del año 2009. Pero por la ley N° 20.388, despachada por el Congreso y en trámite de promulgación, quedó con una numeración diferente.



En consecuencia, en este momento hay un artículo 91 bis en la ley N° 20.388 que no aparece en el texto refundido. Ello no significa que no se encuentra vigente. Se trata de la norma que alude al ejercicio del comercio o de actividades artísticas a bordo de la locomoción colectiva.



En concepto de la Secretaría, dado que se puede producir la duda -al menos una razonable- de que la disposición va a quedar en ambas leyes, lo mejor sería colocar derechamente en la ley N° 20.388 el número de artículo que corresponde y que el Ejecutivo dictará un nuevo texto refundido.



Sin embargo, eso le corresponde decidirlo a los señores Senadores.



Lo concreto son las votaciones separadas solicitadas por los Honorables señores Coloma y Pizarro.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Seré muy breve, señor Presidente.



Me acaba de contactar la Secretaria de la Comisión para decirme que la segunda de las votaciones separadas estaba en función de que yo consideraba que había una incoherencia respecto de los artículos que contemplaban sanciones, pero que el texto que tenemos a la vista no es el final, por cuanto se produjo una modificación destinada justamente a sacar las normas a que hice referencia, que se hallaban mal establecidas.

El señor PROKURICA.- Así es, exactamente.

El señor COLOMA.- Por lo tanto, ello ya estaría corregido en el texto definitivo, por lo cual no se necesitaría realizar la segunda votación separada. La primera, sí.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Solo para un punto reglamentario, señor Presidente.



Los artículos modificados y acordados por unanimidad no se dan por aprobados. Hay que votarlos, aunque sin debate.



Lo digo porque, cuando el Secretario planteó eso, yo entendí que se iban a dar por aprobados. Pero no: hay que pronunciarse sobre ellos, aunque -repito- sin debate.



Gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, yo por lo menos -quizá el Senador Coloma me acompaña-, pedí votación separada de la letra b) del número 2), referida al artículo 111, para cambiar el tramo inferior. Estoy de acuerdo en bajar de 1 a 0,8, pero no para disminuir de 0,5 a 0,3. 



O sea, cuando votemos en contra de la disposición, lo estaremos haciendo para mantener el límite inferior en 0,5 y no rebajarlo a 0,3.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Eso corresponde a la primera votación separada que se ha solicitado.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.



Está claro lo que se somete a pronunciamiento.



Los que no estén de acuerdo en que la dosificación para considerar que se maneja bajo la influencia del alcohol disminuya de 0,5 a 0,3 (es decir, quienes deseen mantener el límite superior), deben votar que no.

El señor COLOMA.- ¿Se vota la indicación?

El señor PROKURICA.- Hay que votar a favor o en contra de la iniciativa.

El señor GIRARDI (Presidente).- Claro: a favor o en contra del proyecto.



Votar “sí” implica estar de acuerdo con lo propuesto por la Comisión, y “no”, ser contrario a lo resuelto por ese órgano de estudio.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la letra b) del numeral 4) del artículo único del proyecto (15 votos a favor, 6 en contra, una abstención y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Escalona, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Carlos), Novoa, Pérez Varela, Prokurica y Rossi.



Votaron por la negativa la señora Rincón y los señores Coloma, Pizarro, Quintana, Sabag y Walker (don Patricio).



Se abstuvo el señor Walker (don Ignacio).



No votó, por estar pareado, el señor Espina.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Entiendo que el Senador Coloma retiró su solicitud de votación separada del numeral 11).

El señor COLOMA.- Porque la incongruencia fue arreglada.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En consecuencia, faltaría votar las enmiendas aprobadas por unanimidad en la Comisión, sin perjuicio de la prevención que señalé respecto del numeral 2) del artículo único, en el sentido de que, al decir que se está incorporando en el texto refundido el artículo de la otra ley con un número determinado, a la Secretaría le asalta la duda de que quedaría un mismo texto en ambas leyes.

El señor COLOMA.- ¿Cómo se puede arreglar eso?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Requeriría unanimidad para incluir una norma que modificara la numeración. 



De haber consenso, no sería problema.

El señor PROKURICA.- Sí lo hay.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le pareciese a la Sala, facultaríamos a la Secretaría para efectuar la enmienda pertinente.



--Así se acuerda.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde, entonces, pronunciarse sobre el resto de las modificaciones aprobadas por unanimidad en la Comisión de Transportes. 

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se acogen las enmiendas aprobadas unánimemente por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones (23 votos a favor y una abstención), y queda terminada su discusión en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Carlos), Novoa, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



No votó, por estar pareado, el señor Espina.

El señor GIRARDI (Presidente).- Quiero felicitar al Senado por la aprobación de una iniciativa tan importante para mí.



Solicito la autorización de la Sala para que me reemplace en la testera el Honorable señor Gómez.



Tiene la palabra la señora Subsecretaria de Transportes.



--Pasa a dirigir la sesión el Senador señor Gómez, en calidad de Presidente accidental.

La señora HUTT (Subsecretaria de Transportes).- Señor presidente, sé que el Ministro hubiera estado tan contento como yo al agradecer esta votación, ya que se trata de un proyecto de la mayor relevancia no solo para nosotros, sino para mucha gente.



Y quiero realizar un ejercicio de imaginación: uno tiende generalmente a ponerse en el lugar del conductor que consume alcohol. Pero si se hace una idea de qué pasa con el chofer del transporte escolar que va a buscar a sus hijos, no resulta indiferente que este haya tomado un par de copitas. Es desde esa perspectiva que debemos apreciar los riesgos de beber y manejar.



El trabajo parlamentario realizado fue tremendamente valioso e importante. Y agradezco no solo a los miembros de las Comisiones en que nosotros hemos trabajado, sino a una cantidad importante de Senadores y Diputados que nos han apoyado para sacar adelante el proyecto. Por ejemplo, el Honorable señor Gómez, quien ha tenido la mejor disposición al ver transformada su iniciativa, o el Senador Cantero, otro de los autores de la moción. 



Nosotros nos comprometimos a efectuar un análisis en otro bloque de trabajo. 



Junto con agradecer el despacho de la iniciativa, quiero decir que tanto el Presidente, el Ministro y yo, así como todo nuestro equipo, estamos tremendamente reconocidos por el apoyo parlamentario.

)--------------------(

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa un segundo informe de la Comisión de Economía, recaído en el proyecto que modifica la ley Nº 19.039, de Propiedad Industrial, para estandarizar y mejorar el proceso de solicitud de marcas y patentes, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín Nº 7.8262-03) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Queda para tabla.

MEDIDAS PARA CORRECTO OTORGAMIENTO Y USO DE LICENCIAS MÉDICAS. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Corresponde ocuparse en el informe de la Comisión Mixta formada en virtud del artículo 71 de la Constitución Política de la República recaído en el proyecto de ley sobre otorgamiento y uso de licencias médicas.

--Los antecedentes sobre el proyecto (6811-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 79ª, en 5 de enero de 2010.


En tercer trámite, sesión 30, en 5 de julio de 2011.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 57ª, en 28 de septiembre de 2011.


Informes de Comisión:


Salud: sesión 57ª, en 5 de octubre de 2010.


Trabajo y Previsión Social: sesión 57ª, en 5 de octubre de 2010.


Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas (segundo): sesión 1ª, en 15 de marzo de 2011.


Salud (tercer trámite): sesión 49ª, en 6 de septiembre de 2011.


Mixta: sesión 71ª, en 23 de noviembre de 2011.


Discusión:



Sesiones 60ª, en 13 de octubre de 2010 (queda para segunda discusión); 61ª, en 26 de octubre de 2010 (se aprueba en general); 4ª, en 22 de marzo de 2011 (se aprueba en particular) 54ª, en 14 de septiembre de 2011 (se rechazan las enmiendas de la Cámara de Diputados); 76ª, en 29 de noviembre de 2011 (queda para segunda discusión).

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Las diferencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte del Senado, en el tercer trámite constitucional, de la totalidad de las enmiendas de la Cámara de Diputados.



La Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias entre las dos ramas del Parlamento, efectúa dos proposiciones:



1.- Aprobar, en una sola votación, las modificaciones de la Cámara Baja a los artículos 1º a 4º y 6º a 13 permanentes, y al artículo transitorio del proyecto del Senado, así como los artículos nuevos 10, 11 y 12 introducidos por la Cámara revisora.



2.- Aprobar en votación separada el artículo 5º del proyecto del Senado, con las enmiendas que le introdujo la Cámara de Diputados.



En el boletín comparado figuran la proposición de la Comisión Mixta y el texto que quedaría de aprobarse su informe.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- En discusión el informe de la Comisión Mixta.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, quiero llamar la atención respecto de la necesidad de aprobar este proyecto de ley, que ha sufrido una larga tramitación y que posee tremenda importancia por la vulneración al sistema que se hace día a día mediante la entrega de licencias médicas fraudulentas.



Hay profesionales de la salud que se prestan para ese abuso y que se hallan claramente identificados. Es cuestión de meterse en la lista de quienes otorgan licencias médicas para darse cuenta de que en algunos casos se dan 10 licencias por minuto.



En consecuencia, hay una verdadera maquinaria montada de gente que, para salir de vacaciones, obtiene licencias médicas mintiendo a sus empleadores y, además, engañando al sistema con cifras que son realmente muy importantes.



Señor Presidente, el Ministerio de Salud ha detectado que aproximadamente la elusión por esta vía es de unos 250 millones de dólares. Ello significa que, con tales recursos, se podrían construir varios hospitales en el país; eliminar gran parte de las listas de espera para operarse; atenderse con médicos especialistas, y otorgar una mejor calidad de salud.



Por lo tanto, aprobar esta iniciativa legal es absolutamente indispensable, pues significa sancionar a aquellos médicos que entregan licencias falsas y que hacen perder a otros chilenos los recursos que pueden utilizarse cuando se enferman, que son importantes para el Estado.



Ojalá la podamos aprobar hoy día.



Fue presentada en la Administración anterior; no ha sido inventada por este Gobierno. Y es de gran importancia para todo el sistema de seguridad y de protección de la salud chilena.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag

El señor SABAG.- Señor Presidente, a mi juicio, este es un muy buen proyecto, porque tiende a establecer regulaciones que permitan asegurar el otorgamiento y uso correcto de la licencia médica, mediante la aplicación de medidas de control y fiscalización y de sanciones respecto de las conductas fraudulentas, ilegales o abusivas relacionadas con dicho instrumento.



Se ha señalado que en esto hay prácticas realmente alarmantes, en que algunos profesionales, contados con los dedos de la mano, otorgan miles de licencias, afectando al sistema en las cantidades que ya mencionó el Senador Prokurica y que representan más de 250 millones de dólares.



¡Cuánto se podría hacer con ese dinero!



Entiendo que con el posnatal va a disminuir mucho tal situación, porque evidentemente las madres, al enfermarse sus niños, pedían licencias médicas. Y en tal aspecto había también un abuso grande, pero muy justificado. Pero hoy día, por haberse ampliado a seis meses el posnatal, se estima que la elusión por esta vía se reducirá en más 150 millones de dólares.



No cabe duda de que ha habido una muy mala práctica, y creo que los individuos inescrupulosos deben ser sancionados. 
El proyecto contiene disposiciones que modifican el Código Penal, a objeto de que tales personas sean debidamente castigadas.



Por lo tanto, estoy totalmente de acuerdo en aprobar este proyecto ojalá ahora mismo.



Pero no tengo claro lo de las dos votaciones. Hay dos propuestas, en circunstancias de que todos los artículos fueron aprobados por unanimidad (10 por cero) en la Comisión Mixta.



Entonces, ¿alguien podría explicar el porqué de eso?

El señor NOVOA.- Es una propuesta, pero son dos votaciones.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Todos los artículos fueron aprobados por unanimidad.



Vamos a realizar una sola votación de las dos propuestas.



¿Hay unanimidad para proceder de esa manera?



Acordado.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta, con sus dos proposiciones (16 votos a favor).



Votaron las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín (don Carlos), Novoa, Pérez Varela, Prokurica, Sabag y Walker (don Patricio).

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Quedará constancia en la Versión Oficial de las intenciones de voto favorable de los Senadores señores Bianchi, Pizarro y Uriarte.

REGULARIZACIÓN DE CONSTRUCCIÓN Y POSESIÓN DE BIENES RAÍCES DE ENTIDADES RELIGIOSAS

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regulariza la construcción y posesión de bienes raíces de entidades religiosas, con informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8001-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Letelier, García, Girardi, Sabag y Tuma):


En primer trámite, sesión 64ª, en 19 de octubre de 2011.


Informe de Comisión:


Vivienda y Urbanismo: sesión 76ª, en 29 de noviembre de 2011.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es permitir, en forma excepcional y mediante un procedimiento simplificado, la regularización definitiva de edificaciones destinadas al culto, y sus anexos, construidas con anterioridad a la publicación de la ley y que pertenezcan a entidades religiosas o personas jurídicas constituidas o no conforme a la ley N° 19.638, sobre constitución jurídica de las iglesias y organizaciones religiosas.



La Comisión discutió el proyecto solamente en general y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Kuschel, Sabag y Tuma.



El texto despachado se puede consultar en la parte pertinente del boletín comparado.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, como se trata de la discusión en general y la iniciativa fue acogida por unanimidad en la Comisión, podríamos aprobarla y darnos un plazo para formular indicaciones.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (20 votos a favor).



Votaron las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Kuschel, Larraín (don Carlos), Novoa, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag y Walker (don Patricio).

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Si le parece a la Sala, se fijará el lunes 5 de marzo, a las 12, como plazo para presentar indicaciones.



--Así se acuerda.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Con respecto a la siguiente iniciativa, referente a la autonomía de la Defensoría Penal Pública, sugiero a la Sala iniciar el debate pero no realizar la votación, porque se trata de un proyecto de quórum especial.

El señor NOVOA.- Que se haga la discusión.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Así se procederá.

REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE AUTONOMÍA DE DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA
El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de la Senadora señora Alvear, sobre Defensoría Penal Pública, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



--Los antecedentes sobre el proyecto (4520-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional (moción de la Senadora señora Alvear):


En primer trámite, sesión 55ª, en 13 de septiembre de 2006.


Informe de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 45ª, en 17 de agosto de 2011.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es consagrar en la Carta Fundamental la Defensoría Penal Pública como organismo autónomo, con personalidad jurídica propia, encargado de proporcionar defensa penal a los imputados o acusados que carezcan de abogado. Su organización y atribuciones serán materia de una ley orgánica constitucional.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió el proyecto solamente en general y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Alvear y señores Espina, Hernán Larraín y Patricio Walker.



El texto propuesto se transcribe en el primer informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios.



Corresponde consignar que la iniciativa requiere, para su aprobación, conforme al inciso segundo del artículo 127 de la Carta Fundamental, los votos favorables de los dos tercios de los Senadores en ejercicio (23 votos en esta sesión).

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- En discusión general.



Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, el proyecto de reforma constitucional que ahora comenzamos a estudiar tiene como objetivo central consagrar en la Constitución la existencia de una Defensoría Penal Pública con carácter de organismo autónomo y personalidad jurídica propia. Su función será proporcionar defensa penal a los imputados o acusados que carezcan de abogado, en la forma que prevea la ley. Además, se encarga a una ley orgánica constitucional la determinación de la organización y las atribuciones de esta entidad.



Las ideas fundamentales que hacen necesario, a mi juicio, el establecimiento a nivel constitucional de la autonomía del mencionado organismo son tres.



La primera dice relación con la necesaria igualdad que debe existir entre las partes en un proceso penal. La Fiscalía Nacional en nuestro país es autónoma. Puede solicitar presupuesto y actuar de manera independiente. La Defensoría Penal Pública, con el objeto de “equiparar armas”, también debiera revestir esa calidad.



Así se pensó, originalmente, en la reforma procesal penal. Pero, en definitiva, se aprobó una Defensoría sometida a la supervigilancia del Ministerio de Justicia. Vale decir, es un órgano dependiente de esta Cartera, si bien corresponde a un servicio descentralizado.



Ello significa, señor Presidente, entre otros aspectos, que la independencia que debe tener una defensa va a quedar sometida a las determinaciones -lo debo decir- del Gobierno de turno (del actual, de los que vengan, cualquiera que sea su signo). Y eso me parece complejo, peligroso. 



Si el día de mañana se toma una decisión respecto de la cantidad de recursos que precisa la Defensoría y se le rebajan sus dineros, por ejemplo, en un cuarto, la calidad del servicio que presta será en extremo deficitaria. Y lo mismo, si empiezan a existir injerencias en el tipo de defensas que puede asumir o en el tipo de personas a las que va a defender.



En tal sentido, conversé con el señor Ministro de Justicia y le manifesté mi preocupación. 



En los tribunales laborales, que son de reciente data, se creó un programa de defensa legal para trabajadores dentro de las corporaciones de asistencia judicial. No se trataba de órganos autónomos, ni siquiera había una ley al respecto. ¿Qué pasó con ese programa? Por razones que no comparto, se eliminó. Actualmente no existe una defensoría como plan especial de asesoría jurídica para trabajadores en nuestro país. 



Tal vez se continúe prestando el servicio a quienes no se hallen en condiciones de contratar a un abogado -son los más- a través de las corporaciones de asistencia judicial. 



Pero me consta -porque conocí la experiencia- que dicho programa de defensa penal laboral fue extraordinariamente bueno, positivo, constructivo. Brindó un tremendo apoyo a las personas y permitió mayor celeridad en los procesos judiciales. 



Me preocupa lo que pueda ocurrir hoy, dada la inexistencia del programa en comento.



Por ello, señor Presidente, creo que es el momento propicio para retomar el debate que se hizo en su oportunidad, pues, a mi juicio, es importante que exista una Defensoría Penal Pública con carácter autónomo.



Hace poco el Congreso se pronunció favorablemente sobre otro proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de mi colega el Senador señor Espina, cuyo objetivo es establecer el derecho a defensa de los imputados. La iniciativa que nos ocupa fue ingresada antes que dicha reforma. Pero en su momento se me argumentó que era preferible tramitar primero el proyecto del señor Senador, lo que ya ocurrió. 



Como decía, estimo relevante que exista “igualdad de armas”. Cualquier persona en nuestro país puede ser acusada de un delito. Y hay acusaciones fundadas y otras infundadas. En este último caso, si el imputado es alguien que dispone de recursos económicos, podrá contratar a un abogado. Pero si carece de ellos, no lo podrá hacer. 



Por eso se requiere una Defensoría adecuada, con categoría constitucional -insisto- de órgano autónomo.



Esto es de la mayor importancia.



En la actualidad, existe una notoria disparidad en nuestra Carta Fundamental, como ya señalé, entre la Fiscalía y la Defensoría. 



Sin autonomía constitucional, las diferencias de criterio con el Ejecutivo pueden dar lugar a interferencias políticas en la actividad de la Defensoría. Incluso, el Ministro de Justicia -no estoy diciendo nada en contra del actual; me refiero al de cualquier Gobierno- puede llegar a censurar al Defensor Nacional, ya sea porque no estuvo de acuerdo con sus criterios políticos, ya sea por las decisiones que este adoptó.



Por otro lado, es oportuno hacer presente que hace poco tiempo se despachó una iniciativa propiciada por el Honorable señor Orpis y quien habla, con el objeto de establecer una comisión permanente de coordinación del sistema de justicia penal, que, por lo que se ha visto, resulta indispensable.



Dicha instancia, encabezada por el Ministro de Justicia e integrada por el Presidente de la Corte Suprema, por el Fiscal Nacional, por el Defensor Nacional, por el Presidente del Colegio de Abogados, por el General Director de Carabineros, por el Director General de la Policía de Investigaciones de Chile y por el Subsecretario de Justicia, es clave para ir superando eventuales dificultades en la investigación y el procesamiento, aspectos que preocupan a nuestra ciudadanía.



Es muy importante que en dicho órgano -de carácter permanente y encabezado, como ya lo señalé, por el Ministro de Justicia- sus integrantes puedan verter sus opiniones en forma autónoma. Cabe preguntarse: ¿qué autonomía tiene el Defensor Público, que depende del Titular de Justicia, en una comisión coordinadora presidida por este? Le resultará difícil, sin la adecuada autonomía, poder entregar una visión diferente de la del Ministro, la que en definitiva puede significarle incluso no continuar en el cargo.



En la Comisión de Constitución se analizó cuál sería la mejor ubicación de esta reforma dentro de la Carta Fundamental. En lo personal, opino que ella debe formar parte del Capítulo III, que regula las garantías constitucionales, entre las cuales se cuenta el derecho a defensa jurídica.



Sin embargo, considero que este es un punto que puede debatirse, porque bien cabría considerar una técnica legislativa distinta que, simplemente, consagre de manera genérica en la Constitución un organismo autónomo que se encargue de materializar el derecho del imputado a contar con un abogado financiado por el Estado si no puede proveerse uno a su costa.



Por tal razón, pese a tratarse de un proyecto de artículo único, hubo acuerdo en la Comisión para votarlo solo en general -lo aprobamos de forma unánime-, a los efectos de ahondar en el estudio de en qué lugar queda mejor ubicada la definición tomada por el órgano técnico y presentar las alternativas del caso a través de las indicaciones que resulten procedentes.



En definitiva, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, como mencioné, aprobó la idea de legislar por unanimidad y acordó sugerir a la Sala que proceda de la misma forma, para luego fijar un plazo para formular indicaciones. De esa manera, se podrá dar curso a esta reforma constitucional, que creemos de gran importancia para el país.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- No hay más Senadores inscritos.


--Queda pendiente la discusión general del proyecto.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Terminado el Orden del Día.

VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



Al señor Contralor General de la República, pidiéndole INVESTIGACIÓN POR ACTUACIONES DE SEÑOR MINISTRO DE SALUD Y SEÑORA SEREMI DE SALUD DE MAGALLANES CON RESPECTO A PARQUE CEMENTERIO CRUZ DE FROWARD EN PUNTA ARENAS.



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo, solicitándole remitir ESTUDIOS NACIONALES DE SERNAC SOBRE PRECIOS DE COMBUSTIBLES. Al señor Ministro de Justicia, para que haga llegar antecedentes sobre ESTUDIO PARA REDISEÑO DE CÁRCELES Y PROGRAMAS PENITENCIARIOS CONVENIDO CON CONSULTORA ESTADOUNIDENSE ALTEGRITY RISK INTERNATIONAL. Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, requiriéndole antecedentes acerca de EVENTUAL DESVÍO POR PARTE DE EMPRESA EFE DE AGUA UTILIZADA POR COMUNIDAD DE TALCAMÁVIDA (Región del Biobío). Al señor Ministro de Energía, solicitándole resultados de ESTUDIOS DE ENAP RESPECTO DE CAPACIDAD PROPIA PARA DISTRIBUCIÓN Y COMERCIALIZACIÓN DE COMBUSTIBLE. Y a las señoras Ministra de Medio Ambiente y Superintendenta de Servicios Sanitarios, atinente a resultados de investigaciones y acciones a desarrollar producto de DERRAMAMIENTO DE AGUAS SERVIDAS POR PARTE DE ESSBIO EN CANAL PRICE DE HUALPÉN (Octava Región).



Del señor PROKURICA:



Al señor Ministro de Minería, para que informe sobre MEDIDAS DE EMPRESA NACIONAL DE MINERÍA EN MATERIA DE CONTRATACIONES Y CREACIÓN DE SUBGERENCIAS DURANTE 2011 Y SU COSTO ANUAL.

)----------(

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- En Incidentes, los Comités Radical Social Demócrata, Unión Demócrata Independiente y Renovación Nacional no harán uso de sus tiempos.



En el turno del Comité Independientes, tiene la palabra el Senador señor Cantero.

SOLICITUD DE ANTECEDENTES ACERCA DE CONCESIONES DE ACUICULTURA PARA DORADO EN SEGUNDA REGIÓN. OFICIOS

El señor CANTERO.- Señor Presidente, quiero referirme a un proceso emergente vinculado a una actividad económica potencial: el desarrollo de la acuicultura del dorado (Seriola Lalandi), que está siendo impulsado en la Segunda Región, en particular, por la Universidad de Antofagasta.



Mi intervención va dirigida al proceso de solicitud y entrega de concesiones de acuicultura en el espacio territorial de dicha Región.



Ese ámbito de desarrollo me parece muy promisorio, muy importante. Se trata de una nueva actividad productiva sustentable, la cual, además, se caracteriza por ser intensiva en el uso de mano de obra. Y, por cierto, abrigamos grandes expectativas regionales en este sentido.



La idea es generar una alternativa real que permita crear nuevas fuentes de empleo para quienes, trabajando en el sector, han visto dañadas sus condiciones socioeconómicas producto del deterioro en las faenas de captura, particularmente de la pesca artesanal. Este es un sector muy alicaído. Con esa nueva actividad se abriría una potencialidad muy relevante, en especial, en comunas como Taltal y Tocopilla, deprimidas desde el punto de vista de la pesquería artesanal.



Asimismo, se busca reactivar el interés por desarrollar el ámbito académico docente, sobre todo en carreras ligadas a las ciencias del mar.



¿Cuál es la situación de esta actividad?



Desde hace ocho años la Universidad de Antofagasta ha desarrollado investigaciones, apoyadas en primera instancia por CONICYT a través de un proyecto FONDEF. Luego, dicha casa de estudios y las empresas asociadas llevaron adelante las fases complementarias pertinentes. Por último, la iniciativa se profundizó con un proyecto InnovaChile (CORFO), en el que participaron la referida Universidad y algunas firmas relacionadas.



En pocas palabras, podemos decir que se ha desarrollado un know-how, es decir, un conocimiento de gestión respecto de cómo llevar a cabo un proceso de cultivo -en el mar (jaulas flotantes) o en tierra (estanques)- con un enfoque comercial.



La idea es que los embriones se desarrollen hasta un tamaño pequeño. Eso demora entre dos y tres meses, cuando alcanzan la instancia juvenil (50 gramos, aproximadamente). Desde allí van a las jaulas de engorda, ubicadas en tierra o en mar, como ya dije, donde permanecen entre 16 y 18 meses, tiempo que requieren para lograr la talla premium (3 a 4 kilogramos). Entonces los peces están listos para la cosecha. 



Esto se ha transformado en una actividad comercial muy interesante, que tiene una gran prospectiva de demanda tanto a nivel nacional como internacional. De hecho, se han mandado muestras y se ha recibido un muy positivo informe.



Como se ve, esta actividad podría ser muy interesante también para el desarrollo de los buzos mariscadores de la Segunda Región. 



Me parece muy atractivo potenciar tal iniciativa.



Ahora vamos al punto de fondo que me interesa plantear.



En la Región se tramitan en la actualidad 15 concesiones de acuicultura, de las 20 originalmente presentadas. Esto, para llevar adelante el proceso de engorda.



¿Cuál es mi preocupación? Que esas 15 concesiones se encuentran en manos de dos empresas. 



La pregunta es: ¿con qué objeto concentrar concesiones marinas para el desarrollo de la acuicultura del dorado en lugares tan disímiles como Tocopilla (en las localidades de Guanillos del Sur, Gatico, Punta Gaucache, Punta Guasilla y caleta Tames); Mejillones (en el sector de Gualaguala); Antofagasta (en las caletas Bolfín -y al sur de esta-, El Cobre, El Blanco y Botija), y Taltal (en los sectores de caleta Hueso Parado, rada Paposo, caleta Buena, caleta El Gritón, Las Guaneras, Punta Carrizalillo e islotes Fernández Vial)?



Se trata de veinte lugares con que prácticamente se cubre toda la costa de la Segunda Región, la que queda en manos solo de dos empresas. En general, cada concesión es del orden de más de 100 hectáreas.



Señor Presidente, me preocupa que una actividad tan promisoria como el cultivo del dorado, por la vía de la concentración de las concesiones de acuicultura, termine siendo una actividad industrial que quede bloqueada y en manos de muy pocas personas, las que podrían desarrollar procesos especulativos, encarecer la actividad o generar un efecto de roce que dificulte el ingreso a esta actividad industrial.



En definitiva, la opción por bahías se cierra al entregarse concesiones de las características que estoy señalando.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Señor Senador, ha finalizado su tiempo. 



Pero debido a su interesante exposición, que compete a la Región de Antofagasta, le concederemos los minutos que necesite. 

El señor CANTERO.- Muchas gracias, señor Presidente. 



Decía, entonces, que me preocupa que se apruebe ese tipo de concesiones, por cuanto, en mi opinión, más que beneficiar a la Segunda Región, se terminará obstaculizando el acceso a esa clase de actividades. 



He conversado con actores del sector, fundamentalmente con Rodolfo Wilson, docente, académico e investigador que ha elaborado los proyectos de investigación y conseguido financiarlos a lo largo de estos ocho años, y existe la inquietud de que, por la vía mencionada, se bloquee la posibilidad de desarrollar esta actividad. 



Por eso, hago un llamado para que el SERNAPESCA tenga particular cuidado al respecto, e informe con qué criterios se van a otorgar esas concesiones. 



En lo particular, hay una empresa que tiene ocho concesiones. ¿Qué pido? Que se entregue una y se establezca un plazo, vinculado al estudio de impacto ambiental, para que empiece la producción, y, de no ser factible, que caduque esa concesión para que otro interesado pueda actuar y entrar a producir. 



A mí me preocupa que dos empresas concentren todas las concesiones de caletas y bahías en la Segunda Región, porque, más que ayudar al desarrollo de la industria, van a terminar bloqueándola. 



Deseo que se envíe mi intervención a la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, para que me informe su opinión respecto de esta materia y formule sus sugerencias o comentarios a fin de que el sistema de concesiones sea más racional y beneficioso para los intereses del país. 



Asimismo, pido que esta intervención se remita al Servicio Nacional de Pesca, con el objeto de que aclare los criterios que se están aplicando respecto de estas concesiones, y de que, en tanto estos no se clarifiquen, al menos a los parlamentarios de la Región, se inhiba de entregar concesiones por el riesgo que acabo de señalar: que resulten concentradas en dos grandes empresas, lo cual puede terminar bloqueando el acceso a una actividad tan promisoria en la Segunda Región. 



He dicho. 



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento, con la adhesión de la Sala.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité Partido Socialista, tiene la palabra el Senador señor Escalona. 

RETRASO EN CONSTRUCCIÓN DE NUEVO HOSPITAL REGIONAL EN PUERTO MONTT. OFICIO

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, deseo solicitar el envío de tres oficios. 



El primero de ellos al señor Ministro de Salud, para que informe respecto de las noticias aparecidas en los medios de comunicación de la ciudad de Puerto Montt sobre el eventual atraso en las obras destinadas a la construcción del nuevo hospital regional de Los Lagos, situado en el acceso a Puerto Montt. 



Dichas informaciones, de carácter oficioso, son preocupantes en el sentido de que habría un significativo atraso en la edificación del citado recinto hospitalario. La comunidad requiere contar con él a la brevedad, especialmente en lo que se refiere a las prestaciones de salud que brindan los servicios de urgencia del actual hospital de Puerto Montt, que se encuentra muy dañado por el uso, por su antigüedad, y presenta problemas de atención y de hacinamiento de los pacientes. 



La comunidad espera que el nuevo centro hospitalario se entregue en los plazos establecidos durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet. 



Sin embargo, según publicaciones en la prensa, habría un atraso en las obras. Por eso, solicito al señor Ministro de Salud que nos pueda proporcionar la información oficial en relación con esta materia. 



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento. 

INCUMPLIMIENTO DE ACUERDO DE NO  APLICACIÓN DE REPRESALIAS A PARTICIPANTES EN MOVIMIENTO ESTUDIANTIL. OFICIO

El señor ESCALONA.- En segundo lugar, pido que se oficie al señor Ministro de Educación en relación con el proyecto de ley tendiente a facilitar el pago de la subvención escolar, que aprobamos en el Senado. Ocurre que se llegó a un acuerdo con su antecesor, el señor Felipe Bulnes, expresado en un artículo que se incluyó en dicho cuerpo legal, el cual otorgaba atribuciones al Ministerio de Educación con el propósito de imposibilitar represalias contra los estudiantes que hubiesen participado en el movimiento estudiantil que tuvo lugar en nuestro país entre mayo y diciembre, aproximadamente, del año recién pasado. 



Mucha información de prensa indica que ha habido numerosas represalias. Por lo tanto, se está faltando a la palabra que se comprometió con este Senado. A mi juicio, se trató de una decisión del Estado de Chile, no solo de una determinación ocasional del Ministro de Educación, señor  Felipe Bulnes, quien terminó sus funciones el 29 de diciembre pasado. 



Entiendo que el nuevo Secretario de Estado, don Harald Beyer, asume en plenitud los acuerdos de su antecesor. Y para mí este es un compromiso clave. Que aparezca el sistema político, tanto el Ejecutivo como el Legislativo, sobrepasados por la furia irracional de algunos alcaldes, que cometen todo tipo de tropelías contra los estudiantes, me parece francamente una situación deleznable y muy desafortunada. Incluso la prensa ha informado del caso de estudiantes que obtuvieron excelentes puntajes nacionales en la PSU y que, por estar en la situación de repitentes, perderán la posibilidad de ingresar a la universidad. 



Se trata de valores jóvenes, que no pueden ser castigados simplemente por el hecho de participar en un movimiento social. 



En la Región de Los Lagos, y en particular en la provincia de Chiloé, también se registran casos de tal naturaleza: jóvenes que, en vez de ser premiados por su talento, son castigados. 



En consecuencia, quiero recabar con urgencia la intervención del señor Ministro de Educación respecto de lo establecido por la propia ley antes citada y del compromiso solemne que se tomó aquí con todos nosotros. 



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento. 

ENTREGA DE TÍTULOS DE DOMINIO A HABITANTES DE PALAFITOS EN COMUNA DE CASTRO. OFICIO

El señor ESCALONA.- Finalmente, solicito que se envíe un oficio a la señora Ministra de Bienes Nacionales, para agradecer la recepción que ella ha tenido acerca de la idea que formulé en un proyecto de ley para resolver la carencia de títulos de dominio de los habitantes de los conocidos palafitos en el borde costero de Castro. 



Como es sabido, tales viviendas representan un orgullo para nuestro país. Acaba de salir en dos publicaciones: el New York Times y otra, la invitación a los turistas para conocer estas maravillas de la provincia de Chiloé, y en particular de la comuna de Castro. 



Sin embargo, su gente, sus habitantes no tienen los títulos de dominio respectivos, lo cual les impide acceder a algún tipo de subsidio. Varios de esos palafitos ya son viejos. No obstante, existe, por ejemplo, el subsidio llamado “Protección del Patrimonio Familiar”, que posibilitaría que esas familias recibieran una ayuda del Estado para reparar sus viviendas ya usadas y maltrechas por el tiempo y las condiciones climáticas. Pero, por las razones mencionadas, no pueden postular a dicho programa. 



La señora Ministra ha tenido una muy buena acogida a la propuesta que le presenté en el sentido de legislar respecto de la entrega de atribuciones expresas y extraordinarias al Ministerio de Bienes Nacionales, durante un tiempo acotado -tres años, por ejemplo-, con el propósito de resolver el problema planteado. 



Me parece claramente un contrasentido que la prensa internacional valore nuestra cultura, como los palafitos, en este caso, y nosotros tengamos a familias chilenas viviendo en condiciones que no son las que merecen, o, por lo menos, las que el Estado tiene la obligación de procurar para que se desarrollen en la mejor forma posible. 



He dicho. 



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento. 

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Los Comités Demócrata Cristiano y Partido Por la Democracia no harán uso de sus tiempos. 



Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión. 



--Se levantó a las 19:29.

Manuel Ocaña Vergara,

                                             Jefe de la Redacción
A N E X O S
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 85ª, ORDINARIA, EN MARTES 3 DE ENERO DE 2012



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Girardi, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Letelier. 


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, el Ministro Secretario General de la Presidencia y el Subsecretario de Economía y Empresas de Menor Tamaño, señores Cristián Larroulet y Tomás Flores, respectivamente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS


Las actas de las sesiones 78ª, ordinaria, de 30 de noviembre de 2011; 79ª, especial, de 12 de diciembre del mismo año; 80ª y 81ª, ordinarias, de 13 y 14 de diciembre de 2011, respectivamente; 82ª, ordinaria y 83ª, especial, ambas de 20 de diciembre del mismo año, y 84ª, ordinaria, de 21 de diciembre de 2011, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes


Nueve de S. E. el Presidente de la República:


Con los cuatro primeros, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, para el despacho de los siguientes asuntos: 


1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.290, aumentando las sanciones por manejo en estado de ebriedad, bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, y bajo la influencia del alcohol (Boletín N° 7.652-15).


2.- Proyecto de ley que modifica plazos sobre muerte presunta y establece normas sobre comprobación judicial de muerte (Boletín N° 7.973-07).


3.- Proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (Boletín N° 7.328-03).


4.- Proyecto de ley que modifica límites intercomunales entre Combarbalá y Punitaqui, en la Región de Coquimbo, y entre Puerto Varas y Puerto Montt, en la Región de Los Lagos (Boletín N° 6.733-06).


Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que mejora la fiscalización para la prevención del delito de abigeato (Boletín N° 7.411-01).


2.- Proyecto de ley que regula el contrato de seguro (Boletín N° 5.185-03).


3.- Proyecto de ley sobre interés máximo convencional (Boletines N°s. 7.786-03 y 7.932-03, refundidos).


4.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.039, de Propiedad Industrial, para estandarizar y mejorar el proceso de solicitud de marcas y patentes (Boletín N° 7.862-03).


5.- Proyecto de ley sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de Acuicultura y Consejos Zonales de Pesca (Boletín N° 7.947-03).


6.-  Proyecto de ley sobre reprogramación de créditos universitarios (Boletín N° 7.874-04).


7.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.241, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (Boletín N° 7.503-19).


8.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.444 y la ley N° 19.885, con el objeto de fomentar las donaciones y simplificar sus procedimientos (Boletín Nº 7.953-05).


9.- Proyecto de ley que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (Boletín N° 4.426-07).


10.- Proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (Boletines N°s 5.324-07 y 5.522-07, refundidos).


11.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad (Boletín N° 5.838-07).


12.- Proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 19.665, en las materias que indica (Boletín N° 6.244-07).


13.- Proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 126 bis de la Constitución Política de la República, sobre territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández (Boletín N° 6.756-07).


14.- Proyecto de ley que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades (Boletín N° 6.952-07).


15.- Proyecto de ley relativo a las facultades de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones para practicar, sin orden previa, las primeras diligencias de investigación de un delito (Boletín N° 7.050-07).


16.- Proyecto de ley que establece normas especiales sobre publicidad y reserva de las actuaciones procesales tratándose de ciertos delitos y un reforzamiento de las sanciones en materia de delitos contra los miembros de las policías (Boletín N° 7.217-07).


17.- Proyecto de ley que crea el Registro Nacional de Prófugos de la Justicia (Boletín Nº 7.408-07).


18.- Proyecto de ley sobre indulto general (Boletín N° 7.533-07).


19.- Proyecto de ley que modifica el régimen de libertad condicional y establece, en caso de multa, la pena alternativa de trabajos comunitarios (Boletín N° 7.534-07).


20.- Proyecto de ley que aumenta las penas del delito de robo de cajeros automáticos (Boletín Nº 7.689-07).


21.- Proyecto de ley sobre derecho a defensa de los imputados (Boletín N° 7.854-07).


22.- Proyecto de ley que regula la certificación de los artefactos para combustibles de leña y otros productos dendroenergéticos (Boletín Nº 7.141-08).


23.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo Marco para la Implementación de Sistemas de Control Integrado y de Cooperación para la Facilitación del Tránsito en los Pasos de Frontera Habilitados entre la República de Chile y la República del Perú, suscrito en Santiago, el 19 de enero de 2011 (Boletín Nº 7.967-10).


24.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Nicaragua sobre Autorización para el Ejercicio de Actividades Remuneradas para Familiares Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Técnico y Administrativo de las Misiones Diplomáticas y Representaciones Consulares, suscrito en Managua, Nicaragua, el 22 de febrero de 2011 (Boletín Nº 7.987-10).


25.- Proyecto de ley sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (Boletín Nº 4.921-11).


26.- Proyecto de ley sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (Boletín N° 6.499-11).


27.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.925, sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas, con el objeto de promover las presentaciones de música en vivo (Boletín Nº 7.449-11).


28.- Proyecto de ley que crea el Tribunal Ambiental (Boletín N° 6.747-12).


29.- Proyecto de ley sobre derechos de empaquetadores de supermercados u otros establecimientos comerciales (Boletín N° 7.592-13).


30.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).


31.- Proyecto de ley que extiende los plazos de los servicios de radiodifusión comunitaria para adecuarse a la normativa en materia de concesiones (Boletín Nº 8.031-19). 


Con el séptimo y el octavo, se hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que establece la ley marco de los Bomberos de Chile (Boletín Nº 7.897-22).


2.- Proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de regulación a las farmacias (Boletín N° 6.523-11).


Con el último, hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para el  despacho de los siguientes proyectos de ley:


1.- El que declara inembargables los bienes destinados a la rehabilitación de personas con discapacidad (Boletines N°s. 7.720-31 y 7.877-31, refundidos).


2.- El que crea un Consejo Parlamentario de Futuro en Ciencia y Tecnología (Boletín N° 7.906-07).


- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que prestó su aprobación a las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que modifica el plazo para el reintegro parcial por concepto del impuesto específico al petróleo diesel para las empresas del transporte de carga, establecido en la ley N° 19.764 (Boletín N° 8.066-05).


- Se toma conocimiento y se manda archivar junto con sus antecedentes.

Dos de la Excelentísima Corte Suprema:


Con el primero, comunica la elección del Ministro señor Rubén Ballesteros Cárcamo como su nuevo Presidente para el bienio comprendido entre el 6 de enero de 2012 y el 6 de enero de 2014.


Con el segundo, da a conocer que, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 95, letra a) de la Constitución Política de la República, procedió al sorteo para designar a los miembros del Tribunal Calificador de Elecciones que lo integrarán a contar del 31 de enero de 2012, resultando elegidos los Ministros de esa Corte señor Patricio Valdés Aldunate, señora Sonia Araneda Briones y señores Haroldo Brito Cruz y Carlos Künsenmüller Loebenfelder, y que, atendida su antigüedad en la Primera Categoría del Escalafón Primario, le corresponde ser Presidente de dicho Tribunal al Ministro señor Valdés.  


- Se toma conocimiento.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia autorizada de la sentencia definitiva recaída en el requerimiento deducido por cinco señores Diputados y cinco señores Senadores con el propósito de que esa Magistratura declarase la inhabilidad de la Honorable Senadora señora Von Baer para desempeñar la función parlamentaria.


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.


Envía copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en el ejercicio del control de constitucionalidad de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que crea juzgados de policía local en las comunas que indica (Boletín N° 5.906-07).


2.- Proyecto de ley que regulariza construcción de bienes raíces destinados a microempresas y equipamiento social (Boletín N° 6.531-14).


3.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos irregulares, y renueva su vigencia (Boletín N° 6.830-14).


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus respectivos antecedentes. 


Remite copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en las acciones de inaplicabilidad de los artículos 21 del decreto ley N° 701, de 1974, cuyo texto definitivo fue fijado por el decreto ley N° 2.565, de 1979, y 8°, numeral 9°, de la ley N° 18.101, que fija normas especiales sobre arrendamiento de predios urbanos.


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.


Envía copia autorizada de las resoluciones recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 25 del Código del Trabajo; 277, inciso segundo del Código Procesal Penal, y 4° de la ley N° 19.531, sustituido por el artículo 1° de la ley N°20.224.


- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Contralor General de la República


Remite copia de los informes finales N°s. 35 y 40, de 2011, solicitados en nombre del Honorable Senador señor Tuma, sobre auditorías realizadas para establecer el destino dado a la subvención escolar preferencial por las Municipalidades de Temuco y de Padre Las Casas.

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Da contestación a solicitudes de información, cursadas en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativas a los siguientes asuntos:


1.- Iniciativa de la Corporación Nacional Forestal, autoridades y organizaciones no gubernamentales y comunitarias de la Región de Aysén, para enviar viviendas prefabricadas a la comuna de Curepto, en la Región del Maule. 


2.- Consulta sobre visita de S. E. el Presidente de la República a la Región de Aysén, en el marco de las conmemoraciones del Bicentenario.


Adjunta antecedentes, solicitados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de las materias que se refieren a continuación:


1.- Estado de la reconstrucción de la Tercera Comisaría de Carabineros en la comuna de Bulnes.


2.- Factibilidad de extender el subsidio al pago de consumo de energía eléctrica de familias de bajos ingresos albergadas en campamentos de la Región del Bío Bío.


Contesta una petición para acelerar los trabajos comprometidos por el Ejecutivo para remediar la situación de aislamiento crónico de la Provincia de Palena y de la Región de Aysén, agravada por el cierre del paso fronterizo Cardenal Samoré; remitida en nombre de los Honorables Senadores señores Horvath, Orpis y Sabag.


Atiende petición, cursada en nombre del Honorable Senador señor Orpis, para que se consideren los planteamientos de su exposición respecto de la Región de Arica y Parinacota, en su dimensión geopolítica.


Da contestación a una petición de antecedentes, enviada en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, sobre el anuncio de S. E, el Presidente de la República de que el Fondo Nacional de Desarrollo Regional se incrementará en un 50%. 

Del señor Ministro de Planificación


 Responde solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Frei, respecto de las razones por las que no se prosiguió con el trámite de adquisición del predio de una particular. 

Del señor Ministro de Justicia


Atiende petición, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, concerniente a la respuesta de esa Secretaría de Estado al señor Alcalde de Cauquenes, en relación con medidas institucionales para fortalecer la acción del Servicio Médico Legal en dicha comuna. 

Del señor Ministro de Obras Públicas


Da respuesta a un acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señor Letelier, señoras Allende y Rincón y señores Girardi, Gómez, Larraín Fernández, Muñoz Aburto y Zaldívar, sobre medidas de protección del embalse Rapel (Boletín Nº S 1.396-12).


Informa al tenor de la petición de antecedentes, remitida en nombre de los Honorables Senadores señores Horvath, Orpis y Sabag, referente a la situación del Paso Cardenal Samoré, ante la erupción del Volcán Puyehue y al aislamiento crónico de la Provincia de Palena y de la Región de Aysén.


Atiende solicitud, cursada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto de medidas adoptadas ante la erupción del Volcán Puyehue, en lo tocante al cierre del Paso Cardenal Samoré, a los servicios de transbordadores a Palena, Aysén y Magallanes y a la priorización del tramo faltante, en la Ruta 7, entre Puerto Montt y Chaitén.


Contesta petición de información, requerida en nombre del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sobre la factibilidad de habilitar las estaciones de Valencia y Rumié, respectivamente, en las comunas de Quilpué y Villa Alemana, del Metro Regional de Valparaíso.  


Remite ejemplar del Plan Regional de Infraestructuras y Gestión del Recurso Hídrico al 2018, para la Región de Los Ríos, con el objeto de actualizar antecedentes solicitados en nombre del Honorable Senador señor Frei.


Informa que hará uso de su feriado legal entre los días 2 y el 13 de enero del mes en curso.

Del señor Ministro de Salud


Contesta petición de antecedentes, remitida en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, en materia de aportes destinados al Hogar de Cristo para prestaciones de salud.


Da respuesta a peticiones de información, cursadas en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, sobre las siguientes materias:


1.- Listado de medicamentos cuya venta se encuentra autorizada en Chile, contenida en CD-Room que acompaña.


2.- Situación que afecta a la señora Marisol Hernández Muñoz, de la comuna de Cauquenes, quien requiere de una intervención quirúrgica urgente.


3.- Dolencia que aqueja a la señora María Eugenia Labra Martínez, de la comuna de Linares, quien necesita similar intervención. 

Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones


Responde consulta, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Escalona, relativa a la forma y modo de dar cumplimiento a la ley N° 20.468, que aumenta el subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, particularmente, en la Región de Los Lagos. 

Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas


Informa, atendiendo a una petición formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre aspectos del accidente ocurrido en el Archipiélago de Juan Fernández, en el mes de septiembre pasado. 

Del señor Subsecretario de Economía y Empresas de Menor Tamaño


Da contestación a petición de antecedentes, formulada en nombre del Honorable Senador señor Cantero, relativos a la designación del encargado de la Secretaría Ejecutiva de Desarrollo Digital. 

De la señora Directora de Presupuestos


Remite copia de respuesta a petición enviada en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, sobre acuerdos alcanzados con gremios de Salud, reajustabilidad de la bonificación de zonas extremas y planes de incentivo a retiro de funcionarios públicos.

Del señor Superintendente de Electricidad y Combustibles


Contesta petición de antecedentes, realizada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referente a las medidas adoptadas para que la Empresa Eléctrica de Aysén entregue solución a la serie de interrupciones del servicio que presta en la ciudad de Cochrane.

De la señora Directora Nacional del Servicio Nacional del Adulto Mayor


Atiende petición cursada en nombre de los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Pérez San Martín y señores Horvath, Prokurica y Ruiz-Esquide, para el estudio de un proyecto de ley que modifique la ley de dicho Servicio con el objetivo de asignarle facultades revisoras a los Comités Regionales para el Adulto Mayor y crear la figura de inspectores civiles.

De la señora Superintendente de Pensiones


Responde petición de antecedentes, enviada en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, en lo que se refiere a las razones técnicas que explican la disminución de la densidad previsional durante los últimos años.

Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda


Da contestación a las siguientes peticiones de antecedentes:


1.- La formulada en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, referente al anuncio de S. E. el Presidente de la República de un incremento del 50% al Fondo Nacional de Desarrollo Regional.


2.- La requerida por el Honorable Senador señor Navarro, en materia de niveles de elusión y evasión tributarias, desde el año 2008 a la fecha.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica ley N° 20.248, de Subvenciones Escolares, en materia de rendición (Boletín N° 7.248-04).


De la Comisión Mixta constituida para proponer, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 70 de la Constitución Política de la República, la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 126 bis de la Constitución Política de la República, sobre territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández (Boletín N° 6.756-07) (con urgencia calificada de “suma”).


De las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica límites intercomunales entre Combarbalá y Punitaqui, en la Región de Coquimbo, y entre Puerto Varas y Puerto Montt, en la Región de Los Lagos (Boletín N° 6.733-06) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Quedan para Tabla.

Declaración de inadmisibilidad


Moción de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Lagos, Muñoz Aburto, Rossi y Walker, don Patricio, con la que dan inicio a un proyecto de ley que extiende el beneficio a sala cuna y crea el Fondo Nacional Solidario para el cuidado infantil.


- Se declara inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo disponen el inciso tercero y el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyecto de acuerdo


Del Honorable Senador señor Chahuán, sobre reconocimiento de la asignación especial de funcionarios de salud para los Técnicos de Enfermería de Nivel Superior, y solicitud de un proyecto de ley del Ejecutivo que actualice el Código Sanitario en materia de profesiones auxiliares de la salud (Boletín N° S 1.438-12).


- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Permiso constitucional


Solicitud del Honorable Senador señor Chahuán para ausentarse del territorio nacional entre los días 6 y 12 del mes en curso.


- Se accede a lo solicitado.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS


El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1.- Enviar a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía el oficio de la señora Directora del Instituto de Derechos Humanos mediante el cual solicita que el Senado designe a un nuevo consejero en reemplazo de la señora Pamela Pereira (Boletín N° S 1.386-13), proponiéndose para el cargo a la señora Carolina Carrera Ferrer.


2.- Reducir hasta el lunes 9 de enero, a las 13:00 horas, el plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que establece la ley marco de los Bomberos de Chile (Boletín Nº 7.897-22).


3.- Ampliar el plazo para formular indicaciones al proyecto de ley relativo al interés máximo convencional (Boletines Nºs 7.786-03 y 7.932-03, refundidos), hasta el día lunes 16 de enero a las 13:00 horas.


4.- Colocar en el tiempo de Fácil Despacho de la sesión ordinaria del día de mañana, los proyectos de acuerdo en Tiempo de Votaciones, ubicando en primer lugar el signado con el número 18 de la Tabla del día de hoy, esto es, el que propone la constitución de una Comisión Especial del Senado para el estudio de reformas al sistema de administradoras de fondos de pensiones (Boletín Nº S 1.424-12).


5.- Fijar el siguiente calendario de semanas regionales, para el año en curso, y hasta enero de 2013:


- Marzo: desde el lunes 26 al viernes 30; - Abril: desde el lunes 23 al viernes 27; - Mayo: desde el lunes 28 al viernes 1 de junio; - Junio: desde el lunes 25 al viernes 29; - Julio: desde el lunes 23 al viernes 27; - Agosto: desde el lunes 20 al viernes 24; -Septiembre: desde el lunes 24 al viernes 28; -Octubre: desde el lunes 22 al viernes 26; -Diciembre: desde el lunes 3 al viernes 7, y desde el lunes 24 hasta el viernes 28, y - Enero 2013: desde el lunes 28 al viernes 1 de febrero.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales, con informe de la Comisión de

Economía


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 7.328-03 y urgencia de “discusión inmediata”. 


Añade que su objetivo principal es establecer un régimen optativo y simplificado para constituir, modificar y disolver una sociedad -salvo sociedades anónimas abiertas y otras especiales-, o una empresa individual de responsabilidad limitada, y disminuir así los tiempos y costos para constituir formalmente una empresa, especialmente en aquellas micro organizaciones que no lo han utilizado y no han formalizado su constitución.


Agrega que, por acuerdo de los Comités, de fecha 15 de marzo de 2011, se autorizó a la Comisión de Economía para discutir en general y en particular este proyecto durante el primer informe. Sin embargo, con fecha 14 de diciembre de 2011 dicho órgano técnico acordó, por la unanimidad de sus integrantes, no hacer uso de la facultad otorgada y despachar el proyecto sólo en general.


Señala, finalmente, que la Comisión de Economía dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Espina, García, Pérez Varela, Tuma y Zaldívar.


Cabe hacer presente que la Comisión deja constancia de que en la discusión en particular el proyecto también debe ser informado por la Comisión de Hacienda por contener normas sobre materias de su competencia.

- - -


La Honorable Senadora señora Pérez San Martín solicita recabar la autorización de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Economía y Empresas de Menor Tamaño, señor Tomás Flores.


Se accede a lo solicitado.

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Zaldívar, Tuma y Larraín Peña, al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y al Honorable Senador señor Letelier.


Cerrado el debate y puesto en votación en general, es aprobado por 30 votos a favor, un voto en contra y una abstención.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señora Allende, señores García, Gómez, Pérez Varela, Espina, Prokurica, Orpis, Uriarte, García-Huidobro y Sabag, señora Alvear y señores Larraín Fernández y Quintana.


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Larraín Peña, quien fundamenta su decisión.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Frei.
- - -


El señor Presidente consulta a la Sala por el plazo de indicaciones, y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Zaldívar y Coloma, señora Pérez San Martín y señores Larraín Peña y Orpis.


La Sala acuerda que, en definitiva, el plazo de indicaciones sea hasta el 23 de enero de 2012, a las 13 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Economía, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

______________


Posteriormente, el Honorable Senador señor Quintana solicita recabar la autorización de la Sala para que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, pueda sesionar en paralelo para tratar el proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior (Boletín N° 8.041-04).


Se accede a lo solicitado.

- - -

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Letelier, Bianchi, Cantero, Escalona y Quintana, en primer trámite constitucional, que prohíbe aportes estatales a entidades que persigan fines de lucro en la educación, con informe de la Comisión de

Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 7.856-04.

- - -


El señor Presidente indica que corresponde proseguir con la discusión en general, y otorga la palabra a los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Larraín Peña.


Queda pendiente la discusión en general de este asunto.

- - -


Luego, el señor Presidente expresa que ha concluido el Orden del Día.

_______________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Navarro, Muñoz Aburto y Horvath, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_______________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 86ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 4 DE ENERO DE 2012



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Girardi, del Vicepresidente, Honorable Senador señor Letelier, y, accidentalmente, del Honorable Senador señor Pizarro. 


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia y de Transportes y Telecomunicaciones, señores Cristián Larroulet y Pedro Pablo Errázuriz, respectivamente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 78ª, ordinaria, de 30 de noviembre de 2011; 79ª, especial, de 12 de diciembre del mismo año; 80ª y 81ª, ordinarias, de 13 y 14 de diciembre de 2011, respectivamente; 82ª, ordinaria y 83ª, especial, ambas de 20 de diciembre del mismo año, y 84ª, ordinaria, de 21 de diciembre de 2011, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados: 


Con el primero, informa que prestó su aprobación a la proposición de la Comisión Mixta para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (Boletín N° 4.991-15) (con urgencia calificada de “suma”).


- Queda para la Tabla de esta sesión.


Con el segundo, comunica que ha dado su aprobación al proyecto de ley que establece el Sistema de Elecciones Primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes (Boletín N° 7.911-06) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y a la de Hacienda, en su caso.

Del señor Subsecretario de Previsión Social


Atiende petición, remitida en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, sobre requisitos para acceder a beneficios del Sistema de Pensiones Solidarias de la ley N° 20.025 y a exención de la cotización que establece el artículo 85 del decreto ley N° 3.500, de 1980.


- Queda a disposición de Sus Señorías.

Informe


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Chahuán, señora Alvear y señores Espina y Larraín Fernández, en primer trámite constitucional, respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (Boletín N° 7.765-07).


- Queda para Tabla.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señores Uriarte, Espina, Larraín Fernández, Larraín Peña y Prokurica, sobre decisión del Partido Comunista de Chile de expresar condolencias por la muerte de Kim Jong Il (Boletín N° S 1.439-12).


- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

- - -


A continuación, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Prokurica, quien, en nombre de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, solicita al señor Presidente recabar el parecer de la Sala para que el proyecto de ley que modifica la ley N° 18.290, aumentando las sanciones por manejo en estado de ebriedad, bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, y bajo la influencia del alcohol (Boletín N° 7.652-15), sea analizado en su segundo informe solamente por la Comisión mencionada, y que se omita dicho trámite en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Así se acuerda.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Larraín Fernández informa que la Comisión de Ética y Transparencia de la Corporación ha organizado un Seminario Internacional sobre Probidad y Transparencia en el Congreso Nacional y en el Sistema de Partidos Políticos, e invita a los Honorables Senadores a participar en él.

- - -


Por último, el Honorable Senador señor Quintana manifiesta su preocupación, porque aún no se ha procedido a proponer por parte del Ejecutivo a los miembros del Consejo Nacional de Educación, que deben ser ratificados por el Senado, en virtud de lo dispuesto en la ley N° 20.370.

_______________


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Tuma, señoras Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Chahuán, Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Navarro, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar, que propone la constitución de una Comisión Especial del Senado para el estudio de reformas al sistema de administradoras de fondos

de pensiones


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° S 1.424-12.

- - -


Puesto en votación, es aprobado por 18 votos a favor y 6 votos en contra.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Escalona, Frei, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Peña y Orpis.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1.- Que el sistema de Administración de Fondos de Pensiones de capitalización individual cumple tres décadas desde su creación en el país; que en el período de implementación el sistema evidencia importantes falencias estructurales, de gestión y cobertura que es preciso abordar; la necesidad de proteger a los sectores sociales que no estarán cubiertos por el sistema privado, y por el esfuerzo que demandará para el Estado garantizar pensiones dignas a los trabajadores que están en el sistema privado y que no alcanzarán una pensión digna para su período de vejez.

2.- Que una de las principales evidencias que arroja el sistema privado de pensiones es que no constituye un sistema de seguridad social según los parámetros establecidos por organismos internacionales, como la OIT, que exigen el cumplimiento de principios mínimos como solidaridad, riesgos compartidos y financiamiento colectivo. Por el contrario, el sistema privado de AFP presenta una baja cobertura, garantiza utilidades y comisiones a las empresas a todo evento, dejando el riesgo de la gestión financiera en los cotizantes, asegurando la rentabilidad de la industria en un mercado altamente concentrado.

3.- Que el sistema privado de administración de pensiones ofrece una baja cobertura, no estimula el ingreso del sector independiente, presenta una baja cotización de los trabajadores autónomos y no garantiza una jubilación digna a la gran mayoría de los trabajadores que cuentan con trabajos precarios. Que sólo el 30% de la fuerza laboral accede a un empleo con contrato de trabajo y estable, en el sector público un 45% de los trabajadores está adscrito bajo la modalidad de contrata u honorarios. Que un gran porcentaje de la población no alcanza los 20 años de aportes y sólo el 10% de los cotizantes efectúan su ahorro previsional todos los meses que exige la ley, y que el promedio de cotización previsional de los trabajadores en Chile es de 6 meses.

La baja densidad de las cotizaciones previsionales es un tema clave respecto a la cobertura del sistema, los hombres han contribuido en promedio alrededor del 60 por ciento del tiempo y las mujeres el 40 por ciento. Los trabajadores en general han contribuido alrededor del 75 por ciento del tiempo que se emplean. Por otra parte, sólo el 30 por ciento de trabajadores de bajos ingresos han contribuido a la seguridad social, en comparación con el 70 por ciento de los trabajadores de altos ingresos. Es claro que el supuesto de un 80 por ciento en la densidad promedio de la contribución no será realidad.

Este escenario de baja cobertura, compromete la promesa del sistema de cotización individual de que el Estado no debería financiar el sistema de jubilaciones y que la cotización previsional permitiría mejorar las pensiones de los trabajadores.  Luego de tres décadas, el Estado actualmente debe destinar el 6 por ciento del PIB para financiar las pensiones, lo que representa un tercio del gasto público total. El Estado se debe hacer cargo de 1,5 millones de pensionados, esta cifra ascenderá a 3,5 millones que deberá financiar toda la sociedad. Luego de tres décadas el sistema de pensiones cubre sólo el 5% de los adultos mayores. Por ello, se ha debido realizar una reforma previsional para ampliar la cobertura básica puesto que se calcula que más de tres millones de personas no podrán solventar sus ingresos de jubilación a través de las AFP.

A lo anterior se suma el esfuerzo fiscal que el Estado debe realizar para financiar las pensiones de las Fuerzas Armadas; la Caja de Previsión de la Defensa Nacional requiere un presupuesto anual de 877 mil millones de pesos, del cual un 83,8% se destina mensualmente a pagar las pensiones de 104 mil pensionados. De éstas, el 66% corresponden a retiro y el 34% restante a montepíos.

4.- Rentabilidad y riesgos: Que a septiembre del 2011 el valor de los Fondos de Pensiones, alcanzó a US$ 132.660,7 millones de dólares, en relación con el año 2010 experimentan una disminución en un 1,3% (US$ 1.712 millones de dólares), lo que contrasta con las utilidades obtenidas por el sistema financiero que en los primeros siete meses del año obtuvo una rentabilidad superior a 2.000 millones de dólares. Respecto a las disminuciones destaca que el fondo A presentó una caída del 16,8% respecto del año 2010. Por otra parte, a junio de 2011 todas la AFP igualaron o aumentaron sus utilidades acumuladas respecto de diciembre de 2010. El sistema como un todo ha crecido en utilidades acumuladas y en utilidades del ejercicio, un 0,5% y 1,1%, respectivamente, entre 2011 y 2010.

En la crisis del 2008 todos los sistemas de capitalización individual de América Latina registraron fuertes pérdidas las que superaron los US$ 45,5 mil millones, cercano al 20% de los fondos. Los países más afectados fueron los que colocaron las cotizaciones en instrumentos de renta variable. A julio del presente año el patrimonio bursátil de American Internacional Group (AIG) había experimentado en dos años una caída de 98,7%; el de la holandesa ING de 79,1%; las norteamericanas Principal Financial Group de 73,9% y Metlife de 60,4%. No parece prudente que el patrimonio de los trabajadores se mantenga en un sistema de permanente riesgo bursátil sobre todo de los sectores de trabajadores cuya pensión será financiada por el Estado.

5.- Que diversos estudios dan cuenta de alto grado de concentración y falta de competencia que presenta el sistema de AFP. El número de AFP que operan en Chile se redujo de 22 a mediados de la década de 1990 a 5 en 2008. En marzo de 2010, tres de las cinco empresas tenían el 87% de los afiliados a los fondos de pensiones, el 75% de los activos de los fondos de pensiones es administrado por sólo 3 instituciones y sólo dos de las seis AFP del sistema, Habitat y Provida, concentran el 54,6% de todos los activos del mercado.

6.- Que la reforma al sistema de administración de fondos de pensiones privado es un debate que surge en todos los países de América Latina donde se ha implementado. Un tema central es evaluar el aporte de los empleadores, contribución que se presenta en varios países de la Región, la implementación de estímulos para aumentar la cobertura de los sectores independientes o trabajadores por cuenta propia, la disminución de las comisiones, disminuir los riesgos en la inversión de los fondos, aumentar la competencia, y sobre todo lograr cobertura universal para los trabajadores que no alcanzarán una pensión digna a través de los fondos de pensión privada.

Este último punto es un tema central puesto que a treinta años de la implementación del sistema de administración de pensiones privado el Estado deberá mantener y fortalecer su acción para garantizar pensiones dignas de la gran mayoría de los trabajadores que no obtendrá una jubilación adecuada a través de las AFPs.


El Senado acuerda:


Constituir una Comisión Especial para promover las reformas al Sistema de Administración de Fondos de Pensiones, que permita ampliar la cobertura, aumentar la competencia del sistema, resguardar los fondos de los trabajadores y evaluar la creación de un sistema mixto y universal para los trabajadores que no obtendrán pensiones dignas a través del sistema privado y cuyas jubilaciones serán de cargo del Estado.”.

_____________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Navarro, señora Rincón y señores Gómez, Quintana, Sabag y Tuma, relativo a medidas a favor de los niños

prematuros

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° S 1.404-12.
- - -


Puesto en votación, es aprobado por la unanimidad de la Sala.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que de conformidad con datos de la Organización Mundial de la Salud, OMS, se estima que anualmente nacen 13 millones de niños prematuros en el mundo. En promedio, el 10% del total de nacimientos ocurre antes de que finalice la 37ª semana de gestación; proporción que varía entre un 3,8% en Asia Central y el 17,5% en el sur de África. Por su parte, la tasa de nacimientos prematuros es mucho mayor en Norteamérica (10,6%); más abajo se ubican Asia (9,1%), Latinoamérica (8,1%) y Europa (6,2%);

2. El Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, Unicef, identifica a la prematuridad como la causa principal de ingreso a las unidades de cuidados intensivos neonatológicos y de marcada influencia sobre la mortalidad infantil. Se trata de una condición biológica con prevalencia en aumento a nivel mundial cuyo origen es multifactorial (biológico, ambiental y social). Para la mayoría de las personas que nacen con esta condición los períodos de recuperación y de seguimiento son muy extensos y requieren de equipos humanos y servicios especializados para dar respuesta a las distintas necesidades en las etapas de la vida;

3. Que el 1 de enero de 2000 se inició en Chile, en todos los Servicios Públicos de Salud, el Programa Seguimiento de Prematuros que se ocupa de niños de menos de 32 semanas de edad gestacional o de 1.500 gramos de peso, los que, en conjunto, cubren al 75% de los nacidos en el país. Junto con ello, comenzó su registro en una base de datos común y la comunicación en red por medio de www.prematuros.cl;

4. Que el objeto de dicho análisis fue conocer la tendencia en los aspectos de sobrevida y estado al alta de los niños egresados de las unidades de neonatología durante el quinquenio comprendido entre el año 2000 y el 2004 y establecer tanto los riesgos específicos a que están sujetos como la brecha con otras realidades. En particular, el conocimiento de la epidemiología de este grupo de niños fue de importancia crucial ya que en 2005 se inició la cobertura AUGE que garantizó protección financiera adicional y atención oportuna de sus problemas más relevantes; 

5. Que en el lapso en referencia nacieron en Chile 9.716 niños prematuros: 1.812 en 2000; 1.871 en 2001; 2.028 en 2002; 2.085 en 2003; y 1.920 en 2004. Se pudo establecer, además, que durante dicho quinquenio la tasa de sobrevida global aumentó de un 70% al 76%, especialmente en el tramo de niños de entre 750 y 999 gramos de peso al nacer, en el que aquella tasa aumentó de 58% a 70%. Los fallecimientos de estos niños, por su parte, ocurrieron en su gran mayoría durante los primeros siete días (72%);

6. Que el riesgo de morir de un recién nacido prematuro es 180 veces más alto que el de un recién nacido de término;

7. Que el Día Europeo del Niño Prematuro fue fijado el 17 de noviembre, como resultado del II Congreso Europeo de las Organizaciones de Padres de Lactantes Prematuros, los que representan un 12% entre los recién nacidos (12%); 

8. Que en 2008 se promovió, en Estados Unidos, la Petición por los Prematuros, iniciativa que contó con el apoyo de la Academia Americana de Pediatría (AAP), la Asociación de Salud de la Mujer y Enfermeras Obstetras y Neonatales (AWHONN), el Grupo Empresarial Nacional sobre la Salud y más de dos docenas de organismos dedicados a la salud materno-infantil, así como también de empresas y organizaciones a quienes les preocupa este problema. El propósito del petitorio fue solicitar: la revisión voluntaria de las cesáreas antes de las 39 semanas; un mayor apoyo federal a las investigaciones sobre prematuridad; la formulación de políticas que ampliasen la cobertura de salud para mujeres en edad de procrear y la creación por las empresas de lugares de trabajo que apoyen la salud materno-infantil, y

9. Que las organizaciones europeas de padres de estos pacientes redactaron el "Decálogo de los Derechos del Bebé Prematuro", que insta a los siguientes propósitos: 1) dar prioridad a las necesidades de los lactantes prematuros y nacidos a término con enfermedades; 2) elaborar medidas para prevenir nacimientos prematuros; 3) elaborar directrices médicas para la reanimación de lactantes prematuros en hospitales; 4) establecer directrices y niveles de calidad para el tratamiento y la asistencia de los lactantes prematuros en hospitales; 5) mejorar los cuidados especializados posteriores de los lactantes prematuros; 6) elaborar programas y sistemas para documentar los exámenes médicos y cuidados posteriores de lactantes prematuros; 7) mejorar la asistencia psicológica y social prestada a padres de lactantes prematuros; 8) destinar fondos para estudios con el fin de mejorar el tratamiento, la asistencia y los resultados neonatales de lactantes prematuros; 9) prolongar la licencia por maternidad y las ayudas económicas a los padres de lactantes prematuros, y 10) proporcionar apoyo educativo apropiado para el desarrollo de los lactantes prematuros. 


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que disponga el estudio por las autoridades correspondientes de las medidas siguientes:


I. Fortalecimiento de las acciones de prevención, atención y apoyo a los niños que nacen de forma prematura, y a sus padres, en el Sistema Público de Salud.


II. Potenciación de las medidas sanitarias, educativas, sociales y ambientales que posibiliten disminuir tanto el número de partos prematuros como la tasa de mortalidad de aquellos niños que nacen en esta condición.


III. Incorporación de los nacimientos prematuros y de sus efectos en la vida de las personas y las familias, en todas las políticas públicas que conciernan a beneficios sociales, educacionales, laborales, previsionales y sanitarios.


IV. Establecimiento del Día del Niño Prematuro en Chile, para realzar la preocupación de la sociedad y el Estado por esta condición biológica.”.

___________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Navarro, señora Rincón y señores Quintana y Rossi, sobre otorgamiento de cuotas de captura al sector

pesquero artesanal

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° S 1.405-12.

- - -


Puesto en votación, es aprobado por 13 votos a favor y 8 votos en contra.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Rincón y señores Chahuán, Gómez, Navarro, Pizarro, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan en contra, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Orpis, Pérez Varela y Uriarte.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el primer Censo Nacional Pesquero y Acuicultor, desarrollado entre 2008 y 2009, caracteriza como pescadores artesanales a las personas naturales que en forma personal, directa y habitual realizan actividades pesqueras extractivas, con o sin el empleo de una embarcación artesanal y, además, a las que realizan otros oficios relacionados o conexos a la pesca, como desconchadores, fileteadores o encarnadores, entre otros;

2. Que, de acuerdo a los resultados del censo, los pescadores artesanales en Chile son 71.880: 51.375 hombres y 20.505 mujeres; la mayoría de ellos se agrupa entre los 25 y 54 años; el 26% cursó enseñanza básica y el 62% enseñanza media; el ingreso promedio mensual de los pescadores artesanales que realizaron actividad extractiva directa y generaron ingresos entre mayo de 2007 y junio de 2008 fue de $182.036, y que se articulan en torno a 895 organizaciones a lo largo del país;

3. Que la Ley General de Pesca y Acuicultura establece que “el régimen de acceso a la explotación de los recursos hidrobiológicos para la pesca artesanal es el de libertad de pesca. No obstante, para ejercer actividades pesqueras extractivas, los pescadores artesanales y sus embarcaciones deberán previamente inscribirse en el registro artesanal...”;

4. Que, sin embargo, a partir del año 2002, mediante las modificaciones que la ley N°19.849 introdujo a la ley N°19.713, que estableció como medida de administración el límite máximo de captura por armador (LMCA) a las principales pesquerías industriales nacionales y la regularización del registro pesquero artesanal, se instituye el fraccionamiento de la cuota global de captura entre el sector pesquero artesanal e industrial, en diversos recursos hidrobiológicos y áreas;

5. Que la actividad pesquera artesanal ha estado siempre presente en la historia y en el territorio de Chile: los Chinchorro, Changos, Chonos, Alacalufes, Yaganes, Onas, Pascuenses, Mapuche Lakenche y Huilliche, entre otros pueblos originarios, han estado en las costas de Chile desde antes de la conformación del Estado Chileno y transmitieron de generación en generación la pesca como actividad de subsistencia y tradición familiar, como elemento de identidad cultural y socialización, hasta llegar a los pescadores artesanales actuales;

6. Que la organización más antigua (Caleta San Pedro, de San Antonio) data de 1928. En la década del 30 surgen organizaciones con el objetivo de defender los derechos de playa y de asentamiento histórico de los pescadores en sus caletas. En 1965 nació la Federación Nacional de Pescadores Artesanales de Chile (FENAPARCH), y en 1985 se creó el Consejo de Pescadores Artesanales de Chile (CONAPACH), que en los 90 se convirtió legalmente en Confederación;

7. Que se estima que hay 3 personas en trabajos conexos por cada pescador, lo que muestra el valor social, económico y ambiental de la pesca a pequeña escala. Al posibilitar la explotación racional y equitativa de los recursos, la pesca artesanal contribuye a mantener la biodiversidad de los ecosistemas marinos y favorece la reproducción social de los grupos humanos que viven de ellos;

8. Que la pesca a pequeña escala crea proporcionalmente más riqueza que la pesca industrial, por una menor inversión en el costo de explotación y por el mayor valor unitario de las especies capturadas. Además, la mayor parte de las capturas artesanales tiene un aprovechamiento comercial o directamente para el consumo humano. Este punto es relevante pues, desde 1982, la Convención sobre el Derecho del Mar reconoce la importancia de los ecosistemas marinos en la biodiversidad de los océanos, la fragilidad de los mismos y la necesidad de protegerlos y preservarlos de una actividad pesquera a gran escala;

9. Que un gran número de países plantea modelos de gestión de pesquerías basados en los ecosistemas y tiende a reconocer el importante papel de las comunidades costeras de pescadores artesanales. Sin embargo, se siguen empleando prácticas industriales con estrategias y técnicas de extracción no selectivas que afectan negativamente fondos marinos y stocks de peces, capturando ejemplares inmaduros y otras especies no comerciales que se devuelven al mar (descarte);

10. Que de acuerdo a los antecedentes entregados por el Ministerio de Economía y la Subsecretaría de Pesca a septiembre de 2010, de un total de 22 pesquerías nacionales 9 están en situación de sobreexplotación, 4 en condición de altamente explotadas y sólo 9 en niveles considerados seguros para la conservación;

11. Que los datos estadísticos oficiales muestran que, especialmente a partir de la implementación de la ley de LMCA, comienza a evidenciarse una mayor brecha negativa en la relación entre cuotas asignadas y el desembarque de distintas pesquerías realmente verificado, especialmente en el ámbito industrial, mientras que en el sector artesanal tiende a mantenerse un equilibrio entre cuotas asignadas, desembarques y los procesos biológicos que permiten la sustentabilidad de la biomasa en el tiempo, y

12. Que a partir de las reiteradas demandas o solicitudes de los pescadores artesanales de aumentar su participación en el fraccionamiento de la pesca, una justa división de las actividades sería provechosa para Chile y los diferentes actores de la actividad pesquera.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo y al señor Subsecretario de Pesca para que:


a) Se legisle otorgando al sector artesanal el 100% de las cuotas globales en todas las especies de valor comercial, pasando a ser sólo los pescadores artesanales quienes realicen la extracción de los recursos pesqueros, con la obligación de vender en subasta pública de primera venta la totalidad de las capturas, en un mercado transparente que asegure a los restantes actores el acceso a la materia prima. El sector industrial, teniendo acceso a la pesca mediante la subasta, podrá adquirir la materia prima necesaria para desarrollar su negocio industrial y comercial.


b) En aquellas especies en que los pescadores artesanales no tengan las condiciones ni naves necesarias para realizar la extracción, éstos puedan asociarse con dueños de buques chilenos para realizar la captura de los peces, manteniéndose la exigencia de subasta de primera venta respecto de las capturas realizadas con dichas embarcaciones.”.

___________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Navarro, señora Rincón y señores Gómez, Quintana, Rossi y Tuma, respecto de regulación de la pesquería de

la jibia

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° S 1.406-12.
- - -


Puesto en votación, es aprobado por 9 votos a favor, 6 votos en contra, una abstención y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Allende y señores Chahuán, Escalona, Gómez, Letelier, Navarro, Quintana, Rossi y Tuma.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, García-Huidobro, Larraín Fernández, Orpis y Uriarte.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Espina.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Zaldívar.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la presencia de la jibia en el Océano Pacífico y en la costa chilena es conocida desde el siglo antepasado. Entre los años 1835 y 1842 ya se había indicado su abundancia durante el período estival en la costa de Chile, desde Arica a Valparaíso. Wilhelm (1930) reportó impresionantes mortandades de esta especie, observadas a fines de verano en Concepción;

2. Que las estadísticas pesqueras de esta especie están disponibles desde 1957. Importantes desembarques se registraron desde el año 1991 a 1994 (9.400 toneladas en 1992), disminuyendo en forma drástica desde 1995 hasta 1999. Sin embargo, se ha observado un fuerte incremento desde el año 2001, desde aproximadamente 3.500 a 16.000 toneladas;

3. Que los altos volúmenes de desembarques de jibia en Perú y Chile, observados en 1992, disminuyeron hasta desaparecer el stock en 1998, posiblemente debido a los cambios ambientales causados por el fenómeno climático “El Niño”. Entre 2001 y 2004 la captura aumentó, probablemente debido a nuevas condiciones oceanográficas favorables;

4. Que el desarrollo de la pesquería de la jibia en Chile llegó el año 2003 a desembarques totales de 16.000 toneladas, lo que se asocia a grandes varazones durante ese año y primera mitad de 2004, registradas en diversos lugares costeros como Coliumo, Isla Santa María, Golfo de Arauco y la Isla de Chiloé. El año 2004 hubo desembarques por 150 mil toneladas, el 2005 por 250 mil toneladas y el 2006 por una cifra apenas menor a ésta última;

5. Que la Subsecretaría de Pesca informó que durante junio de 2011 se desembarcaron 22.500 toneladas de jibia, cinco veces lo capturado en el mes precedente y diez veces lo capturado en junio de 2010. El desembarque de jibia acumulado a junio de 2011 fue de 61.200 toneladas, cifra significativamente baja si se compara con las 149.900 toneladas del mismo período de 2010. Del total desembarcado, 30.600 toneladas (50,1%), fueron capturas realizadas en la V Región, y 15.200 toneladas (24,8%), fueron capturas realizadas en la VIII Región;

6. Que entre los mercados de destino de la jibia exportada desde Chile están Corea del Sur, España, China, Filipinas, Tailandia, Taiwán, Brasil, Bolivia, Paraguay, Polinesia Francesa, Holanda, Venezuela, Singapur, Hong Kong y los Estados Unidos de Norteamérica. Según el INE, en el primer semestre de 2010 Chile exportó 154.500 toneladas de jibia, es decir, un 255% más que en el mismo lapso de 2009 (43.400 toneladas). El Servicio Nacional de Aduanas, por su parte, informó que durante junio de 2011 se exportaron 5.010,3 toneladas de jibia congelada y cruda, por un valor FOB de casi U$D 7,8 millones, un 24% más en volumen y 21% más en monto que el mes anterior;

7. Que hasta hace dos décadas se asumía que la diferencia entre el volumen de los desembarques y el volumen ingresado a plantas de procesos (materia prima para: fresco-enfriado, congelado, conserva y harina) correspondía al volumen de consumo interno. Así, se apreciaba un aumento exponencial en el consumo de jibia fresca en Chile entre 1991 y 1993. En 1991 se registraron 112 toneladas de consumo a nivel nacional, 158 toneladas en 1992, y 496 toneladas en 1993. Pero en 1994 el total de las capturas artesanales (embarcaciones menores de 12 m de eslora, 43 toneladas) ingresaron a las plantas de proceso, haciendo prácticamente nulo el consumo interno de este cefalópodo;

8. Que la División de Desarrollo Pesquero de la Subsecretaría de Pesca, mediante memorándum N° 479, de 30 de junio de 2003, recomendó incorporar a la especie jibia en la nómina de recursos hidrobiológicos autorizados para la elaboración de harina de pescado, a fin de aprovechar la disponibilidad del recurso a esa fecha, dictándose al efecto el decreto N° 120, publicado el 27 de septiembre de 2003, que se mantiene vigente. Esto a diferencia de lo que ocurre en países como Perú, que mediante el decreto N° 209, de julio recién pasado, destina la totalidad de las capturas de jibia a consumo humano directo;

9. Que la composición química y nutricional de la carne de jibia presenta humedad, grasa, proteína, sales minerales y calorías; ácidos grasos y, entre sus componentes minerales, sodio, potasio, calcio, fierro y magnesio. Por ello han existido interesantes experiencias para asociar las capturas de jibia efectuadas por los pescadores artesanales con la producción de alimentos nutritivos y saludables para la alimentación escolar, tales como las hamburguesas de jibia, que tenían como fin último, además, colaborar en el control de sobrepeso en los niños. Otros productos fabricados a base de jibia son longanizas, salchichones, croquetas, pastas y pizzas, y

10. Que en el actual contexto de crisis de la mayoría de las más importantes pesquerías nacionales la captura de la jibia ha sido una actividad que, especialmente en el caso de los pescadores artesanales, ha permitido suplir la falta de pescado y de ingresos que han deteriorado la calidad de vida de muchos ellos. Sin embargo, que la jibia no sea una pesquería regulada y que, adicionalmente, se permita su incorporación a la producción industrial de harina, afecta los puestos de empleo en la pesca artesanal y limita o excluye su incorporación a los productos pesqueros de consumo humano nacional.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo y al señor Subsecretario de Pesca que se estudien, elaboren y dicten nuevas normas que regulen la pesquería de la jibia, estableciendo medidas de administración como la regulación de artes y aparejos y caracterizándola como una pesquería esencialmente artesanal, y que a partir de ello pueda instruirse a otras Carteras de Estado para que incorporen en sus políticas públicas el fomento del consumo humano interno de este cefalópodo, atendido especialmente su bajo costo y alto valor nutricional.”.

____________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez, Quintana y Tuma, sobre fomento a la pesca

artesanal

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° S 1.407-12.

- - -

Puesto en votación, es aprobado por la unanimidad de la Sala.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el primer Censo Nacional Pesquero y Acuicultor, desarrollado entre 2008 y 2009, caracteriza como pescadores artesanales a las personas naturales que en forma personal, directa y habitual realizan actividades pesqueras extractivas, con o sin el empleo de una embarcación artesanal y, además, a las que realizan otros oficios relacionados o conexos a la pesca, como desconchadores, fileteadores o encarnadores, entre otros;

2. Que, de acuerdo a los resultados del censo, los pescadores artesanales en Chile son 71.880: 51.375 hombres y 20.505 mujeres; la mayoría de ellos se agrupa entre los 25 y 54 años; el 26% cursó enseñanza básica y el 62% enseñanza media; el ingreso promedio mensual de los pescadores artesanales que realizaron actividad extractiva directa y generaron ingresos entre mayo de 2007 y junio de 2008 fue de $182.036, y que se articulan en torno a 895 organizaciones a lo largo del país;

3. Que la Ley General de Pesca y Acuicultura establece que “el régimen de acceso a la explotación de los recursos hidrobiológicos para la pesca artesanal es el de libertad de pesca. No obstante, para ejercer actividades pesqueras extractivas, los pescadores artesanales y sus embarcaciones deberán previamente inscribirse en el registro artesanal...”;

4. Que, sin embargo, a partir del año 2002, mediante las modificaciones que la ley N°19.849 introdujo a la ley N°19.713, que estableció como medida de administración el límite máximo de captura por armador (LMCA) a las principales pesquerías industriales nacionales y la regularización del registro pesquero artesanal, se instituye el fraccionamiento de la cuota global de captura entre el sector pesquero artesanal e industrial, en diversos recursos hidrobiológicos y áreas;

5. Que la actividad pesquera artesanal ha estado siempre presente en la historia y en el territorio de Chile: los Chinchorro, Changos, Chonos, Alacalufes, Yaganes, Onas, Pascuenses, Mapuche Lakenche y Huilliche, entre otros pueblos originarios, han estado en las costas de Chile desde antes de la conformación del Estado Chileno y transmitieron de generación en generación la pesca como actividad de subsistencia y tradición familiar, como elemento de identidad cultural y socialización, hasta llegar a los pescadores artesanales actuales;

6. Que la organización más antigua (Caleta San Pedro, de San Antonio) data de 1928. En la década del 30 surgen organizaciones con el objetivo de defender los derechos de playa y de asentamiento histórico de los pescadores en sus caletas. En 1965 nació la Federación Nacional de Pescadores Artesanales de Chile (FENAPARCH), y en 1985 se creó el Consejo de Pescadores Artesanales de Chile (CONAPACH), que en los 90 se convirtió legalmente en Confederación;

7. Que se estima que hay 3 personas en trabajos conexos por cada pescador, lo que muestra el valor social, económico y ambiental de la pesca a pequeña escala. Al posibilitar la explotación racional y equitativa de los recursos, la pesca artesanal contribuye a mantener la biodiversidad de los ecosistemas marinos y favorece la reproducción social de los grupos humanos que viven de ellos;

8. Que la pesca a pequeña escala crea proporcionalmente más riqueza que la pesca industrial, por una menor inversión en el costo de explotación y por el mayor valor unitario de las especies capturadas. Además, la mayor parte de las capturas artesanales tiene un aprovechamiento comercial o directamente para el consumo humano. Este punto es relevante pues, desde 1982, la Convención sobre el Derecho del Mar reconoce la importancia de los ecosistemas marinos en la biodiversidad de los océanos, la fragilidad de los mismos y la necesidad de protegerlos y preservarlos de una actividad pesquera a gran escala;

9. Que un gran número de países plantea modelos de gestión de pesquerías basados en los ecosistemas y tiende a reconocer el importante papel de las comunidades costeras de pescadores artesanales. Sin embargo, se siguen empleando prácticas industriales con estrategias y técnicas de extracción no selectivas que afectan negativamente fondos marinos y stocks de peces, capturando ejemplares inmaduros y otras especies no comerciales que se devuelven al mar (descarte);

10. Que de acuerdo a los antecedentes entregados por el Ministerio de Economía y la Subsecretaría de Pesca a septiembre de 2010, de un total de 22 pesquerías nacionales 9 están en situación de sobreexplotación, 4 en condición de altamente explotadas y sólo 9 en niveles considerados seguros para la conservación;

11. Que los datos estadísticos oficiales muestran que, especialmente a partir de la implementación de la ley de LMCA, comienza a evidenciarse una mayor brecha negativa en la relación entre cuotas asignadas y el desembarque de distintas pesquerías realmente verificado, especialmente en el ámbito industrial, mientras que en el sector artesanal tiende a mantenerse un equilibrio entre cuotas asignadas, desembarques y los procesos biológicos que permiten la sustentabilidad de la biomasa en el tiempo, y

12. Que a partir de las reiteradas demandas o solicitudes de los pescadores artesanales de aumentar su participación en el fraccionamiento de la pesca, una justa división de las actividades sería provechosa para Chile y los diferentes actores de la actividad pesquera.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo y al señor Subsecretario de Pesca para que se adopten las siguientes medidas:


a) Considerar en la propuesta de reforma a la legislación pesquera un verdadero fomento a la pesca artesanal, dado el manejo sustentable de los  recursos por parte de la pesca artesanal y el empleo que este sector genera.


b) Legislar otorgándose de manera progresiva al sector artesanal la máxima cuota global en todas las especies de valor comercial, pasando a ser los pescadores artesanales quienes realicen prioritariamente la extracción de los recursos pesqueros. Lo anterior, con la obligación de vender en subasta pública de primera venta la totalidad de las capturas en un mercado transparente para asegurar a los restantes actores el acceso a la materia prima. El sector industrial, teniendo acceso a la pesca mediante subasta, podrá adquirir la materia prima necesaria para desarrollar su negocio industrial y comercial.


c) En aquellas especies en que los pescadores artesanales no tengan las condiciones ni naves necesarias para realizar la extracción, éstos podrán asociarse con dueños de buques chilenos para realizar la captura de los peces, manteniéndose la exigencia de subastar de primera venta las capturas realizadas.”.

___________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Chahuán y Quintana, relativo a implementación de torre de

control en aeródromo de la isla Robinson Crusoe


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° S 1.410-12.

- - -


Puesto en votación, es aprobado por la unanimidad de la Sala.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la tragedia aérea ocurrida en la Isla Robinson Crusoe el día 2 de septiembre, en la que murieron todas las personas que se encontraban en el interior del avión de la Fuerza Aérea de Chile que se precipitó al mar, ha dejado en evidencia las precarias condiciones en que se encuentra su aeródromo;

2. Que si bien la Dirección de Aeropuertos del Ministerio de Obras Públicas ha efectuado mejoras a la infraestructura vial de la pista de aterrizaje, ampliando su longitud hasta mil metros aproximadamente, e instalando un refugio para pasajeros, no se ha dotado a ese aeródromo de una torre de control que cuente con controladores de vuelo, radio ayudas y centro de informaciones de meteorología, lo cual es absolutamente necesario para la seguridad de la navegación aérea;

3. Que no obstante que dicho aeródromo registra baja frecuencia de vuelos, de igual modo se justifica que sea controlado, ya que ello permitiría una mayor afluencia de aeronaves de pasajeros a esta posesión insular que tiene gran atractivo turístico, tanto a nivel nacional como internacional, y

4. Que en tal virtud se hace necesario que el Presidente de la República disponga que la Dirección General de Aeronáutica Civil implemente la infraestructura y equipamiento necesarios, dotando de los recursos humanos técnicos suficientes al aeródromo de la Isla Robinson Crusoe, en el Archipiélago de Juan Fernández, para que cuente con una torre de control, lo que posibilitará una mayor seguridad en la navegación aérea hacia y desde dicho aeródromo.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que disponga que la Dirección General de Aeronáutica Civil implemente la infraestructura y equipamiento necesarios para que el aeródromo de la Isla Robinson Crusoe, en el Archipiélago de Juan Fernández, cuente con una torre de control, todo lo cual permitirá una mayor seguridad en la navegación aérea hacia y desde dicha posesión insular.”.

_____________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Zaldívar, señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker, don Ignacio, y Walker, don Patricio, sobre creación de Comisión Bicameral para estudio de anteproyecto de nueva Constitución

Política


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° S 1.411-12.

- - -


Puesto en votación, es aprobado por 19 votos a favor, 11 en contra y una abstención.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Escalona, Frei, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Orpis, Prokurica y Uriarte.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Espina.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el texto original de la Constitución Política de la República de Chile fue fijado por la Junta de Gobierno en el decreto ley N° 3.464, de 1980, y promulgado, con posterioridad a su aprobación plebiscitaria, por el decreto supremo N° 1.150, del Ministerio del Interior, de 21 octubre de 1980, publicado el día 24 del mismo mes y año. Desde su entrada en vigencia, el 11 de marzo de 1981, su texto ha sido objeto de 29 reformas, entre las que una de las de mayor relevancia fue la introducida por la ley N° 20.050, en el año 2005;

2. Que desde el restablecimiento del Congreso Nacional han sido presentados 579 proyectos de reforma constitucional, iniciados sea con un Mensaje del Presidente de la República, sea con una Moción legislativa; iniciativas cuya finalidad ha tendido a introducir enmiendas en prácticamente todos sus preceptos; hecho que es demostrativo de la existencia y alcances de la voluntad política de reformar la Carta Fundamental;

3. Por su parte, la ciudadanía se ha manifestado en el mismo sentido de cambiar el texto constitucional, para llevar a cabo reformas políticas que recojan las demandas de ampliar las exigencias de mayor participación ciudadana por medio de plebiscitos nacionales y comunales, modificación del sistema electoral, descentralización, elección popular de los representantes regionales, mayor autonomía y poder de los gobiernos comunales y propuestas para un régimen político semi-presidencial o parlamentario;

4. Que en distintos portales de Internet circula una carta por una nueva Constitución para Chile cuyos destinatarios son las máximas autoridades de los Poderes del Estado, firmada por más de tres mil ciudadanos que estiman indispensable que el nuevo instrumento “represente a todas y todos, que promueva la democracia, la transparencia, el pluralismo, el bienestar general, los derechos sociales y la participación ciudadana como ejes orientadores de nuestra convivencia”;

5. Que para fundamentar la necesidad del cambio de texto constitucional se suele apelar al argumento de su falta de legitimidad ya que fue redactado “en el marco de un gobierno de facto y luego ratificado en un procedimiento que no ofreció garantías democráticas”. Para otros, “el argumento decisivo para reemplazar el actual texto no está en su ilegitimidad de origen sino en su eventual incapacidad para dar cuenta de la transformación que ha experimentado Chile en los últimos 30 años”. En consecuencia, existe consenso ciudadano en que “una nueva Constitución ganaría en legitimidad y adhesión social, ambas cuestiones deseables en todo sistema político”;

6. Que en lo relativo a mecanismos para dar curso al proyecto de nueva Constitución una de las posibilidades es trabajar sobre la base de una Asamblea Constituyente. Sin embargo, actualmente, no se cuenta con los mecanismos que permitan el establecimiento de esta institución, a menos que existiese un acuerdo parlamentario de parte de todas las fuerzas políticas, lo que requerirá tiempo y consensos, y

7. Que, en razón de la consideración precedente, se requiere buscar otros mecanismos que permitan avanzar en la generación de la nueva Constitución.


El Senado acuerda:


Oficiar a la Honorable Cámara de Diputados para proponer la creación de una Comisión Bicameral cuya tarea será estudiar y elaborar un nuevo texto de Carta Fundamental, instancia en la que se escuchará la opinión de los diversos actores sociales en los temas que sean de su interés y se requerirá, además, la asesoría de especialistas expertos en las materias. El texto final deberá ser ratificado posteriormente mediante un plebiscito ciudadano.”.

__________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Escalona, Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio y Zaldívar, sobre rebaja o eliminación del impuesto

específico a los combustibles


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° S 1.412-12.

- - -


Puesto en votación, es aprobado por 28 votos a favor y 2 votos en contra.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Votan en contra, los Honorables Senadores señores García y Lagos.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que en los últimos meses ha aumentado sistemáticamente el precio de los combustibles en el país, llegando en varias Regiones a superar los $800 por litro de bencina, lo que genera graves trastornos económicos a las familias más pobres y de clase media, por la incidencia del alza en el precio del transporte y de los alimentos, además de los perjuicios que provoca a los trabajadores de taxis colectivos, pymes y otras empresas que dependen del combustible para generar sus ingresos;

2. Que el impuesto específico a los combustibles se creó luego del terremoto que afectó al país en 1985. De esta forma, el Fisco obtenía los recursos económicos necesarios para hacer frente a la construcción y reparación de caminos y carreteras. En la actualidad, en cambio, las grandes inversiones en infraestructura vial son concesionadas, y según datos del Gobierno, aproximadamente US$ 600 millones anuales son utilizados en caminos y rutas viales que se financian con el impuesto específico a los combustibles, es decir, el Gobierno utiliza dichos recursos para fines distintos a los que se tuvieron en consideración al momento de creación del impuesto;

3. Que el impuesto específico se aplica tanto a las gasolinas como al petróleo diesel utilizado en los vehículos. La base de dicho impuesto es el consumo de gasolina o petróleo diesel, medido en metros cúbicos;

4. Que al revisar la estructura tributaria del impuesto se ve que, por una parte está el impuesto específico a las gasolinas, que es de 6 UTM por metro cúbico, y que si se agrega el impuesto al valor agregado (IVA), del total pagado por un litro de bencina un 42% va a dar a las arcas fiscales por concepto de impuesto, lo cual es un exceso. El mencionado impuesto altera las decisiones de los consumidores de combustibles y conlleva consecuencias negativas en la capacidad de crecimiento de la economía, ya que tiene efectos dañinos para un sector importante de los emprendedores chilenos. Esto se debe a que el uso de vehículos por razones de trabajo afecta mayormente a las micro y pequeñas empresas que no pueden dejar de utilizarlos ni, por lo tanto, dejar de consumir combustible;

5. Que se ha producido un aumento en la tasa de motorización de la clase media, donde un segmento poblacional importante carece de cobertura de transporte público adecuado y está obligado a enfrentar el encarecimiento artificial de los combustibles sin ningún tipo de ayuda fiscal ni subsidio que ayude frente al alto precio que debe pagar por la bencina, sin ninguna contraprestación económica;

6. Que la propuesta de eliminar el impuesto específico o rebajarlo de manera importante se ha planteado en diversas oportunidades por ambas coaliciones políticas, señalándose lo injusto que resulta que un impuesto que se creó hace más de 20 años para enfrentar necesidades derivadas del terremoto de 1985 siga vigente y afecte el bolsillo de miles de familias que ven disminuidos de manera importante sus presupuestos familiares debido al alto precio de la bencina;

7. Que se han registrado rebajas transitorias del impuesto. En efecto, durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet, mediante la ley N° 20.259, se redujo el tributo de 6 a 4, 5 UTM por metro cúbico de combustible, lo que significó una disminución de más de 50 pesos por litro de bencina durante los 24 meses que estuvo vigente la norma, que tenía como objetivo enfrentar las continuas alzas de combustibles, cuyo precio en esa época rondaba los $700, muy por debajo de los precios que se observan hoy;

8. Que parlamentarios de todas las bancadas solicitan desde hace varios años y en diferentes gobiernos la eliminación o reducción de este impuesto, idea que ha contado siempre con el apoyo transversal de legisladores de todas las tendencias políticas, y

9. Que parece necesario solicitar al Ejecutivo la adopción de medidas eficaces para aliviar la situación apremiante que viven miles de chilenos trabajadores, dueñas de casa, y pequeños empresarios que ven como aumenta el precio de la bencina de manera sistemática desde hace meses, lo que conlleva además el aumento del costo del transporte y de todos aquellos alimentos y enseres que forman parte de la cadena productiva de un país. Por ello se estima conveniente reducir o eliminar el impuesto específico a los combustibles, para disminuir las distorsiones que encarecen artificialmente los combustibles y generan un aumento artificial del IPC, afectando los bolsillos de los más pobres.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que se adopten medidas urgentes con el objeto de rebajar de manera permanente o transitoria, o bien de eliminar definitivamente el impuesto específico a los combustibles.”.

___________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Muñoz Aburto, Gómez, Lagos, Quintana y Tuma, sobre consulta a comunidad Kawésqar respecto de

zonificación de borde costero


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° S 1.413-12.
- - -


Puesto en votación, es aprobado por 26 votos a favor, 2 votos en contra, una abstención y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Escalona, Frei, García, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Kuschel y Larraín Peña.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Espina.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Zaldívar.

Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la comunidad kawésqar de Puerto Edén, aislada localidad ubicada en los canales occidentales de la Patagonia, tiene actualmente un alto riesgo de desaparición cultural, contabilizándose sólo 14 personas en ella, de las cuales apenas la mitad habla en forma fluida su lengua. Fundado oficialmente recién en 1969, Puerto Edén se remonta aún más atrás, a las ocupaciones estacionales determinadas por la forma de vida nómade del pueblo kawésqar, que se desplazó entre los archipiélagos australes por más de 6.000 años;

2. Que el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes (CNCA), basado en las recomendaciones de UNESCO, y luego de que Chile ratificara la Convención sobre la Protección y Promoción de la Diversidad y la Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial, del mismo organismo internacional, implementó el año 2009 el Programa de Reconocimiento “Tesoros Humanos Vivos”, siguiendo los lineamientos adoptados por la UNESCO en 1993;

3. Que los Tesoros Humanos Vivos son personas que representan y encarnan las prácticas y técnicas propias de cada comunidad, poniendo de manifiesto los diversos aspectos de la vida cultural de un pueblo. En Chile, un Comité de Expertos adjudicó el reconocimiento, entre otros, a Cristina Calderón, última hablante yagán de Isla Navarino y a la comunidad kawésqar de Puerto Edén, recomendando iniciar un programa de transmisión de las lenguas yagán y kawésqar dado el inminente riesgo de desaparición de las mismas. Así, desde enero de 2010, el Consejo comenzó el trabajo con las comunidades, para dar cuenta de las recomendaciones y revitalizar lenguas y cosmovisiones;

4. Que con fecha 12 de septiembre se formalizó un acuerdo entre el rector de la Universidad de Magallanes y el presidente de la comunidad kawésqar de Puerto Edén, oportunidad en que dicho pueblo hizo presentación de la bandera oficial de la comunidad kawésqar. Se trata de un acuerdo inédito entre el Estado de Chile, representado por una institución universitaria, y un pueblo originario;

5. Que dicho convenio rescata y valora la importancia que tienen los pueblos originarios en la definición de la identidad regional, y la deuda histórica que la sociedad chilena tiene con ellos, según se expresara en los trabajos de la Comisión Verdad Histórica y Nuevo Trato, y hace suyas las disposiciones legales del derecho chileno y del derecho internacional, en particular del Convenio Nº 169 de la OIT, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas;

6. Que respetando lo establecido en el Convenio N° 169 de la OIT, el citado acuerdo compromete a que toda iniciativa llevada a cabo por la Universidad de Magallanes en la comunidad kawésqar de Puerto Edén deberá ser precedida por una consulta informada dirigida a obtener el consentimiento de la comunidad, acerca del contenido, alcance y sentido de esa iniciativa. Su ejecución deberá contemplar, en la mayor medida posible, la participación activa de la comunidad;

7. Que, asimismo, dicho convenio establece que toda iniciativa llevada a cabo por la Universidad de Magallanes en la comunidad kawésqar de Puerto Edén, así como en sus territorios y entorno, respetará, preservará y mantendrá los conocimientos, innovaciones y prácticas de la comunidad que entrañen estilos tradicionales de vida pertinentes para la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica y promoverá su aplicación más amplia, con la aprobación y la participación de la comunidad y de quienes posean esos conocimientos, innovaciones y prácticas, y asegurará que los beneficios derivados de la utilización de esos conocimientos, innovaciones y prácticas se compartan equitativamente con la comunidad;

8. Que esa sana práctica anunciada por una entidad de educación superior conlleva un reconocimiento de la relevancia que tiene el respeto de las bases materiales de la cultura kawésqar, particularmente de su medio marino y sus recursos, y

9. Que de acuerdo a lo señalado tanto por el señor Ministro del Interior como por el Intendente de la Región de Magallanes y la Antártica Chilena, en el marco de lo establecido y aprobado por la Comisión Regional del Borde Costero, respecto del ordenamiento y uso del borde costero regional, especialmente en lo referido a la determinación de Áreas Aptas para la Acuicultura, tal como lo dispone la Ley de Pesca, el informe definitivo deberá contemplar la inclusión del informe ambiental que exige la evaluación estratégica, así como la consulta a los pueblos originarios, las que originalmente se encontraban programadas para su realización en el mes de junio pasado.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que se instruya al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo, al señor Ministro de Planificación y a la señora Ministra del Medio Ambiente para que, en lo relativo al proceso de zonificación del borde costero de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, y en particular en lo referente a la determinación de las áreas aptas para la acuicultura, se resguarde el estricto cumplimiento de las normas establecidas en el Convenio N° 169 de la OIT respecto de la consulta previa, informada y dirigida a obtener de buena fe el consentimiento de la comunidad kawésqar residente en Puerto Edén en proyectos que la afecten, así como, en general, respecto de las comunidades de pueblos originarios de la Región de Magallanes y la Antártica chilena, se aseguren las bases materiales de su cultura basada en el acceso a los recursos marinos y costeros y la participación efectiva en su manejo.”.

____________


Posteriormente, el Honorable Senador señor Espina manifiesta su preocupación por el elevado número de proyectos de acuerdo que aprueba el Senado, que no necesariamente conducen a medidas concretas.

- - -

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Chahuán, Walker, don Ignacio, García, Kuschel, Sabag y Walker, don Patricio, respecto de emisión de arsénico en la

provincia de Valparaíso


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° S 1.414-12.
- - -


Puesto en votación, es aprobado por la unanimidad de la Sala.

Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el decreto supremo N° 165, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 1999, establece la norma de emisión para la regulación del contaminante arsénico emitido al aire y, por lo tanto, fija las normas máximas de emisión de dicho contaminante en el aire, atendiendo a la zona geográfica y al tipo de fuente emisora, determinando plazos en la materia;

2. Que la norma fue dictada en atención a lo prescrito por la ley N° 19.300, sobre bases generales del medioambiente, la cual consagra aspectos fundamentales del ordenamiento jurídico ambiental y entrega al reglamento la regulación de aspectos específicos. Esto es lo que hace el artículo 40 de la ley, al entregar a un decreto supremo la fijación de las normas de emisión, delegando su determinación a la potestad reglamentaria;

3. Que el artículo 10 del mencionado decreto N° 165 consagra el límite máximo para la provincia de Valparaíso, estableciendo 120 ton/año por 400.000 ton/año de concentrado de cobre;

4. Que este parámetro no fue incluido en el Plan de Descontaminación del Complejo Industrial Ventanas, propuesto por la Fundición de Enami y la Central Termoeléctrica Chilgener, aprobado por decreto supremo N° 252, del Ministerio de Minería, del año 1992, debido a que la norma es posterior a la fecha de dictación de este plan;

5. Que los hechos acaecidos el año 2011 en la Escuela La Greda, de Ventanas, comuna de Puchuncaví, especialmente lo relacionado con la nube tóxica que afectó a esa localidad el pasado mes de marzo, han generado la necesidad de replantearse los estándares máximos que la norma contempla, de manera de establecer estándares que sean más estrictos y que protejan la salud de los habitantes de las zonas que se encuentran especialmente sujetas a las emisiones;

6. Que la norma de emisión que regula los montos máximos para la provincia de Valparaíso no ha sido objeto de revisiones desde hace 13 años. Frente a esto es necesario considerar que los informes de seguimiento del plan de descontaminación regional (suscritos por Salud, SAG y Medio Ambiente) registraron en Ventanas emisiones de arsénico en los años 2007 y 2008 de 73 ton/año y 80 ton/año, lo que se encuentra muy por debajo de los límites máximos fijados por el Decreto N° 165 y plantea la posibilidad de revisar la vigencia de los actuales parámetros, y

7. Que el artículo 14 del decreto N° 165 establece expresamente la facultad que tiene la autoridad para revisar las normas de emisión conforme al procedimiento establecido para la dictación de las normas de calidad y de emisión contenidas en el decreto supremo N° 93, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 1995.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que se revisen los valores máximos de concentración que se encuentran contemplados en el artículo 10 del decreto N° 165, de 1999, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, para la emisión de arsénico en la provincia de Valparaíso, con el objeto de que sean más exigentes en relación con un verdadero desarrollo sustentable en las comunas de Puchuncaví y Quintero.”.

_____________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor García-Huidobro y señora Von Baer y señores Coloma, Larraín Fernández, Orpis, Pérez Varela y Sabag, sobre cilindrada mínima respecto de vehículos de

alquiler

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° S 1.415-12.
- - -


Puesto en votación, es aprobado por 17 votos a favor, 4 votos en contra y un pareo.


Votan a favor, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Uriarte.


Votan en contra, los Honorables Senadores señores Lagos, Letelier, Quintana y Tuma.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Zaldívar.

Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el artículo 3° transitorio del decreto supremo Nº 212, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 1992, que contiene el reglamento de los servicios nacionales de transporte público de pasajeros, establece que los vehículos de servicios de alquiler que se hayan inscrito o inscriban en el Registro Nacional podrán ser reemplazados por automóviles más nuevos, siempre y cuando éstos tengan motor de no menos de 1.500 cc de cilindrada, entre otros requisitos;

2. Que los vehículos de menor cilindrada permiten ahorrar grandes cantidades de combustible, alrededor de dos litros por cada 100 kilómetros recorridos;

3. Que los vehículos de menor cilindrada son más eficientes, puesto que, entre otros factores, son más livianos;

4. Que los vehículos de menor cilindrada son menos ruidosos, afectando de esta forma en menor medida la contaminación acústica;

5. Que los vehículos de 1.400 cc cumplen ampliamente con todos los requisitos necesarios para ser utilizados como vehículos de alquiler, puesto que pueden trasladar a los pasajeros en forma cómoda y dentro de los tiempos requeridos y autorizados por ley en las ciudades;

6. Que las menores cilindradas que se puedan establecer en la norma que regule la cilindrada siempre serán voluntarias, pudiéndose comprar vehículos con mayores cilindradas en caso de que sea necesario para cumplir las funciones que se pretende llevar a cabo con el vehículo;

7. Que la facultad para utilizar vehículos con menores cilindradas beneficiaría a más de 60 mil familias de clase media, toda vez que el cambio de vehículo podría hacerse a menores costos;

8. Que la posibilidad de comprar vehículos de menor cilindrada, y por tanto menos costosos, fomentaría una renovación más seguida de los vehículos y permitiría contar, de esta forma, con vehículos más cómodos y con mejores tecnologías;

9. Que la tendencia mundial es la de utilizar autos de carrocería y motores cada vez más pequeños, por todas las razones antes señaladas;

10. Que un porcentaje importante de los vehículos importados son de baja cilindrada, debido, justamente, a la tendencia mundial de utilizar vehículos cada vez más pequeños, y

11. Que la normativa internacional que deben cumplir los países en materia de emisiones de vehículos y de emisiones en general es cada vez más estricta.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que se disminuya la cilindrada mínima autorizada en el artículo 3° transitorio del decreto supremo Nº 212, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 1992, que contiene el reglamento de los servicios nacionales de transporte público de pasajeros, de 1.500 cc a 1.400 cc de cilindrada.”.

______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Ruiz-Esquide, señoras Allende, Alvear y Pérez San Martín y señores Bianchi, Cantero, Escalona, Frei, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Sabag, Tuma y Zaldívar, sobre situación de empleados públicos que se

traspasaron al sistema de A.F.P


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° S 1.417-12.

- - -


Puesto en votación, es aprobado por 17 votos a favor, 5 abstenciones y un pareo.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Escalona, Frei, García, Gómez, Horvath, Letelier, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Coloma, Espina, Larraín Fernández, Orpis y Uriarte.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Zaldívar.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el artículo 19, N° 2°, de la Constitución Política de la República asegura a todas las personas la igualdad ante la ley y que el N° 18° de esa misma disposición establece el derecho a la seguridad social y que la acción del Estado estará dirigida a garantizar el acceso de todos los habitantes al goce de prestaciones básicas uniformes, sea que se otorguen a través de instituciones públicas o privadas;

2. Que el N° 14° del mencionado artículo establece el derecho de presentar peticiones a la autoridad, sobre cualquier asunto de interés público o privado, sin otra limitación que la de proceder en términos respetuosos y convenientes;

3. Que diversas organizaciones de trabajadores del sector público, entre ellas la Asociación de Trabajadores por el Daño Previsional y la Asociación de Consumidores y Usuarios de Servicios Previsionales de AFP y Otras Entidades Afines, actuando conforme a esas disposiciones, han solicitado a las autoridades, de manera reiterada y respetuosa, que se solucione la grave situación que afecta a miles de funcionarios públicos, que los hace jubilar con pensiones inferiores al 40% de sus últimas remuneraciones;

4. Que la ley N° 19.200, del año 1993, corrigió la situación para todos aquellos servidores públicos que se encontraban afectados por la misma causa pero que se mantenían imponiendo en el ex Instituto de Normalización Previsional;

5. Que en esa ocasión, el gobierno de la época reconoció que la situación se originaba en la subcotización que afectaba a los trabajadores públicos, los que imponían por una suma inferior al 40% de sus remuneraciones reales, lo que se mantuvo hasta enero de 1988;

6. Que la petición transversal hecha por los parlamentarios de diversos sectores de incluir a todos los funcionarios afectados, incluyendo a los afiliados a las AFP, se desestimó por el mal estado de las finanzas públicas de la época y en la argumentación de que las pensiones de las AFP eran superiores a las del INP;

7. Que los antecedentes públicamente conocidos en la actualidad demuestran que se han producido hechos nuevos y cambios profundos que justifican que se legisle al respecto;

8. Que es de todos conocido que el país se encuentra en una condición económica que le permite enfrentar esta situación, ya que los pensionados del ex INP reciben pensiones tres o cuatro veces superiores a los de las AFP, mientras que los funcionarios públicos afectados perciben o recibirán pensiones inferiores al 40% de su última remuneración;

9. Que los gobiernos anteriores han enfrentado estos casos con el enfoque de estímulo a la desvinculación de trabajadores, más que a la solución de su situación previsional;

10. Que en múltiples ocasiones el Senado ha aprobado proyectos de acuerdo para solucionar este problema y el de otros sectores de trabajadores afectados, obteniéndose algunas soluciones parciales, así como también ha habido diversas iniciativas de ley promovidas por Senadores representantes de distintas bancadas, los que, al no contar con el respaldo del Ejecutivo, no han podido concretarse;

11. Que esta situación se hace más dañina para miles de trabajadores públicos que están en proceso de jubilación debido a las pérdidas que la crisis económica mundial ha generado, que han reducido las ya bajas pensiones en más de un 10%, y

12. Que los propios representantes de las AFP han señalado que a los trabajadores afectados por la subcotización antes reseñada el sistema de AFP no les sirve.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de un proyecto de ley, con trámite de suma urgencia, que permita a los trabajadores del sector público optar entre incorporarse al sistema aplicable a los beneficiarios de la ley N° 19.200 o mantenerse en el actual régimen de pensiones de las AFP.


Asimismo, que dicha iniciativa prorrogue, a lo menos por cinco años, las normas legales que promueven las desvinculaciones, permitiendo que todos los trabajadores públicos que están en condiciones de acogerse a jubilación puedan postergar su retiro, manteniendo el derecho a los bonos especiales que dichas normas contemplan.”.

______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez y

Lagos, sobre protección de los estromatolitos


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° S 1.418-12.
- - -


Puesto en votación, es aprobado por 12 votos a favor, un voto en contra y 7 abstenciones.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Allende y señores Chahuán, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide y Tuma.


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Orpis.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, Espina, García-Huidobro, Kuschel, Pérez Varela y Uriarte.

Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que los estromatolitos son estructuras estratificadas de formas diversas, formados por la captura y fijación de partículas carbonatadas por parte de cianobacterias en aguas someras que, en la fotosíntesis, liberan oxígeno y retiran de la atmósfera grandes cantidades de dióxido de carbono que, en parte, emplean en la construcción de nuevos estromatolitos, cuyas láminas son de un espesor inferior a algunos milímetros y su forma es plana. Estos estromatolitos se forman en ambientes extremos, con alta radiación ultravioleta, muy salina y con arsénico;

2. Que, actualmente, sólo se forman estromatolitos en algunos raros lugares preservados del planeta, como por ejemplo, en la costa oeste de Australia; en la Laguna de Bacalar, en México; en las Bahamas; en el Mar Rojo; en Lagoa Salgada, Brasil; en Cuatrociénegas, ubicado en Coahuila de Zaragoza, México, y en salares de la Zona Norte de Chile, como el Salar de Llamara. También existen estromatolitos en el lago Sarmiento, en el Parque Nacional Torres del Paine, Región de Magallanes. Se registran también en sitios que se remontan al período Proterozoico en San Juan de Marcona, Perú, y en Socompa y Tolar Grande, Salta, Argentina;

3. Que para la geología y la biología son importantes porque son la evidencia de vida más antigua que se conoce. Los estromatolitos más antiguos son de Warrawoona, Australia y tienen 3.500 millones de años. La teoría dice que los primeros habitantes de la Tierra debieron ser organismos unicelulares, procariontes y anaerobios. Por tanto, los estromatolitos forman parte del registro fósil más importante de la vida microbiológica temprana;

4. Que los estromatolitos son organismos que han mantenido hasta hoy su línea evolutiva. Dentro del registro fósil existen organismos pancrónicos, es decir, que no se han extinguido desde su aparición, ejemplo de lo cual son los estromatolitos;

5. Que los estromatolitos son evidencia de ciclos biogeoquímicos antiguos. Los microbios reciclan elementos y forman ciclos biogeoquímicos. El ciclo del carbono, por ejemplo, es fundamental en los procesos atmosféricos (concentración de CO2, conversión de ozono, formación de carbonatos, orgánicos volátiles, etcétera), climáticos (efecto invernadero) y biológicos (como elemento principal en moléculas orgánicas);

6. Que los estromatolitos son los primeros oxigenadores de la atmósfera. Los organismos que actualmente soportan a las comunidades estromatolíticas son las cianobacterias, que son fotosintéticas oxigénicas, es decir, que al hacer fotosíntesis liberan oxígeno a la atmósfera. El incremento de este gas está evidenciado geológica y biológicamente y ocurrió masivamente hace 2.500 millones de años. Sin embargo, se sabe que existieron zonas con incrementos de oxígeno localizados;

7. Que los estromatolitos son paleoindicadores ambientales. El crecimiento estromatolítico está ligado a cuerpos de agua (salinos, salobres y dulceacuícolas) donde la precipitación de CaCO3 pueda ocurrir. Debido a que los estromatolitos se forman bajo condiciones específicas de luz, salinidad, pH, profundidad, temperatura, nutrientes, etcétera, es posible relacionar condiciones ambientales con parámetros litológicos y mineralógicos. Como mínimo indican la presencia de cuerpos de agua, pero la cantidad de información que pueda extraerse de un fósil dependerá de su grado de preservación;

8. Que con fecha 1 de septiembre de 2010 fue aprobado el proyecto minero “Pampa Hermosa”, presentado por Soquimich el 5 de agosto de 2008, que contempla una extracción y producción de lodo estimada de 5.000 toneladas mensuales;

9. Que pese a que la resolución de calificación ambiental sobre el proyecto de Soquimich cita más de una cincuentena de veces la palabra “estromatolitos”, el Informe de Monitoreo de la Etapa Pre-Operacional respecto de Componentes Bióticos del salar de Llamara, contemplado en el Plan de Seguimiento Ambiental del mismo, desarrollado por Geobiota Consultores y publicado en junio de este año, no menciona ni una sola vez la palabra “estromatolitos” a lo largo de sus 78 páginas;

10. Que en el oficio ordinario N°183, del Secretario Regional del Medio Ambiente de la Región de Tarapacá, de fecha 22 de agosto de 2010, dirigido a la Jefa (S) de la División de Evaluación Ambiental y Participación Ciudadana del Servicio de Evaluación Ambiental, se señala que “considerando la importancia de las lagunas del Salar de Llamara y el levantamiento de la Biota Acuática de éstas, es necesario mencionar que en términos de variables relevantes a medir se nota la ausencia del análisis del componente microbiológico asociado a los tapetes microbianos, los que son susceptibles de ser perturbados tras alguna modificación en la calidad y cantidad de agua a través de la operación del proyecto Pampa Hermosa”;

11. Que con fecha 27 de septiembre de 2010 la Comunidad Aymara de Quillagua presentó un recurso de reclamación de 18 páginas, exigiendo que se dejara sin efecto la resolución de calificación ambiental por estimar que incumplía “con los derechos que emanan de la naturaleza humana, en nuestro caso, la propiedad que tenemos sobre nuestro territorio, y el hecho de no haber sido consultados de conformidad a lo que exige el Convenio 169 de la OIT”;

12. Que la mencionada resolución señala, en su Observación 5.3.4.27, que “los organismos vivientes en las aguas que serán afectadas, son formas de vida extremadamente frágil, protegida en virtud del compromiso nacional e internacional de Chile en la protección de la biodiversidad, el combate a la desertificación, la protección de los derechos indígenas, especialmente en lo referente a nuestro hábitat”, y

13. Que en ese mismo punto la resolución señala que “la altura de estos estromatolitos es la información base para definir los descensos máximos del nivel del espejo de agua permitidos, que aseguran mantener los tapetes bacterianos presentes en los estromatolitos bajo agua. Los estromatolitos presentes en los Puquíos presentan una altura máxima, desde el fondo del Puquío, de 16 cms. En base a lo anterior se contemplan las medidas y acciones orientadas a minimizar los impactos secundarios que tiene la extracción de agua sobre sistemas bióticos presentes en el área de influencia del Proyecto. Al respecto, se implementará una barrera hidráulica entre los pozos de bombeo del salar de Llamara y los Puquíos: que permitirá mantener los niveles de agua superficial que sostienen la biota acuática y terrestre existente. Esta barrera consiste en inducir un aumento del nivel del acuífero de manera de generar una divisoria de aguas que aísle el comportamiento hidráulico de ambos sectores.”.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya al señor Ministro de Minería, al señor Ministro de Planificación y a la señora Ministra del Medio Ambiente para que, en el contexto de la existencia de estromatolitos en el Salar de Llamara, Región de Tarapacá, se adopten las siguientes medidas:


a)
Establecer, en coherencia con los compromisos internacionales que Chile ha suscrito en materia de biodiversidad, los criterios y exigencias legales y ambientales que permitan proteger y conservar efectivamente esta riqueza natural de incalculable valor científico.


b) 
Disponer los recursos que promuevan el desarrollo de investigaciones científicas sobre la materia por parte de instituciones públicas y privadas nacionales, para dimensionar y potenciar su relevancia científica en el mundo actual, y los estudios microbiológicos, químicos e isotópicos para comprender la formación de dichas colonias y el registro climático que se esconde en sus biominerales, según lo ha recomendado la Sociedad Geológica de Chile.


c) 
Implementar los mecanismos que, de acuerdo con el Convenio N° 169 de la OIT, permitan la consulta a los pueblos originarios residentes ancestrales de la zona.”.

___________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez y Lagos, relativo al desarrollo de políticas

públicas referidas a internet


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° S 1.419-12.
- - -


Puesto en votación, es aprobado por 15 votos a favor y 5 abstenciones.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Chahuán, García, Gómez, Larraín Fernández, Navarro, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Coloma, Espina, Kuschel, Orpis y Uriarte.

Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el 1 de junio de 2011, el Relator Especial de la Organización de las Naciones Unidas para la Libertad de Opinión y de Expresión; la Representante para la Libertad de los Medios de Comunicación de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE); la Relatora Especial de la Organización de Estados Americanos para la Libertad de Expresión, y la Relatora Especial sobre Libertad de Expresión y Acceso a la Información de la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos (CADHP), suscribieron una Declaración Conjunta sobre Libertad de Expresión e Internet;

2. Que los citados relatores consideraron, para adoptar esta Declaración, las Declaraciones Conjuntas de fechas 26 de noviembre de 1999, 30 de noviembre de 2000, 20 de noviembre de 2001, 10 de diciembre de 2002, 18 de diciembre de 2003, 6 de diciembre de 2004, 21 de diciembre de 2005, 19 de diciembre de 2006, 12 de diciembre de 2007, 10 de diciembre de 2008, 15 de mayo de 2009 y 3 de febrero de 2010, sobre la misma materia;

3. Que dichos personeros enfatizaron la importancia fundamental de la libertad de expresión -incluidos los principios de independencia y diversidad- tanto en sí misma como en cuanto herramienta esencial para la defensa de todos los demás derechos, y como elemento fundamental de la democracia y del avance en los objetivos de desarrollo; 

4. Que los citados representantes destacaron el carácter transformador de Internet como medio que permite que miles de millones de personas en todo el mundo expresen sus opiniones, a la vez que incrementa significativamente su capacidad de acceder a información y fomenta el pluralismo y la divulgación de información;

5. Que tales relatores se manifestaron atentos al potencial de Internet para promover la realización de otros derechos y la participación pública, así como para facilitar el acceso a bienes y servicios. Asimismo, celebraron el notable crecimiento del acceso a Internet en casi todos los países y regiones del mundo, observando, sin embargo, que gran número de personas aún no tienen acceso a esta red o cuentan con formas de conexión de menor calidad;

6. Que, asimismo, estos personeros advirtieron que algunos gobiernos han actuado o adoptado medidas con el objeto específico de restringir indebidamente la libertad de expresión en Internet, en contravención al derecho internacional. Reconociendo que el ejercicio de la libertad de expresión puede estar sujeto a aquellas restricciones limitadas que estén establecidas en la ley y que resulten necesarias, por ejemplo, para la prevención del delito y la protección de los derechos fundamentales de terceros, recordaron que tales restricciones deben ser equilibradas y cumplir con las normas internacionales sobre el derecho a la libertad de expresión;

7. Que los relatores se manifestaron preocupados porque, aun cuando se realicen de buena fe, muchas de las iniciativas de los gobiernos en respuesta a la necesidad antes mencionada no toman en cuenta las características especiales de Internet y, como resultado, restringen de manera indebida la libertad de expresión;

8. Que, en esa misma línea, los personeros manifestaron su conciencia acerca del amplio espectro de actores que participan como intermediarios de Internet -y brindan servicios como acceso e interconexión a la red, transmisión, procesamiento y encaminamiento del tráfico en la misma, alojamiento de material publicado por terceros y acceso a éste, referencia a contenidos o búsqueda de materiales en Internet, transacciones financieras y facilitación de redes sociales- y de los intentos de algunos Estados de responsabilizar a estos actores por contenidos nocivos o ilícitos;

9. Que la Declaración en referencia contempla como principio general que la libertad de expresión se aplica a Internet del mismo modo que a todos los medios de comunicación. Las restricciones a la libertad de expresión en Internet sólo resultan aceptables cuando cumplen con los estándares internacionales que disponen, entre otras cosas, que deberán estar previstas por la ley, perseguir una finalidad legítima reconocida por el derecho internacional y ser necesarias para alcanzar dicho objetivo;

10. Que al evaluar la proporcionalidad de una restricción a la libertad de expresión en Internet se debe ponderar el impacto que ella podría tener en la capacidad de Internet para garantizar y promover la libertad de expresión respecto de los beneficios que dicha restricción reportaría para la protección de otros intereses. Los enfoques de reglamentación desarrollados para otros medios de comunicación -como telefonía, radio y televisión- no pueden transferirse sin más a Internet y deben ser diseñados específicamente para este medio, atendiendo sus particularidades;

11. Que la autorregulación puede ser una herramienta efectiva para abordar las expresiones injuriosas y, por lo tanto, debe ser promovida. Además, deben fomentarse medidas educativas y de concienciación destinadas a promover la capacidad de todas las personas de efectuar un uso autónomo, independiente y responsable de Internet ("alfabetización digital"), y 

12. Que los Estados tienen la obligación de promover el acceso universal a Internet para garantizar el disfrute efectivo del derecho a la libertad de expresión. El acceso a Internet también es necesario para asegurar el respeto de otros derechos, como el derecho a la educación, la atención de la salud y el trabajo, el derecho de reunión y asociación, y el derecho a elecciones libres. Los Estados deberían adoptar planes de acción detallados, de varios años de duración, para ampliar el acceso a Internet, que incluyan objetivos claros y específicos, así como estándares de transparencia, presentación de informes públicos y sistemas de monitoreo.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo y al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, para que se incorporen en el desarrollo de las políticas públicas referidas al acceso, uso y regulación de Internet, los criterios y recomendaciones contenidas en la Declaración Conjunta sobre Libertad de Expresión e Internet, adoptada en junio de 2011, por relatores de diversos organismos internacionales.”.

____________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez y Quintana, relativo a la prevención del trauma

acústico en la población juvenil

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° S 1.421-12.
- - -


Puesto en votación, se produce el siguiente resultado: 6 votos a favor, uno en contra y 5 abstenciones.


Votan a favor, los Honorables Senadores señora Allende y señores Navarro, Prokurica, Quintana, Rossi y Tuma.


Vota en contra, el Honorable Senador señor Orpis.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Coloma, Espina, Larraín Peña, Letelier y Uriarte.


El señor Secretario General señala que en virtud de lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento del Senado, debe repetirse la votación.


Repetida la votación, es aprobado por 15 votos a favor, 2 votos en contra y 6 abstenciones.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Chahuán, Escalona, Gómez, Horvath, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma y Walker (don Ignacio).



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Orpis y Uriarte.



Se abstienen, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, Espina, García-Huidobro, Larraín Fernández y Pérez Varela.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que, de acuerdo a un estudio realizado por la Escuela de Fonoaudiología de la Universidad Andrés Bello, cuyos resultados son coincidentes con otras investigaciones previas, cerca del 42,5% de los estudiantes universitarios presenta un trauma acústico debido al uso de reproductores personales de música, con audífonos, por mucho tiempo y a un volumen muy alto;
2. Que dicho estudio evaluó a un grupo de estudiantes universitarios de entre 18 y 25 años de edad, revelando que casi la mitad de los jóvenes sometidos a exámenes presentó un trauma acústico en la frecuencia de los 6.000 Hz;
3. Que, conforme a los antecedentes aportados por dicha investigación, el oído es sensible a las frecuencias de sonido que van entre los 20 y los 20.000 Hz, en tanto que los 6.000 Hz es la frecuencia que se altera al escuchar música del modo antedicho, así como la frecuencia de 4.000 Hz es la que resulta más afectada por el ruido laboral;
4. Que el trauma acústico es la disminución del umbral de audición debido a un ruido que supera los niveles considerados normales, lo que ocurre sobre los 80 decibeles. Una conversación, por ejemplo, oscila en torno a los 50 decibeles. Aunque esta pérdida de audición puede ser momentánea y recuperarse a los dos o tres días, también puede volverse crónica cuando la exposición al ruido es continua y prolongada en el tiempo;
5. Que, según el citado estudio de la Universidad Andrés Bello, el 37,5% de los encuestados reconoció escuchar música a un volumen elevado, esto es, al 75% o más del volumen máximo del reproductor, y un 60% de los entrevistados señaló hacerlo durante un promedio superior a dos horas al día. A ello hay que sumar que el 72,5% comenzó a usar un reproductor personal de música hace más de tres años;
6. Que los datos proporcionados por esta investigación concuerdan con otra denominada “Estudio sobre la audición de la población chilena”, realizado por la empresa CAES en el año 2010, la cual revela que el 38% de los jóvenes reconoce escuchar música a un volumen alto, mientras que el 12,4% lo hace a un nivel muy alto;
7. Que un gran inconveniente para crear conciencia es que, al principio, el daño no es perceptible, haciéndose evidente recién pasados los 35 años de edad. De hecho, se advierte que actualmente existen niveles de hipoacusia (disminución auditiva) y presbiacusia (pérdida de la audición asociada al paso de los años) a edades menores, en personas de 40 ó 45 años, probablemente debido a su exposición a aparatos de reproducción de música en su juventud;
8. Que otro estudio, desarrollado el año 2010 por el Departamento de Otorrinolaringología de la Pontificia Universidad Católica de Chile, concluye que, uno de cada tres jóvenes, de entre 16 y 26 años, están expuestos a niveles no recomendables de ruido por usar reproductores, tales como MP3 o celulares, para escuchar música;
9. Que cuando esta exposición a música a alto volumen ocurre, además, en ambientes ruidosos, como el Metro, los microbuses o la calle, el volumen suele aumentar aún más. Los estudios señalan que el 80% de los jóvenes señaló escuchar música en esos sitios;
10. Que a lo anterior se suma el hecho de que tres cuartas partes de los encuestados admitió escuchar música considerada ruidosa, estimándose que ésta alcanza promedios superiores a los 110 decibeles, y
11. Que para reducir el riesgo de problemas auditivos, los especialistas aconsejan escuchar música a no más del 75% del volumen del reproductor, por períodos cortos y usando audífonos supraauriculares (con cintillo), ya que se ha comprobado que son menos dañinos que los intraauriculares, pues disminuyen la intensidad del sonido en 12 decibeles y atenúan mejor el ruido ambiental.

El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya al señor Ministro de Salud para que, teniendo en vista los resultados de los diferentes estudios y mediciones sobre el impacto del uso de reproductores de música, especialmente en la población juvenil, se disponga la realización de campañas educativas preventivas en torno a la hipoacusia, la presbiacusia y a los traumas acústicos, las cuales, junto con evitar el aumento de número de casos de tales problemas auditivos, permitan disminuir el impacto de éstos en la salud y vida laboral de los jóvenes.”.

____________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez y Quintana, sobre medidas a favor de la educación

técnico-profesional

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° S 1.420-12.

- - -


Puesto en votación, es aprobado por 10 votos a favor, un voto en contra y 7 abstenciones.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Chahuán, Escalona, Gómez, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Rossi y Tuma.


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Kuschel.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, García-Huidobro, Larraín Fernández, Orpis, Pérez Varela y Uriarte.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que en la discusión de la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2011, el Ejecutivo propuso reducir en un 51,3%, respecto del presupuesto 2010, los recursos destinados al equipamiento de los liceos técnico-profesionales, justificando dicha disminución de fondos en la ausencia de evidencia que demuestre el impacto de las medidas de fortalecimiento de la educación técnico-profesional en la empleabilidad de los egresados, en el desarrollo de las competencias necesarias para acceder a la educación superior, así como en la inexistencia de una política global que se ocupe de la formación técnico-profesional;

2. Que otra consideración tenida en cuenta por el Gobierno para explicar esta reducción presupuestaria fue que en ninguna etapa del proceso de ejecución del referido ítem sobre equipamiento, durante los años anteriores, se analizó la pertinencia de los equipos adquiridos en relación a los sectores productivos de las respectivas regiones;

3. Que el Ministerio de Educación presentó un documento señalando la existencia de una percepción de crisis de la educación técnico-profesional, pues no prepararía para la educación superior ni para el mercado del trabajo. Del mismo modo, dicho documento revela que, entre los alumnos, padres, profesores y directores de los establecimientos educacionales, existe un aumento creciente de las expectativas en torno a la educación superior; que los egresados de la educación técnico-profesional cuentan con un currículum que les ofrece menores oportunidades de formación; y que, pese al aumento de cobertura, la mayoría de los egresados de la educación técnico-profesional no acceden a la educación superior;

4. Que, de acuerdo a este documento preliminar del Ministerio de Educación, tras un año desde el egreso, un 40,9% de los egresados de educación técnico-profesional trabaja; un 5,3% trabaja y estudia, un 13,2% sólo estudia, mientras que un 40,6% se encuentra inactivo. Al segundo año de egresados, un 45,4% trabaja, un 14,8% trabaja y estudia, un 18,4% sólo estudia, mientras que un 21,4% se encuentra inactivo;

5. Que, a partir de este diagnóstico, el referido Ministerio ha propuesto tres líneas de intervención desde el currículum de formación, cuales son: uno, generación de un balance entre la formación general y la diferenciada, añadiendo más horas de Lenguaje, Matemáticas y Ciencias Naturales o Sociales, Inglés y Educación Física; dos, redefinición de la oferta por sectores o especialidades, fusionando algunas ya existentes, creando nuevas o disminuyendo su número; y tres, redefinición de la práctica profesional, eliminándola con posterioridad al egreso de cuarto medio, para incluirla entre el tercer y cuarto año bajo el concepto de “formación en lugares de trabajo”, siendo obligación del establecimiento impartirla a todos los alumnos;

6. Que, conforme a lo anterior, el Gobierno ha contemplado redefinir las especialidades, considerando, por ejemplo, áreas como la forestal, la agropecuaria y la gastronómica, o los trabajos en madera, mueblería, elaboración industrial de alimentos, construcción, instalaciones sanitarias, mecánica industrial, construcciones mecánicas, mecánica automotriz, electricidad, electrónica, acuicultura, explotación minera, metalurgia extractiva, diseño gráfico, prevención de riesgos y medio ambiente, conectividad y redes, y programación. Asimismo, en la formación de asistentes de administración, auxiliares de enfermería, auxiliares de párvulos, asistentes químicos y asistentes de turismo;

7. Que, por su parte, la Asamblea Coordinadora de Estudiantes de Liceos Técnico Profesionales ha planteado sus demandas sobre la materia, entre las cuales están: el pago de un sueldo para los estudiantes en práctica, el cual sea proporcional al trabajo desempeñado cuando se realice en virtud de un reemplazo; prácticas duales dignas y remuneradas; protección laboral para los estudiantes en práctica, con un seguro especial de tipo escolar y laboral; garantía de que las prácticas se efectuarán en su totalidad en los colegios técnicos con fiscalización estatal, estableciendo un plazo máximo de dos años para poder ejercerla y de cuatro años en casos excepcionales como accidentes, enfermedades, embarazos, entre otros, previa certificación que acredite tales circunstancias;

8. Que, asimismo, han reclamado el aseguramiento de aprendizaje mínimo en prácticas duales y laborales con la implementación de bitácoras por parte del practicante y de las empresas, con fiscalización del Ministerio de Educación y de la Dirección del Trabajo; el derecho a sindicalización; una reforma a las mallas curriculares, con un año común y programas específicos a partir del segundo año; la implementación de un ramo sobre legislación laboral; la convalidación de asignaturas en la educación superior; la realización de un análisis de mercado respecto de la inserción laboral para cada especialidad, determinando la continuidad de éstas e integrando nuevas especialidades;

9. Que, de igual modo, han pedido que el Estado asegure el equipamiento y la infraestructura necesaria para impartir las especialidades de la educación técnico-profesional; que se implemente una renovación constante de dichos equipamiento e infraestructura según el campo laboral y las necesidades de las distintas especialidades; que se garantice un aporte presupuestario anual de acuerdo a los requerimientos de cada establecimiento de educación técnico-profesional; que se asegure que quienes impartan la educación técnico-profesional sean docentes técnicos que cuenten con dos años de los estudios pedagógicos correspondientes; que se instaure un sistema especial de ingreso a la educación superior, y que la práctica profesional sea incluida en el cuarto año medio;

10. Que, en el año 1998, los 349.142 estudiantes de educación técnico-profesional representaban el 45,1% de la matrícula en enseñanza media, mientras que, en el 2006, los 395.406 estudiantes en educación técnico-profesional constituían un 37,9% de la matrícula total en la enseñanza media. En Chile existen 945 colegios de educación técnico-profesional. El 65% de la matrícula de esos establecimientos corresponde a estudiantes integrantes de familias que provienen de los dos quintiles de menores ingresos; el porcentaje llega a 83,5% si se le suma el tercer quintil;

11. Que los resultados obtenidos tras diversos estudios realizados, señalan que 5 años después de terminado el proceso educativo, un 82% de los egresados ha hecho la práctica profesional y un 69% ha obtenido el título de técnico de nivel medio, un 80% trabaja (sólo un 5% por el ingreso mínimo), y un 30% ha cursado estudios superiores o se encuentra haciéndolo, y

12. Que la desregulación de la década de los años 80 produjo un crecimiento exagerado e inorgánico de especialidades en la educación técnico-profesional con una gran diversificación de planes y programas de estudio, no obstante lo cual la innovación lograda fue escasa, ya que pesó más el uso de los recursos humanos y materiales disponibles, que su adecuación al desarrollo regional y su relevancia para los alumnos.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya al señor Ministro de Educación para la adopción de las siguientes medidas en relación a la educación técnico-profesional:


a) Que se atiendan las demandas planteadas por la Asamblea Coordinadora de Estudiantes de Liceos Técnico Profesionales, en especial las referidas a los temas de equipamiento y condiciones para la realización de las prácticas profesionales y los reemplazos laborales.


b) Que se garantice el acceso y la admisión a la educación superior por parte de estudiantes que estén en posesión de un título técnico-profesional, sin exigir el requisito de rendir la Prueba de Selección Universitaria (PSU).”.

_____________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Pérez San Martín y señores Chahuán, García, García-Huidobro, Horvath, Muñoz Aburto, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Walker, don Ignacio, sobre mejoramiento de prestaciones de salud del personal en retiro de las Fuerzas

Armadas

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° S 1.422-12.
- - -


Puesto en votación, es aprobado por 24 votos a favor, una abstención y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Larraín Fernández, Larraín Peña, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Se abstiene, el Honorable Senador señor Letelier.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Zaldívar.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el artículo 9° de la ley N° 16.258 estableció el denominado Fondo de Revalorización de Pensiones de las Fuerzas Armadas, como un fondo destinado a compensar el deterioro de las pensiones a causa de la desvalorización monetaria y a reliquidarlas de acuerdo a las disposiciones contempladas al efecto en la misma ley;

2. Que dicho Fondo es financiado, según el artículo 10 del cuerpo legal en referencia, con una imposición del 0,5% sobre los sueldos, salarios, pensiones de retiro y montepíos del personal afecto a la Caja de Previsión de la Defensa Nacional;

3. Que, luego de más de 50 años del establecimiento de dicho Fondo, muchos cambios legislativos al sistema de pensiones de nuestro país han alterado las condiciones que motivaron la creación del señalado Fondo de Revalorización de Pensiones, prueba de lo cual es que la mayoría de los artículos de la ley N° 16.258 han sido expresamente derogados por normas posteriores, en especial por el decreto con fuerza de ley N° 4, de 1968, del Ministerio de Defensa Nacional;

4. Que el hecho más relevante que ha inutilizado el referido Fondo y a los descuentos que se realizan para financiarlo, es el mecanismo de reajustabilidad automática de las pensiones según la variación experimentada por el Índice de Precios al Consumidor (IPC), establecido por el decreto ley N° 2.547, de 1979, del Ministerio de Defensa Nacional;

5. Que estos antecedentes han dado lugar a una derogación tácita de las disposiciones que crearon el Fondo, así como también de la norma que establece el descuento del 0,5% para su financiamiento. Sin embargo, dicho descuento continúa efectuándose, especialmente, en las pensiones de retiro y montepíos del personal afecto a la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, y

6. Que esta situación motivó que el Primer Mandatario, durante su campaña presidencial, comprometiera entre sus propuestas para el sector pasivo de la Defensa Nacional, la destinación del referido descuento del 0,5% al financiamiento de las prestaciones de salud que recibe el personal en retiro de las Fuerzas Armadas.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de un proyecto de ley que derogue la norma que establece un descuento del 0,5% sobre los sueldos, salarios, pensiones de retiro y montepíos del personal afecto a la Caja de Previsión de la Defensa Nacional para el Fondo de Revalorización de Pensiones, y que destine los recursos existentes en dicho Fondo al mejoramiento de las prestaciones de salud del personal en retiro de las Fuerzas Armadas.”.

___________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Pérez San Martín y señores Chahuán, García, García Huidobro, Horvath y Muñoz Aburto, referente a ampliación de vigencia de leyes sobre

casinos municipales


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° S 1.423-12.
- - -


Puesto en votación, se produce el siguiente resultado: 10 votos en contra, 9 votos a favor, una abstención y un pareo.


Votan en contra, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Escalona, Frei, Letelier, Navarro, Pizarro, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Votan a favor, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Horvath, Larraín Fernández, Orpis y Uriarte.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Kuschel.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Zaldívar.


Repetida la votación en virtud del artículo 178 del Reglamento del Senado, se produce el siguiente resultado: 10 votos a favor, 9 votos en contra y una abstención.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Larraín Fernández, Orpis, Tuma y Uriarte.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Frei, Letelier, Navarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Se abstiene, el Honorable Senador señor Kuschel.



Se resuelve dejar su definición para la próxima sesión.


Queda pendiente el tratamiento de este asunto.

___________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Letelier, Bianchi, Cantero, Escalona y Quintana, en primer trámite constitucional, que prohíbe aportes estatales a entidades que persigan fines de lucro en la educación, con informe de la Comisión de

Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de la referencia, que tiene el Boletín N° 7.856-04 y cuya discusión en general quedó pendiente en la sesión anterior.
- - -


Prosiguiendo con la discusión en general, el señor Presidente otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Kuschel, Sabag y Lagos.

- - -


Cabe destacar que, oportunamente, los Honorables Senadores señores Kuschel y García, hacen expresa reserva de constitucionalidad respecto de este proyecto.

- - -


La Honorable Senadora señora Alvear se inhabilita para votar esta iniciativa, en virtud de lo dispuesto en el artículo 5° B de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y del artículo 8° del Reglamento del Senado.

- - -


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 22 votos a favor y 12 en contra, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Rincón y señores Cantero, Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Cantero, Ruiz-Esquide, Rossi, Tuma, Horvath, Letelier, Quintana, Navarro y Gómez.


Votan en contra, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.

Fundamentan su voto negativo, los Honorables Senadores señores García, Espina, Orpis, Coloma y Larraín Fernández.

- - -


La Sala acuerda fijar plazo para presentar indicaciones al proyecto hasta el día 5 de marzo de este año a las 13 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


Luego, el señor Presidente expresa que ha concluido el Orden del Día.

_______________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Alvear y señores Frei y Horvath han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S

1

INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY SOBRE REPROGRAMACIÓN DE CRÉDITOS UNIVERSITARIOS 

(7874-04)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado.


A una o más de las sesiones en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señoras Isabel Allende Bussi y Lily Pérez San Martin y señores José Antonio Gómez Urrutia y Camilo Escalona Medina.

Asimismo, concurrieron:

 Del Ministerio de Educación: el Ministro, señor Felipe Bulnes; el asesor jurídico, señor Raúl Figueroa; la Jefa del Departamento de Presupuesto de Educación Superior, señora Lorena Silva y el Investigador del Centro de Estudios, señor Andrés Barrios.

- Del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas, CRUCH: el Rector de la Universidad Católica de Valparaíso, señor Claudio Elórtegui; el Rector de la Universidad de Valparaíso, señor Aldo Valle y el Rector de la Universidad Biobío, señor Héctor Gaete.

- La Jefa del Departamento de Presupuesto de Educación Superior, señora Lorena Silva y el Investigador del Centro de Estudios, señor Andrés Barrios.

- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Asesor, señor Juan Pablo Rodríguez.

De la Biblioteca del Congreso Nacional: el Asesor Parlamentario, señores Luis Castro.


- De la oficina de la Honorable Senadora señora Von Baer: la Asesora, señora Constanza Hube.

De la Secretaría Ejecutiva Programa Legislativo, CIEPLAN: la Coordinadora del Programa Legislativo, señora Macarena Lobos.

De la oficina de la Honorable Senadora señora Pérez: el Asesor, señor Francisco Rubio.

De la oficina del Honorable Senador señor Quintana: los Asesores, señores Alberto Espinoza y Hugo Oviedo.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

El proyecto de ley tiene por finalidad permitir la reprogramación de las deudas morosas del crédito solidario, como una medida adecuada para facilitar el pago y mejorar los índices de recuperación, de manera de facilitar el acceso de las nuevas generaciones a la educación superior. Además, propone perfeccionar las herramientas de administración del fondo solidario, con miras a mejorar la gestión de los recursos públicos y flexibilizar las modalidades de pago de los deudores.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- La Constitución Política de la República,  artículo 19, numerales 10 y 11.


2.- La ley Nº 19.287 que modifica la ley Nº 18.591 y Establece Normas sobre Fondos Solidario de Crédito Universitario.


3.- La ley Nº 18.591 que establece normas complementarias de Administración Financiera de Incidencia Presupuestaria  y de Personal.


4.- La ley N° 19.848, que establece nuevas normas para la Reprogramación de deudas provenientes del Crédito solidario de la Educación superior.


5.- La ley N° 19.989, que otorga facultades a la Tesorería General de la República y modifica la ley Nº 19.848, sobre Reprogramación de deudas a los fondos de crédito solidario

II. ANTECEDENTES DE HECHO


Mensaje Presidencial.


Su Excelencia el Presidente de la República hace presente que el fondo solidario de crédito universitario ha facilitado el acceso a la educación superior de miles de jóvenes. Para que dicho sistema opere de forma adecuada, es fundamental que quienes se beneficiaron del mismo, asuman su obligación de restituir lo recibido en préstamo, siendo el pago uno de los pilares del crédito solidario, por lo que se requiere establecer mecanismos que permitan recuperar los créditos e incentivar el pago oportuno de los mismos.

Señala que hoy existen aproximadamente 110.000 deudores de crédito del fondo solidario que se encuentran morosos, lo que representa una deuda equivalente a 300 mil millones de pesos, y la consecuente pérdida para el Fisco.

Hace presente, también, que mejorar las probabilidades de recuperación, es determinante para lograr el adecuado financiamiento del sistema, lo que iría en directo beneficio de futuras generaciones.

En este mismo sentido, indica que se ha identificado como una de las principales causas de morosidad, los altos intereses penales asociados al incumplimiento en el pago de las cuotas estipuladas, los que al acumularse, hacen cada vez más gravosa la deuda y por ende, más difícil el pago para su deudor.

Además, enfatiza, que el porcentaje de recuperación equivale aproximadamente a un 38% al año, de manera que otorgar facilidades de pago a los deudores morosos, incentivándolos a ponerse al día en sus deudas, constituye una medida necesaria para la adecuada marcha del sistema, permitiendo, además, incrementar la tasa recuperación.

Señala que la morosidad significa un perjuicio directo para el deudor, ya que al ser incorporados a los registros públicos de deudores morosos, se dificulta  encontrar trabajo y como consecuencia de  ello, provoca grandes complicaciones al momento de pagar las deudas.


Concluye señalando que el proyecto de ley consta de tres artículos permanentes: el primero, regula la reprogramación de créditos universitarios; el segundo, modifica la ley Nº 19.287, que enmienda a su vez la ley Nº 18.591 y establece normas sobre Fondos Solidarios de Crédito Universitario; y por último, el tercero, establece un mecanismo de incentivos a los administradores de fondo con la finalidad de lograr una mejor recuperación.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El señor Ministro de Educación, don Felipe Bulnes, al efectuar la presentación de esta iniciativa legal, señaló que el proyecto aborda la reprogramación de los deudores morosos del crédito solidario, y busca dar solución a los 110.000 deudores de esta modalidad de crédito que beneficia a aquellos estudiantes que acceden a las veinticinco Universidades que pertenecen al Consejo de Rectores.

Asimismo, manifestó que el monto adeudado por estos deudores es de 300 mil millones de pesos, con una deuda promedio de cada uno de ellos que alcanza aproximadamente a los 2.8 millones de pesos.

En este mismo sentido, destacó que el proyecto tiene por finalidad dar una posibilidad de repactar sus deudas a estos deudores, de manera que puedan salir del Boletín Comercial o Dicom y tengan un nuevo plazo a partir del cual poder ponerse al día.

Sobre el particular, dijo que es importante precisar que gran parte de esta deuda se explica por los intereses penales, aspecto del que el proyecto se hace cargo al establecer una condonación del 100 % de ellos en la medida que se vaya sirviendo la deuda, y también en  los porcentajes que en cada caso corresponda.

Además, indicó que para el Gobierno es muy importante dar una oportunidad a estos deudores morosos, y por ello dijo que espera que el proyecto cuente con el apoyo en el Congreso.

Hizo presente que es muy importante tener presente la forma de pago una vez que el alumno ha egresado, que consiste en que anualmente  se debe pagar el 5% del total de ingresos que haya obtenido el deudor durante el año anterior. 

En este mismo orden de ideas, precisó que el pago es contingente al ingreso por lo que en un escenario normal, si una persona destina el 5% como máximo de sus ingresos al pago del crédito, al cabo de 12 o 15 años, que es el plazo total del crédito, va a ver totalmente extinguida su deuda.

El crédito, señaló, ya implica un subsidio, y solo se cobra lo que se alcanza a acumular con ese 5% durante los 12 o 15 años que dura el pago, y eso es lo que explica que la recuperación que hoy obtiene el Fisco por cada 100 pesos que entrega en crédito universitario, alcance sólo al 38%, dada la característica de contingencia del ingreso por lo que no se cobra la deuda total.

En este sentido, dijo que el sistema de pago se sustenta en que a cada persona le acompaña la contingencia del ingreso, de manera que no es más grave la situación del titulado que la del desertor, porque siempre le acompaña el 5% contingente al ingreso. 

Basándose en la presentación acompañada a este informe, el asesor jurídico del Ministerio, señor Raúl Figueroa, destacó que el crédito solidario financia hasta el arancel de referencia anual de la carrera, en las universidades adscritas al Consejo de Rectores, con una tasa anual del 2%, con un plazo de pago de 12 a 15 años dependiendo si el monto exigible es superior o no a 200 UTM, y con un período de gracia de dos años posteriores al egreso. Precisó que  el período que financia es hasta el 50% adicional de carrera, por si el estudiante quiere prolongar sus estudios, con ciertos requisitos de postulación.

En cuanto a los aspectos que cubrirá el proyecto, comentó, que hoy en día existen 303.717 beneficiarios en período de pago, al día son 80.363, morosos 101.422, pagados 84.885, reprogramados al año 2004 son 37.047, no vigentes 211.508, entre los que están dentro del periodo de gracia de 2 años y los que están estudiando, lo que hace un total de 515.225 personas en el sistema, y existen en la actualidad 110.000 deudores morosos del crédito solidario. 

Siguiendo con su exposición, sostuvo que el procedimiento de pago basados en el 5% de los ingresos del deudor es una característica relevante del sistema, que se sustenta, por ende, en la declaración de ingresos respectiva para calcular el monto del pago. En caso que no se haga dicha declaración, puntualizó, la ley establece una forma de recalcular su deuda que en términos prácticos consiste en un mecanismo de aceleración, fijando una cuota equivalente al mayor valor entre el doble del pago del año anterior y el 20% del saldo deudor. Sobre el particular, es necesario tener presente que el 47% de los deudores no hace la declaración de ingresos. En el mismo sentido, hizo notar que los obligados al pago son tanto los titulados como aquellos que abandonaron la carrera.

Enfatizando este aspecto, hizo notar que la no presentación de la declaración de ingresos, como lo ha apuntado, que implica un aumento cuantioso en la cuota a pagar por el estudiante, hace que, en muchos casos, la deuda se vuelva definitivamente incobrable.

Respecto de la caracterización de los deudores, comentó que de los actuales 110.611 morosos, 46.667 corresponden a deudores desertores, es decir, estudiantes que se acogieron al financiamiento del fondo solidario, pero se retiraron de sus estudios universitarios antes de obtener el título; los titulados corresponden a un 26%, es decir, 29.279, y los otros morosos corresponden al 31%, que equivale a 34.665 personas.

En virtud de lo anterior, afirmó que existen en la actualidad 58.430 morosos que equivalen a un 53%; 42.992 morosos críticos que nunca han pagado una cuota. En este mismo contexto, señaló que el rango etáreo en que se dividen los deudores es el siguiente:  menor de 25 años, 1%; entre 25 y 34 años, 38%; entre 35 y 44 años 37%, y 45 años y más, 24%.

En cuanto al sistema de pago, aclaró que aquellas personas con un ingreso inferior a las 6 UTM quedan exentas del pago.

En relación con las razones de la morosidad, dijo que se producen por distintas causas, como: la baja cultura de pago de crédito universitario por parte de los egresados, acentuado en deudores desertores de la carrera; baja penalización de la sociedad por créditos de esta naturaleza, cosa que ha ido variando lentamente al ser cada vez más considerado como antecedente para otorgar créditos por la banca; deficiente gestión de cobranza de parte de las Universidades a través de su Administrador de Fondo de Crédito; desinformación de las ventajas de declarar año a año sus ingresos, independiente de su monto, dada la contingencia del mismo (5%) y la opción de exención de pago si el ingreso es inferior a 6 UTM, entre otras.

En cuanto el proyecto mismo, explicó que éste tiene tres aristas fundamentales: la primera, que se refiere exclusivamente a la reprogramación de los deudores morosos; la segunda, trata sobre modificaciones a la actual ley del fondo solidario para mejorar la gestión de la cobranza e incentivar los pagos, rebaja de interés penal; y la tercera, referida a los incentivos para mejorar la gestión de cobranza por parte de las Universidades.

En materia de reprogramación, hizo presente que el proyecto pretende beneficiar a todas aquellas personas que, al 30 de junio del 2011, se encuentren morosos y hayan permanecido así los últimos 3 años. Indicó que el proyecto les da la posibilidad de acogerse a éste beneficio de la reprogramación que consiste en que una vez que se tenga el consolidado respecto de lo que se adeuda por concepto de capital e intereses, si el deudor paga al contado el 50% o más de la de deuda se le condonará el 100% de los intereses penales y se reprograma la deuda en un período de 10 a 15 años dependiendo del monto de la deuda. 

En el mismo sentido, recalcó que los incentivos para acogerse al beneficio están dados por la misma reprogramación que ya le permite al deudor ser retirado de los registros de morosidad. Asimismo, añadió, repactar le permite establecer cuotas que esté en condiciones de pagar, y de hacerse un pago inicial fuerte, se le condonan el 100% de los intereses. En todo caso, puntualizó, de hacerse un pago inferior al 50% de la deuda, también se le condonan los intereses a razón del doble de lo pagado.

En relación con este punto, el señor Ministro de Educación, precisó que el objetivo del proyecto es que el Estado no efectué el cobro de interés penal acumulado producto de estas deudas, y en la medida que las personas se acojan a esta repactación se logrará que una vez pagado el 50% de la deuda, ya sea al contado o en cuotas, queda exento de pagar el interés penal, el que se condona completamente.

Siguiendo con sus argumentaciones, el asesor jurídico del Ministerio, hizo presente que la idea es generar una cultura de pago, para que no se deje de pagar y la reprogramación no sea vista solo como una forma de salir rápidamente de los registros de morosos, y de ahí que se contemple una rebaja progresiva de los interese penales.

En cuanto al pago inicial, el plazo y la tasa, hizo presente que lo que se exige en principio es el pago del 5% de lo adeudado, con un mínimo de 4UTM, y en el caso que el cálculo del 5% sea superior a 20 UTM, el deudor podrá optar por pagar éste último  monto. Añadió que este pago inicial señaló, se puede hacer hasta en 6 cuotas mensuales, pagándose la primera al contado.

En el mismo sentido, indicó que el deudor puede reprogramar su deuda hasta en 10 años, si ella es inferior a 150 UTM, y en el caso que sea superior a este monto, podrá reprogramar a un plazo de hasta 15 años. Sobre la tasa de interés anual, indicó que sigue siendo del 2%.

En el caso de los desertores, destacó que se establece cierto tratamiento especial, porque se entiende que pueden tener menos ingresos y menos incentivos para pagar. Dentro de los requisitos para este grupo, puso de relieve que se debe acreditar no haber egresado desde alguna institución de educación superior, incluyendo institutos profesionales y centros de formación técnica; deben presentar una declaración jurada señalando su situación académica y,  además, deben acreditar que su nivel de ingresos es menor o igual a 10 UTM y que su nivel de gastos  le  impide pagar la cuota fija calculada.

Dentro del mismo contexto, señaló que en estos casos el deudor pagará el 5% de sus ingresos anuales, los que deberán ser acreditados por declaración de ingresos según el procedimiento habitual, y en este caso el período de pago corresponderá al máximo de 10 ó 15 años, dependiendo del monto de la deuda, y con esto se incorpora la contingencia del ingreso dentro de la reprogramación.

En otro orden de materias, respecto del perfeccionamiento de la ley de fondo solidario y crédito universitario, puntualizó que el proyecto está orientado a  extender la suspensión del pago a deudores que continúen estudios en cualquier institución de educación superior, limitando el máximo de años según el grado académico. A este respecto, indicó que lo que se busca es que si alguien quiere seguir estudiando, pueda suspender el pago del crédito.

Esta suspensión de pagos es obligatoria, según dijo, para aquellos que estén estudiando postgrados y ganen menos de 6 UTM; el deudor también podrá anticipar voluntariamente su período de pago, si su ingreso mensual es superior a 6 UTM.

En caso de cesantía, afirmó que el deudor  podrá suspender el pago, causal que puede ser invocada sólo una vez por cada deudor, y adicionalmente el interés penal se rebaja al 1% mensual.

Para el caso que no se presente la declaración jurada de ingresos, explicó que el deudor ingresa a un régimen de cuotas fijas, por un período que va de los 6 a los 15 años según el monto de la deuda, ya que los administradores pueden reliquidar la deuda con un 20% de  lo que queda por pagar, por tanto la deuda se acelera rápidamente.

Añadió que el proyecto busca que en los casos señalados, el monto pase a ser uno fijo, de manera que si se debe menos de 50 UTM los años de cobro serán hasta 6; si se deben entre 51 y 100 UTM, los años de cobro serán hasta 9; si se deben entre 101 y 200 UTM los años de cobro respectivo serán hasta 12, y en el caso que se deban más de 201 UTM, los años de cobro serán hasta 15. En estos casos, indicó que la tasa anual será de un 2%, con cuotas fijas y así se evitará la aceleración de la deuda.

En otro orden de materias, comentó que el proyecto también plantea el aumento de facultades para el administrador, de manera que no se tenga que presentar todos los años un nuevo proyecto de reprogramación, y dijo que éstas consisten básicamente en que el administrador pueda renegociar deudas de morosos en casos particulares, en los casos en que se encuentren agotadas las vías prejudiciales, y que hayan transcurrido 3 años desde la entrada en mora del deudor, por una sola vez, y siempre que el deudor no haya accedido  a alguna reprogramación anterior. 

En este caso, hizo presente que los requisitos serán un pago mínimo de un 10% de la deuda con un mínimo de 4UTM y un máximo optativo de 20 UTM; se le hará una condonación que puede ser por un máximo de 80 y un mínimo del 20% de intereses penales, en forma proporcional al pago , menos un 10%, y por último se establece que el plazo de pago será de hasta 10 años para deudas inferiores a 150 UTM y de hasta 15 años para deudas que superen dicho monto. Hizo hincapié en que ésta  facultad comenzará a regir  2 años después de la publicación del reglamento de la ley.

Concluyó su exposición señalando que dentro de los incentivos para la buena gestión del Fondo Solidario, se incorpora la posibilidad de dar adicionalmente hasta un 5% de la recuperación del año anterior  a cada fondo, ésta facultad estará radicada en el Ministerio de Educación  por la vía de la ley de Presupuestos, como una forma de premiar la buena gestión de acuerdo a la situación de cada Universidad. En este caso los mayores recursos irán al fondo, para que sea asignado exclusivamente como créditos a sus alumnos.

A continuación, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio consultó la opinión general del Ministerio sobre el crédito solidario y, en especial, sobre el hecho de que las universidades administren el fondo. Asimismo, preguntó cómo se podría perseguir la responsabilidad del deudor en la ley, y por qué sólo respecto de los desertores se tiene presente la contingencia del ingreso. En su opinión, el pago mínimo que se exige es bastante alto, e insistió en que podría unificarse el criterio de pago en torno a la contingencia indicada. 

A su vez, el Honorable Senador señor Escalona preguntó por los avances en esta materia con el movimiento estudiantil, e indicó que, en su opinión, éste proyecto mejora los anuncios del Ministro anterior. A su vez, propuso al Ministro que se tome en cuenta el método de la reprogramación que se usó en la Administración del Presidente Aylwin, que básicamente ofreció un pago anual dividido en cuotas anuales, de manera que si la persona tenía un ingreso muy bajo, no pagaba, y si durante todo el año no pudo hacerlo, igual se le tuvo por pagada la cuota anual, y así sucesivamente en el tiempo y con eso se logra que el deudor salga en algún momento de esa condición.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Allende también preguntó por el diálogo con los estudiantes y refiriéndose al proyecto, dijo que  a su parecer los intereses penales son bastante altos y  recalcó que la contingencia del 5% en relación con los ingresos no le parece muy justa y por ello planteó que quizás éstos debieran tener otros componentes.

A su vez, preguntó respecto de la retención de los impuestos a los deudores, que es una suerte de penalidad que debiera incorporarse dentro del esquema actual.

Por otra parte, planteó que, desde su perspectiva, al Estado no le corresponde tener una función de persecutor de quienes no pagan,  por lo que habría que buscar cómo mejorar el sistema para que sean las universidades quienes cumplan esta función de cobranza.

Por último, señaló que lo importante es que los estudiantes paguen, más allá de la cultura que se tenga como como sociedad, ya que, a su juicio, esto debe ser visto dentro de un contexto más amplio, que no sólo abarque las universidades del Consejo de Rectores y preguntó si se consideran medidas preventivas respecto del comportamiento de pago de las familias.

La Honorable Senadora señora Von Baer  se manifestó de acuerdo con la iniciativa e indicó su extrañeza por la situación en la cual se encuentra el 47 % de los deudores que no presenta la declaración jurada de ingresos, y preguntó si ello se explicaba por falta de información. Asimismo, hizo ver la necesidad de que al momento de asumir este crédito se pueda establecer el ingreso real a futuro, ya que de esta manera se podría evitar llegar a reprogramar constantemente la deuda.

Continuando con sus planteamientos, preguntó acerca de los incentivos con que cuentan las universidades para recuperar los dineros y lograr una mayor recaudación, y respecto de la situación de las personas que no pueden concluir sus estudios.

Otro aspecto que le preocupó a la señora Senadora fue el relativo a la situación en la cual se encuentran los egresados y si se tiene información respecto de por qué no se titulan.

Por último, indicó que desde su punto de vista, el sistema es discriminatorio porque sólo considera las universidades del Consejo de Rectores. Recalcó que las universidades privadas no tienen este beneficio y en este sentido, dijo que se debiera apurar la tramitación de este proyecto, para beneficiar a las familias que hoy tienen estas deudas.

El Honorable Senador señor Quintana también señaló que es un proyecto necesario, que mejora en varios sentidos el proyecto que se presentó el año 2002, ya que le parece que es muy difícil seguir el ritmo de la cobranza. 

Asimismo, manifestó comprender el planteamiento de los estudiantes y le pareció  importante recoger su postura en este tema, porque ello está directamente relacionado con el tema de la gratuidad, y en este sentido, manifestó que quizás ésta sea el último proyecto de ley de reprogramación que se tramite en el Congreso Nacional, ante la posibilidad de extender la gratuidad en la educación superior a niveles superiores a los que actualmente existen.

En cuanto al contenido del proyecto, afirmó que él se sustenta en la lógica de que el tema de la educación es un bien de consumo, y que, por lo tanto, las deudas que se contraen no distan de cualquier otro endeudamiento. Este planteamiento, puntualizó, no es del todo adecuado, ya que no debe olvidarse que, en este caso, la deuda se origina como consecuencia del ejercicio de un derecho fundamental de la persona humana, como es el derecho a la educación. A su juicio, añadió, este es un aspecto relevante en el análisis de esta problemática, el cual ha estado presente en el debate que se ha desarrollado durante todo este año en el país.

En otro orden de ideas, preguntó si es posible llevar la deuda a pesos, ya que actualmente ella está expresada en UTM, y si se contempla algún beneficio para quienes están pagando.

Por último, compartió la idea de que la acción de cobranza, no debiera ser una función del Estado, y sobre el particular planteó que debieran establecerse mecanismos para asegurar el cobro.

A continuación, contestando la pregunta planteada por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en cuanto a la opinión que se tiene del sistema de crédito, el señor Ministro de Educación señaló que éste va en la dirección correcta, ya que más allá que se tome la decisión política de apoyar a ciertos quintiles con becas para avanzar a la gratuidad, el sistema educacional chileno debe fundarse también sobre la base de los créditos. En este sentido, precisó, el sistema actual tiende a equilibrar con bastante justicia el derecho de un alumno a participar en la educación superior con la obligación restituir, a futuro, los recursos que le han sido aportados por el Estado, toda vez que los fondos que le han sido entregados van en directa relación con su posibilidad de mejorar su renta y condición de vida. De esta forma, añadió, el cobro del 5% de sus ingresos, aparece como una formula bastante justa, ya que está construido sobre un sistema proporcional.

En este mismo orden de ideas, agregó que el sistema está concebido para que el Estado recupere el 60% de los recursos que aporta al crédito solidario. Sin embargo, en la actualidad, como lo señaló precedentemente, sólo se recupera el 38% de los montos, lo que hace necesario mejorar la modalidad de pago. Enfatizó que el sistema de crédito en la educación superior  no sólo contempla el crédito solidario, sino también el de crédito con aval del Estado. En ese sentido, planteó la necesidad de avanzar hacia un sistema único que dé respuesta a todos los estudiantes sin distinción.

En cuanto a la pregunta formulada por la Honorable Senadora señora Allende, aseguró  que comparte su apreciación en el sentido de que el sistema en la Educación Superior esta desregulado. Hizo presente que antes sólo el 5% de los estudiantes accedía a la educación superior, en circunstancias que hoy ese porcentaje asciende al 45- 50%, lo que le impone al Estado una carga muy pesada. 

Respecto del crédito solidario, manifestó que éste está diseñado para ser solidario con quienes entran a la educación superior y ello impone la necesidad de recuperar efectivamente lo que se tiene presupuestado, y en este sentido, destacó que los incentivos que se proponen son bastante razonables y ayudarán en gran medida a los deudores morosos.

Por último, hizo presente que con el movimiento estudiantil, nuca han entrado a discutir esta materia, ya que sus peticiones dicen relación con la situación actual de las personas que hoy están estudiando,  y no respecto de los que dejaron de estudiar, por lo que insistió en que los deudores no pueden estar supeditados al resultado del movimiento estudiantil.

Seguidamente, la Honorable Senadora señora Allende expresó sus dudas respecto de lo beneficioso que ha sido el aumento de la cobertura en la educación superior del país. Añadió que el paso del 5 al 45 % de personas que acceden a ese nivel de educación, que pudiera estimarse como un logro importante, debe ser analizado, necesariamente, desde la perspectiva del rol que debe tener el Estado en esta materia. Sobre el particular, agregó que es muy delicado ignorar a los estudiantes, ya que uno de los temas relevantes en esta materia es el de la gratuidad.

Respecto del perfil del moroso, hizo presente que sería bueno saber cuáles son las causas que inciden en este comportamiento, e insistió que el 5% de los ingresos mensuales que se establece como tope para efectos del pago de la deuda, es un tema relevante porque existen grandes diferencias.

Por último enfatizó que el tema de la gratuidad y la postura de los estudiantes es un tema muy fundamental.

A su turno, el Honorable Senador señor Gómez afirmó que los estudiantes no han centrado sus inquietudes sólo en el tema económico, ya que también sus aprehensiones son de índole política, y en este sentido no le parece bueno discutir los proyectos de ley en forma parcial, ya que el Gobierno debe cumplir su compromiso de discutir con los estudiantes estos temas en su globalidad.

En otro orden de ideas, señaló que debería establecerse un arancel único y no sólo el referencial, e insistió en la necesidad de escuchar a los estudiantes.

Por su parte, continuando con el debate, el Honorable Senador señor Escalona solicitó que se pudiera establecer otro sistema de condonación total o parcial, ya que, a su juicio, la contingencia del ingreso es una barrera muy alta para entrar a la reprogramación, y señaló también que en el caso que se trate de personas con bajo ingreso, debe haber un punto en que se exima del pago, que haya un premio para el que reprograma.

Respecto de lo anteriormente señalado, el  asesor jurídico del Ministerio hizo presente que el proyecto contempla el mecanismo de la condonación de intereses en la medida que se va pagando la deuda.

La Honorable Senadora señora Von Baer: insistió en que el objetivo del proyecto apunta, principalmente, a que los deudores de este crédito puedan salir de los registros de deudores morosos. En ese sentido, añadió, la iniciativa se hace cargo de unos de los puntos más complejos que afecta actualmente al sistema educacional chileno, pero no es su finalidad abordar la problemática educacional en su conjunto. En esa virtud, insistió en la necesidad de tramitar con celeridad el proyecto, ya que ello irá en directo beneficio de aquellas personas que hoy tienen un problema del que no pueden salir.

Continuando con el intercambio de ideas, el Honorable Senador señor Quintana señaló que no ve cambios profundos en materia educacional en los proyectos de ley presentados por el Gobierno. Respecto del límite del 5% de los ingresos mensuales que se establece como tope para efectos del pago de la deuda, indicó que ello no es un tema menor, ya que aun cuando pudiera parecer, en principio, un criterio de igualdad, ello no es del todo así cuando se analiza la renta de las personas, lo que no da, en consecuencia, relación de justicia distributiva. Enfatizó que debiera utilizarse un sistema progresivo y no proporcional como el que se plantea.

En relación con la gratuidad, el señor Ministro de Educación afirmó que es importante tener en consideración la situación de otros países, como Argentina, en que de la Universidad de Buenos Aires se gradúan dos de cada diez estudiantes, los que forman parte de las clases sociales más acomodadas.

Respecto del tema de los recursos que no van a la educación pública estatal, señaló que la condonación comienza al momento de empezar a pagar la deuda a razón de dos por uno, y, por tanto, no hay barrera de acceso.

Finalmente, y en cuanto a la conversión de la deuda de UTM a pesos, expresó que ello puede resultar más beneficioso para el deudor moroso que para el que está pagando, lo cual pudiera ser inequitativo. Respecto del 5% del ingreso que se contempla como método para efectos del pago de la deuda, indicó que esta ha sido la fórmula que siempre se ha considerado en la ley del crédito solidario y su evaluación es que ha funcionado razonablemente.

- - -

Conforme lo plantearon en sus intervenciones varios señores Senadores, la Comisión acordó continuar la discusión en general de esta iniciativa de ley, escuchando a los representantes del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas – CRUCH -. En su representación, asistieron los señores Claudio Elórtegui, Rector de la Universidad Católica de Valparaíso; Aldo Valle, Rector de la Universidad de Valparaíso, y Héctor Gaete, Rector de la Universidad Bío Bío.

El Rector de la Universidad Biobío, señor Héctor Gaete hizo presente que su rol dentro del Consejo de Rectores es presidir la comisión de gestión y financiamiento del mismo.

Antes de detenerse en los contenidos del proyecto de ley en estudio, efectuó las siguientes consideraciones de orden general: 

i.- La educación debe ser una política de Estado que supere el gobierno de turno y, por ello, se debe planificar a largo plazo, de manera de tener un sistema educacional de características republicanas, inclusivo, que permita dar un paso adelante en el fortalecimiento del país en cuanto a sus capacidades de generar conocimiento y avanzar. El rol que le corresponde al Estado debe ser activo, lo que se traduce en distintas normativas y en una inversión en educación superior mayor a lo que existe. Se debe llegar, precisó, como mínimo, al promedio de los países de la OCDE, debiendo fortalecerse el rol de la educación universitaria pública, por las condiciones y características que ella tiene en nuestro país.

ii- En cuanto a la relación del costo de la educación y el ingreso por habitante, expresó que nuestro país está en torno a los US$15.000 percápita, pero con una alta desigualdad, con un índice de Gini 
 de 0.52%. Además, agregó que el 60% de las personas en nuestro país tiene un ingreso bruto igual o inferior a los $250.000 mensuales y el costo de la educación universitaria en relación al PIB/cápita, es el más alto del mundo.

Desde esa perspectiva, puntualizó, el Consejo de Rectores tratará de influir, en los estamentos que corresponda, a fin de lograr un reforma estructural y profunda del sistema de financiamiento de la educación superior, de manera de reestructurar integralmente las becas y ayudas estudiantiles en sus montos, cobertura y condiciones de postulación. Agregó que el Consejo tiene claridad de la situación por la que atraviesan diversas familias del país en orden a que es insostenible el actual endeudamiento. A vía ejemplar, puntualizó que en los tres quintiles inferiores el costo de un estudiante universitario supera hoy en día el 40% del ingreso familiar.


Continuando con sus planteamientos, señaló que se pretende lograr la gratuidad para los siete primeros deciles, en forma gradual, porque no solo se asegura igualdad de oportunidades, sino también se debe asegurar el utilizar el sistema de educación superior como un mecanismo de redistribución del ingreso. También indicó que se plantea mejorar el fondo solidario y que las ayudas estudiantiles complementarias para los tres quintiles superiores, puedan ser una combinación de crédito y pago directo.

A continuación, efectuó diversos comentarios y planteamientos en relación con la iniciativa de ley en estudio. Sobre el particular, señaló que es posible identificar tres objetivos fundamentales: a) otorgar facilidades de pago a los morosos; b) mejorar los índices de recuperación y c) perfeccionar herramientas de administración del fondo solidario, de tal manera de poder recuperar fondos públicos para poder reinvertirlos.

En primer término, planteó que debiera incorporarse a los deudores de la ley Nº 19.083, que optaron por no acogerse a la reprogramación propuesta en el año 2003 de la ley Nº 19.848, y sugirió eliminar el requisito de no haberse acogido antes a una reprogramación, ya que según dijo, ello no contribuye a la recuperación ni a la normalización de la situación del deudor.

Siguiendo su argumentación, hizo presente que el proyecto no contempla la situación de los deudores cruzados (que registran deuda con más de una universidad) y estimó que el debiera resolver quien consolida la deuda, quien la informa y finalmente quien la administra. Respecto del plazo para que el administrador determine el saldo del deudor, señaló que se debe fijar fecha para dictar el reglamento y así evitar que pueda extenderse mucho en el tiempo.

En otro orden de materias, refiriéndose a la confidencialidad, hizo hincapié en que ella choca con la norma que establece la publicación de la deuda por las instituciones de Educación Superior, por lo que sugirió que se aclare y establezca un grado de concreción respecto de la información que las universidades puedan publicar, para evitar judicializar esta materia.

Comentó que el proyecto recogió la recomendación del CRUCH en orden a no exigir inicialmente el pago del 100% de la deuda para tener derecho a condonación de los intereses penales, y que, adicionalmente, se faculta a la Tesorería General de la República para retener de la devolución de impuestos la renta los montos impagos de los deudores. Sobre el particular, enfatizó que es muy importante verificar si el tenor del proyecto de ley resuelve el problema planteado a este respecto por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional que ya en dos oportunidades declaró inaplicable la facultad de retención del organismo señalado. 

Por otra parte, expresó su preocupación con la enmienda que se contempla en el artículo segundo del proyecto, que modifica el artículo 7 de la ley Nº 19.287, ya que a su juicio, ello no tiene relación alguna con esta iniciativa y, muy por el contrario, significa un incentivo para que los estudiantes del sistema público salgan de él y opten por otro sector.

En lo que respecta a la modificación contenida en el artículo tercero del artículo 71 bis de la Ley Nº 18.591, manifestó que aunque es correcto buscar un incentivo a los administradores del fondo para lograr una mejor recuperación, manifestó su preocupación en relación con el modo en que el proyecto aborda el tema del incentivo, porque se establece sobre el total de recursos recuperados el año anterior, con lo que se beneficia a las instituciones grandes y no premia necesariamente la eficiencia. Por esta razón, precisó, es del parecer de eliminar el techo establecido en el proyecto, o al menos que se establezca en función de la variación anual positiva de la recuperación y no de los montos y que se debiera establecer claramente que ese aporte o incentivo es de cargo Fiscal.

En otro orden de materias, y refiriéndose al tema del Crédito con Aval del Estado (CAE), comentó que dentro del sistema actual, él representa un avance importante, ya que llega al 2% lo que es bastante relevante. Sin embargo, sostuvo que conforme a los datos aportados al principio, referidos al ingreso familiar el que un arancel baje de 140 a 70 mil pesos mensuales, no soluciona el problema de fondo.

Insistió en que lo que propone el CRUCH, es un sistema de becas (sin devolución) al 70%, y respecto del crédito con aval del Estado, se debiera pensar en implementar un sistema de crédito coordinado y operado por el Estado de Chile, con exclusión de la Banca, y para ello, sugirió que se puede apoyar en los mecanismos de cobro que tiene el propio SII.

Los representantes del CRUCH, acompañaron su presentación en un documento en formato Word, en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

En relación con estos planteamientos, la Honorable Senadora señora Von Baer preguntó respecto de la recuperación en relación con el fondo solidario,  y cómo, desde la perspectiva del CRUCH, se puede mejorar la devolución del crédito, ya que existe la posibilidad de repensar un sistema que sea capaz de aumentar la tasa de devolución, para no tener que repetir en el futuro una reprogramación, y recalcó que ello importa una suerte de justicia entre las distintas generaciones de estudiantes, e insistió en que el Consejo de Rectores hiciera alguna propuesta en este sentido.




El Honorable Senador señor Navarro señaló que, como lo ha expresado en otras oportunidades, es partidario de la gratuidad y, en ese sentido, a su juicio, ésta debiera ser la última iniciativa referente a esta materia. Por ello, puntualizó, que la decisión respecto de este proyecto de ley debiera ser efectuada en forma conjunta, y teniendo en consideración, los proyectos de reformas constitucionales, en actual tramitación en el Senado, en materia de educación y libertad de enseñanza.

En otro orden de ideas, preguntó a los señores rectores si es posible sostener el actual sistema con becas reembolsables, ya que en su opinión la clave para resolver el actual problema de endeudamiento, sin afectar el ingreso de las familias más pobres, es condonar la deuda. 

En segundo lugar, consultó respecto de la mejor forma para cobrar, ya que es necesario no repetir los innumerables problemas que se han presentado con anteriores reprogramaciones, ya que, enfatizó, en el cobro se juega la credibilidad y honestidad del sistema y por ello destacó que en él también deben estar presente los principios que se van a instalar en el nuevo sistema educacional.

Finalmente, interrogó por el rol que debieran tener las universidades respecto de generar la información que permita a los deudores pagar sus obligaciones en las mejores condiciones.

Respondiendo la pregunta de la Honorable Senadora señora Von Baer, el Rector de la Universidad Biobío indicó que es crucial la decisión política de fondo que se tome, por cuanto señaló que el país se encuentra, en materia de ingreso, entre los ocho países más desiguales del mundo, tal como lo señalan informes de distintos organismos internacionales como Naciones Unidas, Foro Económico Mundial, Banco Mundial y OCDE.

Puntualizó que la educación superior está llamada a jugar un rol clave en el futuro del país, ya que, por una parte, es necesario reconvertir nuestra economía, basada en materias primas, en un sistema fundado en el conocimiento, y por otra, se necesita acortar las brechas de desigualdad. En ambos aspectos, la educación superior es crucial, ya que desde ella se pueden alcanzar los objetivos de movilidad social, mayor igualdad y economía basada en el conocimiento que debieran ser los objetivos del país en el mediano plazo.

Hizo presente que en la lógica actual, hay estudiantes talentosos, ayudados por todos los chilenos, que se titulan pero que parten endeudados aproximadamente entre 15 y 20 millones de pesos. Por ello, y como lo sostiene el Consejo, el sistema de educación superior debiera colaborar en la redistribución del ingreso, y esa es la razón por la que proponen avanzar hacia un 70% de gratuidad paulatinamente, evitando así que se reproduzca la desigualdad al hacer que ese porcentaje de personas más pobre tenga que devolver el dinero.

En relación con el tema de la recuperación, el Rector de la Universidad Católica de Valparaíso, señor Claudio Elórtegui, manifestó que el sistema de educación superior debe avanzar en términos de lograr mayores niveles de calidad y equidad, toda vez que ella constituye un vehículo de movilidad social, de redistribución de ingreso y como motor del desarrollo nacional.
Sobre el particular, señaló que el fondo solidario de crédito es una herramienta de política pública que contribuye efectivamente al objetivo de hacer posible que estudiantes que no tienen recursos propios para financiar sus estudios universitarios, puedan hacerlo, y aportó el dato de que el sistema ha beneficiado desde su creación, en el año 1994, a más de 500.000 estudiantes.

Sin perjuicio de que el sistema del fondo de crédito pueda mejorarse, destacó que el pago del mismo es contingente al ingreso en un porcentaje de un 5%, como se ha destacado en varias oportunidades, lo que contribuye a mayores niveles de equidad en la sociedad en la medida que  mientras más altos son los ingresos de la persona, más contribuye al fondo, y en el caso contrario podrá simplemente no pagar realizando la respectiva declaración de ingresos.

En relación con lo anterior, planteó que el alto nivel de morosidad se produce porque las personas no realizan su declaración de ingresos anuales y ello significa que pasan a la etapa de aceleración de la deuda, la que la convierte en una obligación prácticamente imposible de cumplir por el castigo en términos de tasa de interés. Por esta razón, destacó que el proyecto de ley en discusión va en la dirección correcta.

Respecto del mejoramiento de la recuperación, sostuvo que el proyecto corrige el tema de la aceleración de la deuda, mejora el instrumento de la retención, al incluir a los empleadores, pero planteó que esto no solo debiera hacerse respecto de los deudores morosos, sino respecto de todos.

En relación con la misma temática referida a la recuperación, el Rector de la Universidad de Valparaíso, señor Aldo Valle, comentó que existen indicadores que son mejorables, pero sostuvo que se debe tener presente que el crédito solidario está destinado a personas que carecen de recursos, y si se consideran los niveles de deserción, los niveles de ingreso y las limitaciones que la propia ley tiene en el sentido de poner plazos (12 años) o la contingencia del ingreso, es evidente que no se trata de un crédito mercantil, de modo que los indicadores de recuperación también deben ponerse en ese contexto.

Específicamente, señaló que en la presentación que ha quedado a disposición de la Comisión, se han agregado propuestas para enriquecer el proyecto en discusión en el sentido de evitar formas de evasión o elusión para personas que pueden pagar y que evitan dicho pago, ya sea a través de la constitución de sociedades de profesionales o, simplemente, recurriendo a alguna argucia para no hacerlo.

Hizo presente que no comparte el sistema de financiamiento de la educación superior, porque señaló que a su juicio no resulta edificante para la moralidad pública chilena. Destacó que debe haber un porcentaje muy importante de jóvenes que acceden a la educación superior que deben tener gratuidad porque no tienen condiciones para pagar y si ello se relaciona con la deserción, interrupción de estudios o fracaso académico, estos últimos se ven influenciados por las posibilidades que tiene las personas de seguir pagando o de mantenerse en el sistema educativo.

En cuanto a las universidades, recalcó que las propuestas también se dirigen a fortalecer las capacidades de recuperación de estas instituciones.

El Honorable Senador señor Navarro preguntó a los representantes del CRUCH acerca de los efectos que podría generar este proyecto de ley en relación con las expectativas de recuperación que tienen las distintas universidades para el año 2011.

En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Quintana preguntó si, con ocasión de este proyecto de ley, se ha notado una disminución en los pagos en los distintos planteles.

El Rector de la Universidad Biobío, respondió que, efectivamente, existe necesidad de que este proyecto de ley se trámite con la mayor celeridad, ya que él ha ralentizado el proceso de cobranza, los flujos en las universidades, y ello resulta muy complejo en las instituciones con bajo aporte directo y que logran recolocar ayudas estudiantiles por la recuperación del fondo solidario.

A su vez, el Rector de la Universidad Católica de Valparaíso, respondiendo a la inquietud formulada por el Honorable Senador señor Navarro, sostuvo que si bien no está en el proyecto de ley en discusión, tiene la inquietud respecto de lo que se ha anunciado como recursos adicionales producto de la mayor recaudación asociada a la ley de reprogramación, ya que según dijo, si bien el fondo  tiene incorporado por su naturaleza un subsidio estructural, porque no es un crédito mercantil, aunque las personas no caigan en morosidad pagando el 5% de sus ingresos, ello no alcanza para cubrir el crédito, por lo que desde la perspectiva de los ingresos de las universidades, el Estado tiene que dar una parte adicional  a lo que  recuperan las instituciones.

Sobre el particular, afirmó que se les ha informado por parte del Ministerio de Educación que la mayor recuperación que van a tener las instituciones por la ley de reprogramación, tendrá como contrapartida una menor entrega de recursos de parte del Estado al fondo de crédito, lo que no ocurrió en la reprogramación del año 2003.

En este sentido, subrayó que en esta ocasión, de cumplirse el anuncio hecho por dicha Cartera de Estado, no va a existir en la práctica un aumento significativo de recursos a las instituciones, aun cuando se establezca en el proyecto un incentivo del 5% pero como política permanente y no asociada a la reprogramación. Siguiendo con su argumentación, manifestó su preocupación ya que, afirmó, a las universidades les corresponde recibir esos recursos adicionales, pero sin que se produzca una merma por otro lado.

El Honorable Senador señor Quintana señaló que este tema debe analizarse nuevamente con el Gobierno, para plantearle el desacuerdo que existe en el sentido que el sistema dé como resultado que el que recupera más reciba menos, ya que el propósito del fondo es ser precisamente solidario y por ello no puede ser medido por el nivel de recuperación que tiene, porque no se puede comparar con otros tipos de créditos. En este sentido, expresó que los sectores con menores recursos se les debería dejar fuera del sistema.

Por último, el Rector de la Universidad Biobío enfatizó que era el momento de idear un sistema de cobranza centralizado, que permita agilizar y operar de mejor manera, con todas las mejoras que vayan surgiendo en el curso de esta discusión.

Señaló, asimismo, que técnicamente, en un primer año de recuperación, se produce un gran flujo en los pagos, los que disminuyen con los años, y por eso manifestó que era necesario que el Ministerio reconsiderara sus proyecciones y expectativas respecto de la recuperación, para no tener problemas presupuestarios a futuro.

En otro punto, estimó que era necesario determinar el precio justo de los aranceles, y al respecto sostuvo que el tema central consiste en que los aranceles no tienen ningún techo, de manera que todo lo que se pueda avanzar con el fondo solidario, no tendrá el efecto deseado, sino que más adelante se reproducirá el fenómeno de los morosos, ya que la diferencia que existe entre el arancel real y el de referencia es excesivo.

Refiriéndose a la inquietud formulada por el Honorable Senador señor Quintana, en relación con la posibilidad de que la deuda se lleve a pesos, los representantes del CRUCH estimaron que el problema que se vislumbra es de reajustabilidad, ya que debe haber un mecanismo que cumpla con ello para hacer efectivamente la recuperación.

- - -

Votación en general del proyecto y fundamento de voto

En sesión posterior, el señor Ministro de Educación recalcó la urgencia en la tramitación de éste proyecto de ley, ya que son muchas las personas que están a la espera de tener una solución y ser beneficiadas con las normas que se consideran en esta iniciativa, que ofrecen una muy buena oportunidad para los deudores. Añadió que su mayor interés estaba en la sustentabilidad del sistema de crédito solidario, lo que explica que la condonación sea parcial, y se comprometió a estudiar la posibilidad de remitir una iniciativa legal adicional que pueda beneficiar a los deudores del crédito Corfo.


- A continuación, el señor Presidente declaró cerrado el debate, y puso en votación en general el proyecto de ley. La unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, le dio su aprobación.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio manifestó, en su fundamento de voto, que aunque reconoce en el proyecto de ley muchos aspectos positivos, es necesario revisar, durante la discusión en particular de la iniciativa, la exigencia del pago inicial para obtener la condonación del 50% de los intereses penales, ya que le parecía excesivo. Asimismo, hizo notar la conveniencia de contemplar una suspensión en el pago cada vez que el deudor acredite que está cesante, en lugar de una sola vez, como contempla el proyecto de ley, y se manifestó de acuerdo en que esta iniciativa se tramite con la mayor celeridad.

El Honorable Senador señor Navarro señaló, al fundamentar su voto, que el análisis de esta iniciativa hace necesario revisar la naturaleza de la deuda, ya que existe una importante cantidad de estudiantes deudores que dejaron de estudiar por razones ajenas a su voluntad, como ocurrió durante el Régimen Militar. Asimismo, compartió las apreciaciones del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, respecto de lo elevado del monto del pago inicial.

El Honorable Senador señor Quintana expresó, en el fundamento su voto, que la deuda, en su inmensa mayoría, obedece a que las personas no han podido lograr la necesaria estabilidad laboral y, por ende, económica. Destacó que, a su juicio, en esta materia son válidas, incluso, las objeciones de conciencia, y dijo que cree que a fututo estas leyes no se tramitarán nuevamente. También se manifestó de acuerdo con las apreciaciones del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio y añadió que a su parecer se debe buscar una forma única de financiamiento.

- - -


En mérito de las consideraciones anteriores y acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología os propone aprobar en general el siguiente 


“PROYECTO DE LEY:


“ARTÍCULO PRIMERO: Apruébase la siguiente ley de reprogramación de créditos universitarios:


“Artículo 1º.- Los deudores de los Fondos Solidarios de Crédito Universitario, crédito universitario y crédito fiscal universitario, establecidos en las leyes números 19.287 y 18.591 y en el decreto con fuerza de ley Nº4 de 1981, respectivamente, que se encontraren en mora al 30 de junio de 2011 y que no se hubieren acogido a ninguna reprogramación anterior, en adelante “los deudores”, podrán acogerse a las condiciones de pago que se establecen en la presente ley.

Artículo 2º.- Los deudores que deseen acogerse a los beneficio de esta ley deberán manifestarlo al administrador de crédito respectivo, en adelante, “el administrador”, dentro de los tres meses siguientes a la fecha en que se publique el consolidado de la deuda de acuerdo a lo establecido en el artículo 3º de esta ley.-

En dicha comunicación fijarán un domicilio, destinado al envío de las notificaciones y avisos relativos a esta y otras gestiones vinculadas al crédito, e informaran, cuando corresponda, la entidad previsional  a la que se encuentran afiliados. Para efectos del envío de los avisos, los deudores podrán señalar una dirección de correo electrónico.

Artículo 3º.- Transcurridos 30 días desde la fecha de publicación del reglamento de esta ley, el administrador procederá a determinar el saldo del deudor de los beneficiarios de esta ley, para lo cual , calculara las cuotas adeudadas, vencidas y por vencer, con la totalidad de los intereses penales que correspondan, las que serán consolidadas estableciéndose un nuevo saldo deudor expresado en unidades tributarias mensuales, de acuerdo al valor que dicha unidad tenga en el mes en que se efectúe el cálculo.-

El mismo día mencionado en el inciso anterior, el administrador deberá poner a disposición de los deudores, en la página web de la respectiva universidad, la información relativa a la deuda consolidada, resguardando la confidencialidad de los datos. La que se proporcione a cada deudor deberá distinguir del saldo deudor, el monto correspondiente a los intereses penales adeudados.

Además, dentro de los cinco días siguientes a la publicación a la que se refiere el inciso anterior, el administrador deberá publicar, en un diario de circulación nacional, un aviso que informe la página web en la cual se encuentra disponible la consolidación de las deudas y el plazo de los deudores para reprogramar.

Artículo 4º.- El deudor tendrá el plazo de dos meses contados desde que se acogió a la reprogramación para convenir con el administrador el número de cuotas anuales, iguales y sucesivas en que pagará su saldo, las que en ningún caso excederán de 10 cuotas, si el monto de la deuda reprogramada es igual o inferior a 150 unidades tributarias mensuales, o de 15 cuotas, si el monto de la deuda reprogramada es superior a 150 unidades tributarias mensuales.

En el momento de convenir el número de cuotas, el deudor deberá proceder a un pago inicial, correspondiéndole una condonación parcial o total de los intereses penales, la que se determinara de acuerdo al monto inicial pagado. El deudor podrá realizar el pago inicial hasta en seis cuotas mensuales sucesivas, debiendo pagar la primera al contado. Si el deudor incumple en el pago de las cuotas correspondiente al pago inicial de la deuda reprogramada, el administrador la podrá hacer totalmente exigible.

A los deudores que inicialmente paguen el 50% o más del saldo de capital más los intereses adeudados sin contar intereses penales, se les condonará la totalidad de los intereses penales. A los deudores que paguen un porcentaje inferior al anterior, se les condonarán, en ese momento, los intereses penales en un porcentaje equivalente al doble del porcentaje de esa deuda que paguen inicialmente. En este último caso, el deudor será beneficiado, además, con la condonación parcial del saldo de los intereses penales al momento del pago de las cuotas pactadas. Para estos efectos, la condonación de los intereses penales será equivalente al doble del porcentaje que represente cada cuota pagada respecto de la deuda consolidada, sin contar interese penales.

El pago inicial no podrá ser inferior al monto mayor entre el 5% de la deuda, excluyendo los interese penales, y el equivalente a cuatro unidades tributarias mensuales. Asimismo, en el caso que el 5% de la deuda resulte superior a  veinte unidades tributarias mensuales, el deudor podrá optar por pagar inicialmente este último monto.

El deudor deberá suscribir un pagare que dé cuenta de su nueva deuda, el que si correspondiere comprenderá las cuotas del pago inicial a que se refiere el inciso segundo de este artículo. El saldo será expresado en unidades tributarias mensuales, que devengaran un interés de un 2% anual. En este pagaré se incluirán las condiciones de condonación de los intereses penales estipulados en el inciso cuarto de este artículo.

El pagaré referido en el inciso anterior, y las actas del protesto del mismo, cuando procediere, se encontraran exentos de los impuestos establecidos en le Ley de Timbres y Estampillas.

Artículo 5º.- Al momento de suscribir el pagaré a que se refiere el artículo anterior, el deudor deberá otorgar un mandato irrevocable a favor del administrador, para que éste requiera a su empleador que deduzca de sur remuneraciones el monto de las cuotas del crédito que hubiere acordado con el administrador. Para ello, la cuota anual deberá dividirse en doce cuotas mensuales iguales.

Dichos descuentos deberán ajustarse a los límites establecidos para estos efectos en los artículos 58, inciso segundo, del Código del Trabajo, y 96, inciso segundo, de la ley Nº 18.834, según corresponda.

Artículo 6º.- En el caso de los deudores que acrediten no haber egresado de ninguna institución de educación superior y cuyos ingresos mensuales sean inferiores a 10 unidades tributarias mensuales, de acuerdo a la acreditación de ingresos establecida en el artículo 9 de la ley Nº 19.287, y cuya cuota anual pactada en conformidad al artículo 4º de esta ley resulte superior al 5% del total de los ingresos, sólo estarán obligados a pagar ese año el monto equivalente a un 5% de sus ingresos totales. Para estos efectos, se considerará como ingreso total del deudor el ingreso bruto menos los descuentos correspondientes a impuestos y cotizaciones previsionales obligatorias.

Sólo podrán acogerse a este beneficio aquellos deudores que cumpliendo con los requisitos mencionados en el  inciso anterior reprogramen sus deudas en los plazos máximos establecidos en el inciso primero del artículo 4º de esta ley, de acuerdo al monto de la deuda reprogramada.

La diferencia que se produzca entre la cuota originalmente pactada y la que se pague en virtud de la aplicación del presente artículo se condonará automáticamente al efectuarse el pago.

Artículo 7º.- Si el administrador respectivo optare por el cobro mediante el descuento de las remuneraciones del deudor, y así lo solicitare por escrito, los empleadores de los beneficiarios de créditos repactados en conformidad con las normas de esta ley, deberán descontar de las remuneraciones de dichos beneficiarios las mensualidades correspondientes al pago de créditos solidarios universitarios, dentro de los términos  señalados en el artículo 5º, debiendo enterar la mensualidad descontada a la institución acreedora correspondiente antes de proceder a la retención siguiente.

El requerimiento del administrador del fondo de crédito al respectivo empleador, deberá cumplir con las condiciones y formalidades que se establezcan en el reglamento.

Si el empleador no efectuare el descuento correspondiente, habiendo sido requerido para ello en razón del inciso anterior, o, habiéndolo efectuado, no enterare los fondos a la institución acreedora correspondiente, las sumas respectivas se reajustarán considerando la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor, del período comprendido entre el mes que antecede al anterior a aquél en que debió efectuarse el pago, y el mes que antecede al mes anterior a aquél en que efectivamente se realice. Además, deberá pagar a la institución acreedora que corresponda, una suma equivalente a una unidad de fomento por cada mes en que no efectúe el descuento.

Por cada día de atraso, las sumas reajustadas devengarán un interés penal equivalente a la tasa de interés corriente para operaciones reajustables en moneda nacional a que se refiere el artículo 6º de la ley Nº 18.010, aumentado en un 20%. Con todo, a contar de los noventa días de atraso, la tasa antes referida se aumentará en un 50%.- 

Las cantidades que resulten de la aplicación de los incisos anteriores se imputarán al saldo del crédito adeudado por el trabajador, cuando se produzca el pago respectivo.

Sin perjuicio de lo anterior, las instituciones deberán perseguir del empleador el pago de las retenciones que no se hubieren enterado, incluidos los reajustes e intereses que correspondan, conforme con las normas sobre pago y cobro de cotizaciones previsionales contenidas en la ley Nº 17.322, gozando de igual preferencia que éstas.

Artículo 8º.- La Tesorería General de la República estará facultada para retener de la devolución de impuestos a la renta que le correspondiere anualmente a los deudores del crédito solidario, crédito universitario y crédito fiscal universitario, que se acojan a los beneficio de esta ley, los montos que se encuentren impagos según lo informado por el respectivo administrador, en la forma que establezca el reglamento, e imputar dicho monto al pago de la mencionada deuda.

La Tesorería General de la República deberá enterar los dineros retenidos por este concepto al administrador del Fondo Solidario de Crédito Universitario respectivo, en el  plazo de treinta días contados desde la fecha en que debiera haberse verificado la devolución, a menos que el deudor acredite que ha solucionado el monto vencido y no pagado por concepto de crédito universitario, mediante certificado otorgado por el respectivo administrador. Si el monto de la devolución de impuestos fuere inferior a la cantidad adeudada, subsistirá la obligación del deudor por el saldo insoluto.

Con todo, los deudores a los cuales el empleador les haya retenido y no pagado, total o parcialmente, los montos impagos, podrán requerir de la Tesorería General de la República, la liberación de la retención efectuada por ésta, en la forma que señale el reglamento, si probaren que su empleador les ha efectuado retención o que existen juicios pendientes de cobro en contra del referido empleador.

 La liberación a que se refiere el inciso anterior alcanzará sólo hasta el monto de lo probado.

Artículo 9º.- Para efectos de la acreditación de los ingresos establecida en el artículo 6º de la presente ley, el deber de secreto o reserva de los antecedentes tributarios, contenido en el artículo 35 inciso segundo del Código Tributario, no será aplicable a la información relativa a los ingresos de los deudores de los créditos solidarios, pero sólo para el administrador respectivo.

Asimismo, los administradores de fondos de crédito se encontrarán facultados para solicitar información a las entidades previsionales que corresponda, en relación con los ingresos de los deudores que reprogramaron sus créditos, las que estarán obligadas a entregarla.

Artículo 10.- El pago de las cuotas anuales correspondientes se iniciará en el año calendario siguiente al de la suscripción del pagaré mencionado en el artículo 4º de esta ley.

Artículo 11.- En todo lo no regulado expresamente en esta ley, se aplicarán en forma supletoria las disposiciones de la ley N° 19.287, con excepción de lo dispuesto en los artículos 10, 12 y 16 de la misma.

Artículo 12.- Un reglamento, emanado del Ministerio de Educación y suscrito además por el Ministerio de Hacienda, deberá establecer las normas necesarias para la aplicación de esta ley.”

ARTÍCULO SEGUNDO: Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.287, que modifica la ley Nº 18.591 y establece normas sobre Fondos Solidarios de Crédito Universitario:

1) Modifícase 
el artículo 7º de la siguiente forma:



a)Reemplázase el inciso tercero la frase “de las instituciones a que se refiere el artículo 70 de la ley 18.591” por “institución de educación superior reconocida por el Estado”. 



b)Agrégase el siguiente inciso final nuevo:



“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el beneficiario podrá voluntariamente anticipar el inicio de su período de pago mencionado en el inciso anterior. Para estos efectos, el beneficiario deberá informarlo al respectivo administrador general del fondo y acreditar que su ingreso promedio mensual, durante los seis meses inmediatamente anteriores, calculado en la forma establecida en el artículo 8°, es mayor a 6 UTM, vigentes al 31 de diciembre del año respectivo.”.


2) Modifícase el artículo 8° de la siguiente forma: 


a) Agrégase la siguiente frase final al inciso quinto: 


“Con todo, dicha suspensión no podrá exceder al plazo formal de duración de los estudios de postgrado correspondientes.”

. 


b) Agréguense los siguientes incisos sexto y séptimo nuevos:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, a los deudores que estén cursando estudios de postgrado y  cuyos ingresos promedios mensuales sean inferiores a 6 UTM se les suspenderá la obligación de pago anual y el plazo máximo para servir la deuda.


La obligación de pago podrá suspenderse para aquellos deudores que así lo soliciten y acrediten cesantía sobreviniente, esto es, aquella producida en el período en que éste debe efectuar el pago de la cuota correspondiente. Esta suspensión podrá solicitarse por una sola vez y operará por un período máximo de doce meses. En este caso, el plazo máximo para servir la deuda se extenderá por el mismo número de meses que haya operado la suspensión.”.


3) Modifícase el artículo 11 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el inciso primero por los siguientes incisos primero y segundo, cambiando los actuales su numeración correlativa: 


“Si un deudor no acreditare sus ingresos en el plazo señalado en el inciso primero del artículo 9º, el administrador general del fondo respectivo le determinará una cuota fija, anual y sucesiva, que se calculará en función del saldo deudor debidamente actualizado, dividiendo el monto de la deuda por el número de años de cobro, de acuerdo a la siguiente tabla: 

Saldo deudor deuda (UTM)


Años de cobro

Desde 0 a 50





           
6

Desde 51 a 100




           
9

Desde 101 a 200




          12

201 o más
          




15


Para el cálculo de las cuotas anuales, la tasa de interés a utilizar ascenderá a un 2% anual.”.


4)
Reemplázase en el inciso primero del artículo 15 el guarismo “1,5” por “1,0”.


5)
Agrégase el siguiente artículo 17 bis nuevo:




“Artículo 17 bis.- En caso de mora, y sólo una vez agotadas todas las instancias de recuperación prejudicial de la deuda, el administrador del fondo podrá reprogramar la deuda morosa de los deudores que no hubieren reprogramado con anterioridad y que lo soliciten al administrador. Esta reprogramación deberá ser en cuotas fijas, anuales y sucesivas. No obstante lo anterior, una reprogramación individual no podrá ocurrir antes de que hayan transcurridos tres años desde que el deudor entró en mora. 


Para acogerse a esta reprogramación, los deudores deberán hacer un pago inicial del todo o parte del saldo de capital más los intereses adeudados sin contar intereses penales y se les condonarán intereses penales en la misma proporción que el porcentaje de la deuda que inicialmente paguen, menos un 10%. Con todo, esta condonación en ningún caso podrá exceder del 80% de los intereses penales ni ser inferior al 20%.


El pago inicial no podrá ser inferior al monto mayor entre el 10% de la deuda, excluyendo los intereses penales, y el equivalente a cuatro unidades tributarias mensuales. Asimismo, en el caso de que el 10% de la deuda resulte superior a veinte unidades tributarias mensuales, el deudor podrá optar por pagar inicialmente este último monto.


El plazo de pago del saldo remanente de la deuda no deberá exceder de 10 años, si el monto de la deuda reprogramada es igual o inferior a 150 unidades tributarias mensuales, o de 15 años, si el monto de la deuda reprogramada es superior a 150 unidades tributarias mensuales.”.

ARTÍCULO TERCERO.-
 Modifícase el artículo 71 bis de la ley N° 18.591, agregando a continuación del punto aparte del inciso segundo, la siguiente frase final: 

“Sin perjuicio de lo anterior, se considerará en dicha distribución un aporte a cada institución, calculado sobre la base del volumen total de créditos a recuperar, los montos efectivamente recuperados y la variación anual de los mismos. Este aporte no podrá exceder para cada institución del 5% del total de los recursos recuperados por la misma durante el año anterior.”.

Artículo transitorio.- Lo dispuesto en el numeral 5) del ARTÍCULO SEGUNDO comenzará a regir transcurridos 2 años desde la publicación del reglamento de la presente ley.”.

- - -


Acordado en las sesiones celebradas los días 14 de septiembre, 05 de Octubre y de 13 de Diciembre de 2011, con asistencia los Honorables Senadores señor Jaime Quintana Leal (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Carlos Cantero Ojeda, Alejandro Navarro Brain e Ignacio Walker Prieto. 



Sala de la Comisión, a 27 de diciembre de 2011.

                                                  
(Fdo.): Francisco Javier Vives D.,

                                                         Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY SOBRE REPROGRAMACIÓN DE CRÉDITOS UNIVERSITARIOS 

(7874-04))

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar acerca del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República.  


A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, del Ministerio de Educación, el Subsecretario, señor Fernando Rojas, y el asesor jurídico, señor Raúl Figueroa.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor José Francisco Acevedo.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, la asesora, señorita María Soledad Larenas.


De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la Coordinadora del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.

- - -


La iniciativa en estudio fue analizada, en forma previa, por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Cabe hacer presente, asimismo, que durante el trámite seguido ante la Comisión de Hacienda, el Ejecutivo comprometió el retiro de la urgencia de “discusión inmediata” con que había sido calificado el proyecto. En consecuencia, la Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, discutir la iniciativa sólo en general, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 del reglamento del Senado.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

El proyecto de ley tiene por finalidad permitir la reprogramación de las deudas morosas del crédito solidario, como una medida adecuada para facilitar el pago y mejorar los índices de recuperación, de manera de simplificar el acceso de las nuevas generaciones a la educación superior. Además, propone perfeccionar las herramientas de administración del fondo solidario, con miras a mejorar la gestión de los recursos públicos y flexibilizar las modalidades de pago de los deudores.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El Subsecretario de Educación, señor Fernando Rojas, efectuó la presentación que a continuación se consigna. En ella se da cuenta, en primer lugar, de la situación general de morosidad de las deudas contraídas por concepto de crédito solidario. Y en segundo lugar, de los principales aspectos contemplados en el proyecto de ley sometido a conocimiento de la Comisión.

Fondo Solidario de Crédito Universitario

Características Fondo Solidario de Crédito Universitario

Características principales Crédito Fondo Solidario, Ley 19.287, año 1994

Monto que otorga: financia hasta el Arancel de Referencia anual de la carrera.

Tasa de interés anual: 2%.

Plazo de Pago: 12-15 años, dependiendo si el monto exigible es inferior o superior a 200 UTM.

Dos años de gracia posteriores al egreso.

Periodo que financia: hasta 50% adicional duración carrera.

Requisitos postulación:

- Pertenecer a los cuatro primeros quintiles de ingreso.

- Obtener puntaje promedio PSU igual o superior a 475 puntos.

- Matricularse en primer año en alguna carrera regular de las 25 universidades del Consejo de Rectores.

Características principales

Forma de pago una vez egresado:

Anualmente debe pagar el 5% del total de ingresos que haya obtenido el año anterior.

Cuota es contingente al ingreso del 5%, sólo si presenta declaración de ingresos. De lo contrario, se acelera la deuda fijando una cuota equivalente al mayor valor entre el doble del pago anual anterior y el 20% del saldo deudor.

Si el deudor paga las cuotas por el periodo que le corresponde, se condona la deuda remanente al final del mismo.

Beneficiarios por año (1997-2010)
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Fuente: Mineduc

Recuperación por institución y aportes Mineduc:

1997-2010
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Fuente: Mineduc

Características de deudores y deudores morosos

Fondo Solidario de Crédito Universitario

Beneficiarios acumulados 1994 al 2010
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A los morosos anteriores se debe sumar 9.200 morosos de leyes anteriores.

Fuente: Elaboración Mineduc, con información entregada por Administradores de Fondo.

Morosidad promedio por institución (1994-2010)
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Fuente: Elaboración Mineduc, con información entregada por Administradores de Fondo.

Número de morosos por tramo de deuda
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consolidada 
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1

$ 0

$ 500.000

4.776

4,32%

0,27%

$ 1.623

26,10%

$ 424

2

$ 500.000

$ 1.000.000

8.620

7,79%

1,18%

$ 6.995

30,71%

$ 2.148

3

$ 1.000.000

$ 2.000.000

17.418

15,75%

4,74%

$ 28.011

33,39%

$ 9.353

4

$ 2.000.000

$ 5.000.000

36.721

33,20%

22,36%

$ 132.221

34,33%

$ 45.391

5

$ 5.000.000

$ 10.000.000

30.105

27,22%

38,86%

$ 229.809

33,98%

$ 78.089

6

$ 10.000.000

$ 15.000.000

9.458

8,55%

20,53%

$ 121.400

37,96%

$ 46.083

7

$ 15.000.000

$ 20.000.000

2.536

2,29%

7,82%

$ 46.262

45,48%

$ 21.040

8

$ 20.000.000

$ 30.000.000

903

0,82%

3,80%

$ 22.452

54,70%

$ 12.281

9

$ 30.000.000

73

0,07%

0,44%

$ 2.616

60,96%

$ 1.595

TOTAL

110.611

591.390

37%

$ 216.405


Fuente: Elaboración Mineduc, con información entregada por Administradores de Fondo.

Número de morosos por tramo de deuda y monto adeudado
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Fuente: Elaboración Mineduc, con información entregada por Administradores de Fondo.

Caracterización de morosos

Total Morosos: 110.611

	Morosos Desertores
	46.667
	42%

	Morosos Titulados
	29.279
	26%

	Morosos Otros
	34.665
	31%

	
	
	

	Morosos
	   58.430 
	53%

	Morosos Críticos (*)
	   42.992 
	39%

	Morosos Créditos Antiguos
	     9.189 
	8%

	
	
	

	Menor a 25 Años
	     1.198 
	1%

	Entre 25 y 34 Años
	   42.099 
	38%

	Entre 35 y 44 Años
	   40.748 
	37%

	45 Años y más
	   26.566 
	24%


Ingreso líquido promedio morosos desertores: $5.620.000 anual, $468.000 líquido mensual (cuota de $23.000 al mes).

Ingreso líquido promedio morosos titulados: $10.310.000 anual, $859.000 líquido mensual (cuota de $43.000 al mes).

Fuente: Elaboración Mineduc, con información entregada por Administradores de Fondo.

(*) morosos que nunca han pagado una cuota.

Causales de Morosidad

Baja cultura de pago de crédito universitario por parte de los egresados, acentuado en deudores desertores de la carrera.

Baja penalización de la sociedad por créditos de esta naturaleza, cosa que ha ido variando lentamente al ser cada vez más considerado como antecedente para otorgar créditos por la banca.

Deficiente gestión de cobranza de parte de las Universidades a través de su Administrador de Fondo de Crédito.

Desinformación de las ventajas de declarar año a año sus ingresos, independiente de su monto, dada la contingencia del mismo (5%) y la opción de exención de pago si el ingreso es inferior a 6 UTM. 

Asimismo, la no presentación de la declaración de ingresos implica un aumento cuantioso en la cuota a pagar por el estudiante. Esto mismo hace que, en muchos casos, la deuda se vuelva definitivamente incobrable y pasen a moroso.

Consecuencia de No Declaración de Ingresos

Si un deudor no acredita sus ingresos en el plazo establecido, se le fijará una cuota equivalente al mayor valor entre el doble del pago anual anterior y el 20% del saldo deudor. 

Si el deudor reincide y no presenta, por segundo año consecutivo, su declaración de ingresos, la cuota aumenta a un 40% de la deuda (doble del año anterior). Asimismo, en el caso de reincidir un tercer año, el saldo de la deuda termina por cobrarse (40%). 

En definitiva, aunque la deuda tenga originalmente doce o quince años de plazo, estos se reducen a tres por la no acreditación de los ingresos.
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Ejemplo deudor moroso

La deudora debe actualmente casi $20 millones, de los cuales más de $10 millones corresponden a intereses penales.
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Proyecto de Ley de Reprogramación

Mensaje del proyecto de ley

El fondo solidario de crédito universitario ha facilitado el acceso a la educación superior de miles de jóvenes. 

Para que dicho sistema opere de forma adecuada, es fundamental que quienes se beneficiaron del mismo asuman su obligación de restituir lo recibido en préstamo, permitiendo así que nuevos jóvenes accedan a los mismos beneficios y oportunidades.

Nuestro Gobierno -a través de este proyecto de ley- busca permitir la reprogramación de las deudas morosas del crédito solidario para:

- Facilitar el pago y 

- Mejorar los índices de recuperación, facilitando el acceso de las nuevas generaciones a la educación superior. 

- Que quienes se acojan a la reprogramación dejarán de formar parte de los registros públicos de deudores morosos.

Beneficiarios

- Deudores de los Fondos Solidarios de Crédito Universitario, crédito universitario y crédito fiscal universitario, 

- Que se encontraren en mora al 30 de junio de 2011, y 

- Que no se hubieren acogido a ninguna reprogramación anterior.

- 110.611 potenciales beneficiarios.

Condonación de intereses penales

Condonación de los intereses penales de acuerdo al porcentaje de pago de la deuda original que se realice al contado.



Pago al contado            




              Condonación


de la deuda
                                  intereses penales



50% - 100%


100%

                          


Menos de 50%

El doble de lo pagado

Además, a medida que el deudor vaya pagando sus cuotas, se le condona el doble del interés penal.

Ejemplo: un deudor reprograma a 10 años, pagando al contado un 20% de la deuda. Se le condona automáticamente el 40% de los intereses penales. Además, en la primera cuota, al cancelar el 8% de la deuda, se le condonan el 16% de los intereses penales remanentes.

El deudor anterior en 6 años de pago ve completamente condonados sus intereses penales.

Pago inicial, plazo y tasa

El pago mínimo exigido es de un 5% de lo adeudado, con un monto mínimo de UTM 4.

En el caso de que el cálculo del 5% sea superior a UTM 20, el deudor podrá optar por pagar este último monto.

El pago inicial podrá hacerse hasta en 6 cuotas mensuales, pagándose la primera al contado.

El deudor podrá reprogramar su deuda hasta en 10 años, si ella es inferior a UTM 150.

En el caso de que sea superior, podrá reprogramar a un plazo de hasta 15 años.

La tasa de interés anual será del 2%.

Situación de desertores

Se establece un tratamiento especial para deudores que acrediten no haber egresado desde alguna institución de educación superior, incluyendo Institutos profesionales y centros de formación técnica.

Para ello deberán presentar una declaración jurada señalando su situación académica.

Además, deberán acreditar que su nivel de ingresos es menor o igual a UTM 10, y que su nivel de gastos les impida pagar la cuota fija calculada.

Para estos casos, el deudor pagará el 5% de sus ingresos anuales, los cuales deberán ser acreditados mediante declaración de ingresos según el procedimiento habitual.

En este caso, el período de pago corresponderá al máximo de 10 o 15 años, dependiendo del monto de la deuda.

Plazos reprogramación
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Perfeccionamiento de la Ley FSCU

(19.287 y 18.591)

Reforma Ley FSCU

Suspensión del pago e interés penal

Se extiende la suspensión del pago a deudores que continúen estudios en cualquier institución de educación superior, limitando el máximo de años según el grado académico.

La suspensión de pago se hace obligatoria para aquellos que estén estudiando posgrados y ganen menos de UTM 6.

El deudor podrá anticipar voluntariamente su período de pago, si es que su ingreso mensual es superior a UTM 6.

El deudor también podrá suspender el pago en caso de cesantía sobreviniente del deudor, causal que puede ser invocada solo una vez por cada deudor.

Adicionalmente, el interés penal se rebaja al 1% mensual.

No presentación de Declaración Jurada de Ingresos

Si el deudor no presenta declaración, ingresa a un régimen de cuotas fijas, por un período que va de los 6 a los 15 años según el monto de la deuda.



Monto deuda (UTM)
Años de cobro


Menos de 50

  
    
 Hasta 6



Entre 51 y 100

    Hasta 9



Entre 101 y 200

  Hasta 12



Más de 201

   
     Hasta 15

La tasa de interés anual para este caso será del 2% anual.

Se evita así la aceleración de la deuda.

Facultades para el administrador

Se propone permitir que el administrador pueda renegociar deudas de morosos en casos particulares, luego de agotadas las instancias prejudiciales, 3 años después de la entrada en mora del deudor, y por una sola vez, siempre que no haya accedido a alguna reprogramación anterior.

Requisitos:

- Pago mínimo: 10% de la deuda, con un mínimo de UTM 4 y un máximo optativo de UTM 20.

- Condonación de intereses penales: En proporción al pago al contado de la deuda, menos un 10%.

- Condonación máxima y mínima: 80% y 20%.

- Plazo de pago: hasta 10 años para deudas inferiores a UTM 150 y hasta 15 años para deudas superiores a UTM 150.

Esta facultad comenzará a regir dos años después de la publicación del reglamento de la ley.

Incentivo para la buena gestión del Fondo Solidario

Se incorpora la posibilidad de dar, adicionalmente, hasta un 5% de la recuperación del año anterior a cada fondo.

Esta facultad estará radicada en el Mineduc vía  ley de presupuestos, de manera de premiar la buena gestión de acuerdo a la situación de cada universidad. 

Los mayores recursos irán al fondo, para que sea asignado exclusivamente como créditos a sus alumnos, que permitan cubrir, por ejemplo, la brecha entre el arancel real y el referencial.

Finalmente, el señor Subsecretario de Educación dio a conocer el compromiso, a nombre del Ejecutivo, para retirar la urgencia de “discusión inmediata” con que había sido calificado el proyecto de ley, con el objeto de facilitar el despacho en general del mismo y sin perjuicio del período de indicaciones que, con motivo de la discusión en particular, deberá abrirse en su oportunidad.

En mérito del compromiso precedentemente señalado, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa, acordó pronunciarse sólo en general respecto de la iniciativa.


Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Kuschel, Lagos y Novoa. 

- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de ​​​​​​​​9 de agosto de 2011, señala, de modo textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

La presente modificación legal tiene por objeto beneficiar a los deudores de los Fondos Solidarios de Crédito Universitario, Crédito Universitario y Crédito Fiscal Universitario, que se encuentren en mora y que no se hubiesen acogido a ninguna reprogramación anterior.

En lo fundamental plantea que los beneficios en las condiciones de pago que se incorporan en este proyecto de ley consisten en la condonación total o parcial de los intereses penales, lo que se determinará de acuerdo a un pago inicial que debe realizar el deudor, y en la fijación de un nuevo número de cuotas anuales.

II. Efectos del Proyecto de ley sobre el Presupuesto Fiscal

En atención a lo establecido en el artículo tercero del proyecto de ley, la Ley de Presupuestos del Sector Público deberá contener en el aporte a los Fondos Solidarios de Crédito, del presupuesto de Educación Superior, un monto del orden de $3.000 millones correspondientes al 5% de lo que en los últimos años han recaudado del créditos las universidades.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -


En mérito del acuerdo adoptado precedentemente, vuestra Comisión de Hacienda propone la aprobación en general del presente proyecto de ley, en los mismos términos que lo hiciera la  Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, cuyo texto es el siguiente 


PROYECTO DE LEY:


“ARTÍCULO PRIMERO: Apruébase la siguiente ley de reprogramación de créditos universitarios:


“Artículo 1º.- Los deudores de los Fondos Solidarios de Crédito Universitario, crédito universitario y crédito fiscal universitario, establecidos en las leyes números 19.287 y 18.591 y en el decreto con fuerza de ley Nº4 de 1981, respectivamente, que se encontraren en mora al 30 de junio de 2011 y que no se hubieren acogido a ninguna reprogramación anterior, en adelante “los deudores”, podrán acogerse a las condiciones de pago que se establecen en la presente ley.

Artículo 2º.- Los deudores que deseen acogerse a los beneficio de esta ley deberán manifestarlo al administrador de crédito respectivo, en adelante, “el administrador”, dentro de los tres meses siguientes a la fecha en que se publique el consolidado de la deuda de acuerdo a lo establecido en el artículo 3º de esta ley.-

En dicha comunicación fijarán un domicilio, destinado al envío de las notificaciones y avisos relativos a esta y otras gestiones vinculadas al crédito, e informaran, cuando corresponda, la entidad previsional a la que se encuentran afiliados. Para efectos del envío de los avisos, los deudores podrán señalar una dirección de correo electrónico.

Artículo 3º.- Transcurridos 30 días desde la fecha de publicación del reglamento de esta ley, el administrador procederá a determinar el saldo del deudor de los beneficiarios de esta ley, para lo cual, calculará las cuotas adeudadas, vencidas y por vencer, con la totalidad de los intereses penales que correspondan, las que serán consolidadas estableciéndose un nuevo saldo deudor expresado en unidades tributarias mensuales, de acuerdo al valor que dicha unidad tenga en el mes en que se efectúe el cálculo.

El mismo día mencionado en el inciso anterior, el administrador deberá poner a disposición de los deudores, en la página web de la respectiva universidad, la información relativa a la deuda consolidada, resguardando la confidencialidad de los datos. La que se proporcione a cada deudor deberá distinguir del saldo deudor, el monto correspondiente a los intereses penales adeudados.

Además, dentro de los cinco días siguientes a la publicación a la que se refiere el inciso anterior, el administrador deberá publicar, en un diario de circulación nacional, un aviso que informe la página web en la cual se encuentra disponible la consolidación de las deudas y el plazo de los deudores para reprogramar.

Artículo 4º.- El deudor tendrá el plazo de dos meses contados desde que se acogió a la reprogramación para convenir con el administrador el número de cuotas anuales, iguales y sucesivas en que pagará su saldo, las que en ningún caso excederán de 10 cuotas, si el monto de la deuda reprogramada es igual o inferior a 150 unidades tributarias mensuales, o de 15 cuotas, si el monto de la deuda reprogramada es superior a 150 unidades tributarias mensuales.

En el momento de convenir el número de cuotas, el deudor deberá proceder a un pago inicial, correspondiéndole una condonación parcial o total de los intereses penales, la que se determinara de acuerdo al monto inicial pagado. El deudor podrá realizar el pago inicial hasta en seis cuotas mensuales sucesivas, debiendo pagar la primera al contado. Si el deudor incumple en el pago de las cuotas correspondiente al pago inicial de la deuda reprogramada, el administrador la podrá hacer totalmente exigible.

A los deudores que inicialmente paguen el 50% o más del saldo de capital más los intereses adeudados sin contar intereses penales, se les condonará la totalidad de los intereses penales. A los deudores que paguen un porcentaje inferior al anterior, se les condonarán, en ese momento, los intereses penales en un porcentaje equivalente al doble del porcentaje de esa deuda que paguen inicialmente. En este último caso, el deudor será beneficiado, además, con la condonación parcial del saldo de los intereses penales al momento del pago de las cuotas pactadas. Para estos efectos, la condonación de los intereses penales será equivalente al doble del porcentaje que represente cada cuota pagada respecto de la deuda consolidada, sin contar intereses penales.

El pago inicial no podrá ser inferior al monto mayor entre el 5% de la deuda, excluyendo los interese penales, y el equivalente a cuatro unidades tributarias mensuales. Asimismo, en el caso que el 5% de la deuda resulte superior a  veinte unidades tributarias mensuales, el deudor podrá optar por pagar inicialmente este último monto.

El deudor deberá suscribir un pagare que dé cuenta de su nueva deuda, el que si correspondiere comprenderá las cuotas del pago inicial a que se refiere el inciso segundo de este artículo. El saldo será expresado en unidades tributarias mensuales, que devengaran un interés de un 2% anual. En este pagaré se incluirán las condiciones de condonación de los intereses penales estipulados en el inciso cuarto de este artículo.

El pagaré referido en el inciso anterior, y las actas del protesto del mismo, cuando procediere, se encontraran exentos de los impuestos establecidos en le Ley de Timbres y Estampillas.

Artículo 5º.- Al momento de suscribir el pagaré a que se refiere el artículo anterior, el deudor deberá otorgar un mandato irrevocable a favor del administrador, para que éste requiera a su empleador que deduzca de sur remuneraciones el monto de las cuotas del crédito que hubiere acordado con el administrador. Para ello, la cuota anual deberá dividirse en doce cuotas mensuales iguales.

Dichos descuentos deberán ajustarse a los límites establecidos para estos efectos en los artículos 58, inciso segundo, del Código del Trabajo, y 96, inciso segundo, de la ley Nº 18.834, según corresponda.

Artículo 6º.- En el caso de los deudores que acrediten no haber egresado de ninguna institución de educación superior y cuyos ingresos mensuales sean inferiores a 10 unidades tributarias mensuales, de acuerdo a la acreditación de ingresos establecida en el artículo 9 de la ley Nº 19.287, y cuya cuota anual pactada en conformidad al artículo 4º de esta ley resulte superior al 5% del total de los ingresos, sólo estarán obligados a pagar ese año el monto equivalente a un 5% de sus ingresos totales. Para estos efectos, se considerará como ingreso total del deudor el ingreso bruto menos los descuentos correspondientes a impuestos y cotizaciones previsionales obligatorias.

Sólo podrán acogerse a este beneficio aquellos deudores que cumpliendo con los requisitos mencionados en el  inciso anterior reprogramen sus deudas en los plazos máximos establecidos en el inciso primero del artículo 4º de esta ley, de acuerdo al monto de la deuda reprogramada.

La diferencia que se produzca entre la cuota originalmente pactada y la que se pague en virtud de la aplicación del presente artículo se condonará automáticamente al efectuarse el pago.

Artículo 7º.- Si el administrador respectivo optare por el cobro mediante el descuento de las remuneraciones del deudor, y así lo solicitare por escrito, los empleadores de los beneficiarios de créditos repactados en conformidad con las normas de esta ley, deberán descontar de las remuneraciones de dichos beneficiarios las mensualidades correspondientes al pago de créditos solidarios universitarios, dentro de los términos  señalados en el artículo 5º, debiendo enterar la mensualidad descontada a la institución acreedora correspondiente antes de proceder a la retención siguiente.

El requerimiento del administrador del fondo de crédito al respectivo empleador, deberá cumplir con las condiciones y formalidades que se establezcan en el reglamento.

Si el empleador no efectuare el descuento correspondiente, habiendo sido requerido para ello en razón del inciso anterior, o, habiéndolo efectuado, no enterare los fondos a la institución acreedora correspondiente, las sumas respectivas se reajustarán considerando la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor, del período comprendido entre el mes que antecede al anterior a aquél en que debió efectuarse el pago, y el mes que antecede al mes anterior a aquél en que efectivamente se realice. Además, deberá pagar a la institución acreedora que corresponda, una suma equivalente a una unidad de fomento por cada mes en que no efectúe el descuento.

Por cada día de atraso, las sumas reajustadas devengarán un interés penal equivalente a la tasa de interés corriente para operaciones reajustables en moneda nacional a que se refiere el artículo 6º de la ley Nº 18.010, aumentado en un 20%. Con todo, a contar de los noventa días de atraso, la tasa antes referida se aumentará en un 50%.- 

Las cantidades que resulten de la aplicación de los incisos anteriores se imputarán al saldo del crédito adeudado por el trabajador, cuando se produzca el pago respectivo.

Sin perjuicio de lo anterior, las instituciones deberán perseguir del empleador el pago de las retenciones que no se hubieren enterado, incluidos los reajustes e intereses que correspondan, conforme con las normas sobre pago y cobro de cotizaciones previsionales contenidas en la ley Nº 17.322, gozando de igual preferencia que éstas.

Artículo 8º.- La Tesorería General de la República estará facultada para retener de la devolución de impuestos a la renta que le correspondiere anualmente a los deudores del crédito solidario, crédito universitario y crédito fiscal universitario, que se acojan a los beneficio de esta ley, los montos que se encuentren impagos según lo informado por el respectivo administrador, en la forma que establezca el reglamento, e imputar dicho monto al pago de la mencionada deuda.

La Tesorería General de la República deberá enterar los dineros retenidos por este concepto al administrador del Fondo Solidario de Crédito Universitario respectivo, en el  plazo de treinta días contados desde la fecha en que debiera haberse verificado la devolución, a menos que el deudor acredite que ha solucionado el monto vencido y no pagado por concepto de crédito universitario, mediante certificado otorgado por el respectivo administrador. Si el monto de la devolución de impuestos fuere inferior a la cantidad adeudada, subsistirá la obligación del deudor por el saldo insoluto.

Con todo, los deudores a los cuales el empleador les haya retenido y no pagado, total o parcialmente, los montos impagos, podrán requerir de la Tesorería General de la República, la liberación de la retención efectuada por ésta, en la forma que señale el reglamento, si probaren que su empleador les ha efectuado retención o que existen juicios pendientes de cobro en contra del referido empleador.

 La liberación a que se refiere el inciso anterior alcanzará sólo hasta el monto de lo probado.

Artículo 9º.- Para efectos de la acreditación de los ingresos establecida en el artículo 6º de la presente ley, el deber de secreto o reserva de los antecedentes tributarios, contenido en el artículo 35 inciso segundo del Código Tributario, no será aplicable a la información relativa a los ingresos de los deudores de los créditos solidarios, pero sólo para el administrador respectivo.

Asimismo, los administradores de fondos de crédito se encontrarán facultados para solicitar información a las entidades previsionales que corresponda, en relación con los ingresos de los deudores que reprogramaron sus créditos, las que estarán obligadas a entregarla.

Artículo 10.- El pago de las cuotas anuales correspondientes se iniciará en el año calendario siguiente al de la suscripción del pagaré mencionado en el artículo 4º de esta ley.

Artículo 11.- En todo lo no regulado expresamente en esta ley, se aplicarán en forma supletoria las disposiciones de la ley N° 19.287, con excepción de lo dispuesto en los artículos 10, 12 y 16 de la misma.

Artículo 12.- Un reglamento, emanado del Ministerio de Educación y suscrito además por el Ministerio de Hacienda, deberá establecer las normas necesarias para la aplicación de esta ley.”

ARTÍCULO SEGUNDO: Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.287, que modifica la ley Nº 18.591 y establece normas sobre Fondos Solidarios de Crédito Universitario:

2) Modifícase el artículo 7º de la siguiente forma:



a) Reemplázase el inciso tercero la frase “de las instituciones a que se refiere el artículo 70 de la ley 18.591” por “institución de educación superior reconocida por el Estado”. 



b) Agrégase el siguiente inciso final nuevo:



“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el beneficiario podrá voluntariamente anticipar el inicio de su período de pago mencionado en el inciso anterior. Para estos efectos, el beneficiario deberá informarlo al respectivo administrador general del fondo y acreditar que su ingreso promedio mensual, durante los seis meses inmediatamente anteriores, calculado en la forma establecida en el artículo 8°, es mayor a 6 UTM, vigentes al 31 de diciembre del año respectivo.”.


2) Modifícase el artículo 8° de la siguiente forma: 


a) Agrégase la siguiente frase final al inciso quinto: 


“Con todo, dicha suspensión no podrá exceder al plazo formal de duración de los estudios de postgrado correspondientes.”

. 


b) Agréguense los siguientes incisos sexto y séptimo nuevos:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, a los deudores que estén cursando estudios de postgrado y  cuyos ingresos promedios mensuales sean inferiores a 6 UTM se les suspenderá la obligación de pago anual y el plazo máximo para servir la deuda.


La obligación de pago podrá suspenderse para aquellos deudores que así lo soliciten y acrediten cesantía sobreviniente, esto es, aquella producida en el período en que éste debe efectuar el pago de la cuota correspondiente. Esta suspensión podrá solicitarse por una sola vez y operará por un período máximo de doce meses. En este caso, el plazo máximo para servir la deuda se extenderá por el mismo número de meses que haya operado la suspensión.”.


3) Modifícase el artículo 11 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el inciso primero por los siguientes incisos primero y segundo, cambiando los actuales su numeración correlativa: 


“Si un deudor no acreditare sus ingresos en el plazo señalado en el inciso primero del artículo 9º, el administrador general del fondo respectivo le determinará una cuota fija, anual y sucesiva, que se calculará en función del saldo deudor debidamente actualizado, dividiendo el monto de la deuda por el número de años de cobro, de acuerdo a la siguiente tabla: 


Saldo deudor deuda (UTM)


Años de cobro

Desde 0 a 50





           




6

Desde 51 a 100




       
9

Desde 101 a 200




    12

201 o más
               




15


Para el cálculo de las cuotas anuales, la tasa de interés a utilizar ascenderá a un 2% anual.”.


4)
Reemplázase en el inciso primero del artículo 15 el guarismo “1,5” por “1,0”.


5)
Agrégase el siguiente artículo 17 bis nuevo:




“Artículo 17 bis.- En caso de mora, y sólo una vez agotadas todas las instancias de recuperación prejudicial de la deuda, el administrador del fondo podrá reprogramar la deuda morosa de los deudores que no hubieren reprogramado con anterioridad y que lo soliciten al administrador. Esta reprogramación deberá ser en cuotas fijas, anuales y sucesivas. No obstante lo anterior, una reprogramación individual no podrá ocurrir antes de que hayan transcurridos tres años desde que el deudor entró en mora. 


Para acogerse a esta reprogramación, los deudores deberán hacer un pago inicial del todo o parte del saldo de capital más los intereses adeudados sin contar intereses penales y se les condonarán intereses penales en la misma proporción que el porcentaje de la deuda que inicialmente paguen, menos un 10%. Con todo, esta condonación en ningún caso podrá exceder del 80% de los intereses penales ni ser inferior al 20%.


El pago inicial no podrá ser inferior al monto mayor entre el 10% de la deuda, excluyendo los intereses penales, y el equivalente a cuatro unidades tributarias mensuales. Asimismo, en el caso de que el 10% de la deuda resulte superior a veinte unidades tributarias mensuales, el deudor podrá optar por pagar inicialmente este último monto.


El plazo de pago del saldo remanente de la deuda no deberá exceder de 10 años, si el monto de la deuda reprogramada es igual o inferior a 150 unidades tributarias mensuales, o de 15 años, si el monto de la deuda reprogramada es superior a 150 unidades tributarias mensuales.”.

ARTÍCULO TERCERO.- Modifícase el artículo 71 bis de la ley N° 18.591, agregando a continuación del punto aparte del inciso segundo, la siguiente frase final: 

“Sin perjuicio de lo anterior, se considerará en dicha distribución un aporte a cada institución, calculado sobre la base del volumen total de créditos a recuperar, los montos efectivamente recuperados y la variación anual de los mismos. Este aporte no podrá exceder para cada institución del 5% del total de los recursos recuperados por la misma durante el año anterior.”.

Artículo transitorio.- Lo dispuesto en el numeral 5) del ARTÍCULO SEGUNDO comenzará a regir transcurridos 2 años desde la publicación del reglamento de la presente ley.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 11 de enero de 2012, con asistencia los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 11 de enero de 2012.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.039, DE PROPIEDAD INDUSTSRIAL, PARA ESTANDARIZAR Y MEJORAR EL PROCESO DE SOLICITUD DE MARCAS Y PATENTES

(7862-03)

HONORABLE SENADO:




La Comisión de Economía tiene el honor de presentar su segundo informe sobre el proyecto de ley individualizado en la suma, en segundo trámite constitucional, originado en Mensaje del Presidente de la República.


La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 28 de septiembre de 2011, pasando a la Comisión de Economía. Con fecha 13 de diciembre de 2011 se aprobó en general en la Sala, y se fijó como plazo para presentar indicaciones el 9 de enero de 2012.


El Presidente de la República ha hecho presente  la urgencia para el despacho de esta iniciativa, calificándola de “discusión inmediata”.


A la sesión concurrió el Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Economía, señor Alejandro Arriagada. 

- - - - - - - -




Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1) Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: Números 1, 2 y 4 (que pasan a ser N°s 2,3 y 5) del Artículo Único.


2) Indicaciones aprobadas sin modificaciones: N°s 1 y 3.


3) Indicaciones aprobadas con modificaciones: No hay. 


4) Indicaciones declaradas inadmisibles: No hay.


5) Indicaciones rechazadas: No hay.


6) Indicaciones retiradas: No hay.

- - - - - - - - 

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo único


El artículo único del proyecto aprobado en general por el Senado introduce, en sus cuatro numerales, modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 3, de 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, hoy Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.039, de Propiedad Industrial.

° ° °

Indicación Nº 1


Del Honorable Senador señor García, propone introducir un número 1), nuevo, del siguiente tenor:


“1) Modifícase el artículo 14 en los siguientes términos:


a) Elimínase, en el inciso primero, la frase “suscrito ante notario”.


b) Suprímese, en el inciso segundo, la frase “suscrito ante notario”.


c) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser cuarto y quinto, respectivamente:


“En el extracto respectivo deberá constar la fecha en que se celebró el acto o contrato, así como las demás menciones que señale el Reglamento.


Igualmente, los actos o contratos celebrados en el extranjero podrán ser anotados al margen del registro respectivo.”.”.


El referido artículo 14 dispone, a la letra:


“Artículo 14.- Los derechos de propiedad industrial  son transmisibles por causa de muerte y podrán ser objeto de toda clase de actos jurídicos, los que deberán constar, al menos, por instrumento privado suscrito ante notario y se anotarán en extracto al margen del registro respectivo.


Tratándose de cesiones de solicitudes de inscripción de derechos de propiedad industrial en trámite, bastará un instrumento privado suscrito ante notario, del que se dejará constancia en el expediente respectivo. En todo caso, las marcas comerciales son indivisibles y no pueden transferirse parcial y separadamente ninguno de los elementos o características del signo distintivo amparados por el título. En cambio, puede transferirse parcialmente una marca amparada en un registro, abarcando una o mas de las coberturas para las que se encuentra inscrita y no relacionada, permaneciendo el resto del registro como propiedad de su titular.


Tratándose de indicaciones geográficas y denominaciones de origen, se estará a lo establecido por el artículo 92 de esta ley.”.


En discusión, el Fiscal del Ministerio de Economía, señor Alejandro Arriagada, manifestó el acuerdo del Ejecutivo con las modificaciones propuestas, que sólo tienen por objeto simplificar el procedimiento de obtención de una marca en Chile, evitando exigir la intervención de terceros. Suprime la exigencia de la autorización notarial y dispone que en el extracto que se inscribe conste la fecha.


-- La indicación N° 1 fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Pérez Varela y Tuma.

o o o

Indicación N° 2


La indicación N° 2, del Honorable Senador señor García, se refiere al numeral 3) del artículo único del proyecto aprobado en general por el Senado, y es para intercalar en el inciso tercero propuesto, a continuación de “Clasificación Internacional”, la expresión “de Niza”.


El referido numeral 3) dispone:


3) Agrégase en su artículo 23, el siguiente inciso tercero:


"Cuando se hayan incluido en una única solicitud productos y,o servicios que pertenezcan a varias clases de la Clasificación Internacional, dicha solicitud dará por resultado un registro único.".


El artículo 23 del ya citado decreto con fuerza de ley N° 29, es del siguiente tenor:


“Artículo 23.- Cada marca sólo podrá solicitarse para productos o servicios específicos y determinados, con la indicación de la o las clases del Clasificador Internacional a que pertenecen.


Podrá solicitarse marcas para distinguir establecimientos comerciales o industriales de fabricación o comercialización asociados a productos específicos y determinados de una o varias clases; y frases de propaganda para aplicarse en publicidad de marcas ya inscritas.”.


El señor Arriagada expresó que se trata sólo de una precisión que se había omitido en el proyecto aprobado en general.


-- La indicación N° 2 fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Pérez Varela y Tuma.

- - - - - - -

MODIFICACIONES




En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Economía propone introducir las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Senado:

Artículo único

° ° ° 


- Incorporar el siguiente N° 1, nuevo:


“1) Modifícase el artículo 14 en los siguientes términos:


a) Elimínase, en el inciso primero, la frase “suscrito ante notario”.


b) Suprímese, en el inciso segundo, que pasa a ser quinto, la frase “suscrito ante notario”.


c) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser cuarto y quinto, respectivamente:


“En el extracto respectivo deberá constar la fecha en que se celebró el acto o contrato, así como las demás menciones que señale el Reglamento.


Igualmente, los actos o contratos celebrados en el extranjero podrán ser anotados al margen del registro respectivo.”

(Indicación N° 1, unanimidad 3X0).

° ° °

N° s 1 y 2

(Pasan a ser N° s 2 y 3, sin modificaciones)

N° 3

(Pasa a ser N° 4)


- Intercalar en el inciso tercero propuesto, a continuación de “Clasificación Internacional”, la expresión “de Niza”. (Indicación N° 2, unanimidad 3X0).

N° 4

(Pasa a ser N° 5, sin modificaciones)
- - - - - - - 




En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue

"PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 3, de 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, hoy Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.039, de Propiedad Industrial:


1) Modifícase el artículo 14 en los siguientes términos:


a) Elimínase, en el inciso primero, la frase “suscrito ante notario”.


b) Suprímese, en el inciso segundo, que pasa a ser quinto, la frase “suscrito ante notario”.


c) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser cuarto y quinto, respectivamente:


“En el extracto respectivo deberá constar la fecha en que se celebró el acto o contrato, así como las demás menciones que señale el Reglamento.


Igualmente, los actos o contratos celebrados en el extranjero podrán ser anotados al margen del registro respectivo.”.

2) En su artículo 15.


a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:


"Los poderes relativos a la propiedad industrial se otorgarán por instrumento privado. No obstante lo anterior, los solicitantes podrán suscribirlos por escritura pública o por instrumento privado firmado ante notario o ante un oficial del registro civil competente, en aquellas comunas que no sean asiento de notario. Los mandatos provenientes del extranjero podrán otorgarse ante el cónsul de Chile respectivo sin ninguna otra formalidad posterior, o en la forma establecida en el artículo 345 del Código de Procedimiento Civil.".


b) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero:


"La facultad para desistirse de una solicitud o para renunciar a un registro deberá conferirse expresamente, de lo contrario se entenderá que se excluye dentro de las facultades del representante.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso primero, para la presentación de la solicitud bastará con que el representante indique en ella el nombre del solicitante por quien actuará. En estos casos, el Instituto conferirá un plazo de 30 días a los residentes nacionales y de 60 días a quienes son residentes en el extranjero para acompañar el poder respectivo. Vencidos estos plazos, se tendrá por abandonada la solicitud.".


3) Incorpóranse en su artículo 21, los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto:


"Toda solicitud que enumere varias clases de productos y,o servicios, denominada en adelante "solicitud inicial", podrá ser dividida, a petición del solicitante, en dos o más solicitudes, denominadas en adelante "solicitudes divisionales". Para este efecto, el solicitante deberá indicar en cada una de ellas la distribución de los productos y,o servicios. Las solicitudes divisionales conservarán la fecha de presentación de la solicitud inicial y el beneficio del derecho de prioridad, si lo hubiere. Las solicitudes divisionales darán lugar a los pagos respectivos que correspondan, como si se tratara de una nueva solicitud.


La petición para dividir la solicitud para el registro de una marca comercial puede formularse hasta antes de la decisión final del Instituto sobre la solicitud inicial de su registro, ya sea que se trate de una solicitud con o sin juicio de oposición en trámite. Asimismo, la petición podrá presentarse durante la apelación o reclamación contra la decisión relativa al registro de la marca.


Los registros de marcas comerciales vigentes siempre podrán ser divididos. En aquellos casos en que se esté impugnando su validez ante el Instituto o durante la apelación en un juicio de nulidad de una marca registrada, se podrá solicitar su división en términos similares a los señalados en los incisos precedentes.


Durante la tramitación de una observación de fondo, procedimiento de oposición, de nulidad, o de otro recurso pendiente, la división de la solicitud o del registro, sólo será procedente cuando, como resultado de la división, la observación de fondo, el juicio de oposición, el juicio de nulidad o el recurso de que se trate, queden circunscritos a una de las solicitudes o uno de los registros divididos.".


4) Agrégase en su artículo 23, el siguiente inciso tercero:


"Cuando se hayan incluido en una única solicitud productos y,o servicios que pertenezcan a varias clases de la Clasificación Internacional de Niza, dicha solicitud dará por resultado un registro único.".


5) Intercálase el siguiente Título XI, pasando los actuales Títulos XI y XII a denominarse Título XII y Título XIII, y el artículo 114 a ser 122, respectivamente:

"Título XI

De la Tramitación de las solicitudes internacionales de patentes de invención o de modelos de utilidad




Artículo 114.- Una solicitud internacional corresponde a una solicitud de patente de invención o de modelo de utilidad presentada conforme al Tratado de Cooperación en Materia de Patentes.




Artículo 115.- El Instituto Nacional de Propiedad Industrial será la Oficina Receptora en Chile para la presentación de solicitudes internacionales, conforme al Tratado de Cooperación en Materia de Patentes, respecto a solicitudes de nacionales o de residentes en Chile.




Las solicitudes internacionales deberán presentarse en Chile en idioma español y pagar las tasas señaladas en el Tratado de Cooperación en Materia de Patentes.




Asimismo, el Instituto actuará en calidad de Oficina Designada y,o Elegida cuando Chile haya sido designado o elegido como Estado, con el objeto de obtener un registro de una patente de invención o de un modelo de utilidad, en fase nacional, del Tratado de Cooperación en Materia de Patentes.




Artículo 116.- Cuando la solicitud internacional tenga una fecha de presentación posterior a la fecha de vencimiento del plazo de prioridad, conforme al Tratado de Cooperación en Materia de Patentes, el solicitante podrá requerir la restauración del derecho de prioridad ante el Instituto como Oficina Receptora, dentro del plazo de dos meses contado desde la fecha de vencimiento del plazo de prioridad.




En el mismo caso, el solicitante podrá requerir la restauración del derecho de prioridad ante el Instituto como Oficina Designada y,o Elegida al momento de la entrada en fase nacional, en caso que la solicitud de restauración del derecho de prioridad haya sido debidamente solicitada ante la Oficina Receptora correspondiente y ésta no se hubiere pronunciado o no la hubiere aceptado.




En ambos casos, la petición deberá realizarse en conjunto con la presentación de la solicitud, acreditando el pago de la tasa respectiva; expresando las razones del incumplimiento del plazo de prioridad, y aportando las pruebas correspondientes.




Artículo 117.- Las solicitudes de patentes de invención o de modelos de utilidad deberán presentarse en Chile, en fase nacional, conforme al Tratado de Cooperación en Materia de Patentes, antes del vencimiento del plazo de treinta meses contado desde la fecha de prioridad. Si la solicitud internacional no reivindica ninguna prioridad, se podrá presentar ante el Instituto hasta antes del vencimiento del plazo de treinta meses contado desde la fecha de presentación internacional.




Encontrándose vencido el plazo de treinta meses establecido en el inciso anterior, el solicitante podrá pedir el restablecimiento de derechos ante el Instituto. La petición deberá realizarse en conjunto con la presentación de la solicitud, acreditando el pago de la tasa respectiva; expresando las razones del incumplimiento del plazo, y aportando las pruebas correspondientes.




Artículo 118.- Para iniciar la tramitación de una solicitud internacional, en fase nacional, sin perjuicio de los demás requisitos que exija esta ley, el solicitante deberá:




a) Presentar una traducción al idioma español de la solicitud internacional, en caso que ésta no se hubiera presentado en este idioma, y de todas las modificaciones ocurridas durante la fase internacional, junto al formulario habilitado para el efecto, y 




b) Pagar la tasa establecida en el artículo 18 de esta ley para la presentación de la solicitud y las demás tasas que fije el Instituto, de acuerdo con lo establecido por el Tratado de Cooperación en Materia de Patentes.




Artículo 119.- Será aplicable a las solicitudes de patentes de invención o de modelos de utilidad que se presenten en Chile, en fase nacional, conforme al Tratado de Cooperación en Materia de Patentes, lo dispuesto en el artículo 4°, pudiendo cualquier interesado formular oposición a dichas solicitudes dentro del plazo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5°.




Artículo 120.- Las solicitudes de patentes de invención o de modelos de utilidad que se presenten en Chile, en fase nacional, conforme al Tratado de Cooperación en Materia de Patentes, se regirán en cuanto a sus aspectos sustantivos, por las disposiciones de la presente ley y su reglamento.




Artículo 121.- El plazo de concesión para las patentes de invención y para los modelos de utilidad presentados en Chile, en fase nacional, conforme al Tratado de Cooperación en Materia de Patentes, se contará desde la fecha de la presentación de la solicitud internacional correspondiente.".".

- - - - - - - -


Acordado en sesión de fecha 11 de enero de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eugenio Tuma Zedán (Presidente Accidental), José García Ruminot y Víctor Pérez Varela.


Valparaíso, 11 de enero de 2012.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz,

Secretario

� El coeficiente Gini, inventado por el estadístico italiano Conrado Gini, es un número entre cero y uno que mide el grado de desigualdad en la distribución del ingreso en una sociedad determinada. El coeficiente registraría cero (0.0= desigualdad mínima) para una sociedad en la que cada miembro recibiera exactamente el mismo ingreso y registraría un coeficiente de uno (1.0= desigualdad máxima) si un miembro recibiera todo el ingreso y el resto no recibiera nada.





� La ley N° 19.989, publicada en el Diario Oficial el 31 de diciembre de 2004, otorgó facultades a la Tesorería General de la República y modificó la ley Nº 19.848, sobre Reprogramación de deudas a los fondos de crédito solidario. En su artículo 1°, la facultó para retener de la devolución anual de impuestos a la renta que correspondiere a los deudores del crédito solidario universitario regulado por la ley Nº 19.287 y sus modificaciones, los montos de dicho crédito que se encontraren impagos según lo informado por la entidad acreedora, en la forma que establezca el reglamento, e imputar dicho monto al pago de la mencionada deuda. 


En esta iniciativa, la materia está regulada, en términos muy similares, en el artículo 8°, que está contenido, a su vez, en el ARTÍCULO PRIMERO de la iniciativa.


Sobre el particular, cabe señalar que el Tribunal Constitucional ha conocido diversas acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del referido artículo 1° de la ley N° 19.989. La última sentencia es de fecha 9 de diciembre de 2010, correspondiente al rol 1449-09, fallo que, por voto de mayoría acogió, el requerimiento de inaplicabilidad del citado precepto. Para mayor conocimiento, están los roles 1429-09, 1473-09, 1438-09, 1437-09 y 1393-09. 





_924333119

